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Introducción. 

Una de las preocupaciones de la Sociología a la luz de las ciencias 

jurídicas, es sin duda alguna, los fenómenos sociales que inciden en la 

conducta de los hombres, predeterminando la existencia de complejos 

mecanismos que dan origen a nuevas espectativas de orden jurídico. Una 

de estas constituye el estudio de Ja delincuencia de Cuello Blanco como 

parte de un fenómeno de orden social con tintes de carácter económico y 

político entre otros. el cual no puede ser desapercibido por el estudio de la 

sociología jurídica actual, es por tal motivo que ha despertado interés en 

mi persona, desde mis primeros años como estudiante de esta Facultad, el 

estudio de Jos llamados delitos de Cuello Blanco, los cuales contienen una 

serie de connotaciones de carácter sociológico, según señala Edwin 

Sutherland a quien se le atribuye el término. pues si bien es cierto, que el 

estudio del delito correspondiente en cuanto a su persecución y sanción, 

atañe a las ciencias penales, menos cierto es el hecho de que la sociología 

no se encuentre directamente involucrada en la problemática, pues su 

campo de desplazamiento es meramente el campo de la sociología, por tal 

motivo e dicidido elaborar dicho trabajo en este Seminario, y es 

precisamente con la aportación que pudiera dar la sociología al estudio de 

la conducta en comento, por que de ella parten los elementos originales de 

tan grave delincuencia, tomando en cuenta. desde luego los elementos 

económicos y políticos que se ven involucrados en este contexto. tratando 

de dar un panorama general de las causas sociales implícitas en la 

problemática que nos ocupa y desde luego, el tránsito histórico que han 

sufrido las diversas sociedades, tanto mexicanas como de otras latitudes, 
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tomando como punto de partida las legislaciones que han tratado la 

problemática desde los tiempos más remotos, y es por eso que se hace 

'hincapie en sociedades sumamente oligárquicas pasando por Egipto. 

Roma, Grecia. La India. etc. hasta las sociedades más avanzadas en donde 

preexiste la problemática, asimismo se exponen diversos criterios de orden 

político y económico que inciden en fonna directa con el tema 

mencionado, a establecer doctrinas en los renglones de la criminología en 

su corriente sociológica, así como las diversas definiciones de delito en los 

campos de la ciencia represiva que igualmente se ve involucrada en 

nuestro estudio. 

Cabe hacer notar que la transfonnación que sufre el mundo en 

cuanto al aspecto económico, que como ya se apuntó antes, también 

incide en nuestro planteamiento en virtud de que la delincuencia se mueve 

precisamente en los terrenos sociales que se han presentado en todos los 

tiempos, regímenes políticos, economías diversas de todo el orbe y que 

representan importancia al cambio social por el que pasa el mundo. con 

los bloques económicos y la ruptura de los regímenes socialistas. 



Capítulo I 

Marco Conceptual 

l.- Concepto. 

En el año de 1943, el criminólogo norteamericano Edwin Sutherland 

en un discurso pronunciado ante la "Sociedad Americana de 

Criminologia"I, y posteriormente en un libro que tituló "ff11ile Collar 

Crime" dió la designación a los llamados "delitos de Cuello Blanco", como 

la definición más aceptada a las conductas que a continuación se 

mencionan: 

"las violaciones contra el acaparam1enlo, \•10/ac1ones a las leyes re/atn•as a 

alimentos y drogas (que tratan de evitar que se pongan en c1rculaciOn 

alimentos y drogas en malas condiciones o que no reUnen las c11alidades 

anunciadas), v10/ac10nes a las leyes de segunJ,;,J y J11 suluJ púb/l,·a. 

violaciones a las leyes que establecen sistemas de !1cenc1as aduaneras, 

prácticas profes1onules deshonestas (médicos. J~rmaceutas y ahogados), por 

ejemplo, la falsa publicidad, las violaciones a las leyes de palentes y/Jbrtca y 

1 Muco del Pocct l.tn y Nldaestlchtt Man.ti Abnlham Lot Oeaos de Cutio Bilnco y Reaeobn Social. Cuaderno del 
INACIPE. f.ll,.,... 8. p.p. 18, 19 .. 



en las empresas, la evasión de impuestos, las quiebras fraudulentas, las 

infracciones que hacen los bancos a leyes especiales, el uso abusivo de 

marcas (por ejemplo, la folsa indicación de que un objeto ha sido hecho en 

un país determinado o en una fábrica determinada), las prácticas 

deshonestas de las grandes compaifias de seguros, fa venta de cuadros falsos 

como auténticos, la publicidad que anuncia precios rebajados que no están 

auténticamente rebajados, es decir, que el objeto que se ofrece a ese precio 

é.s de una calidad menor del que se ofrece habitualmente, las violaciones de 

las leyes de regulación de alquileres, de traspasos de v111iendas, los fraudes 

al control de divisas, los desfalcos, la malversación de fondos públicos, la 

currupción de altos funcionarios, la contaminación ambienta/, etc. Algunos 

agregan a estos illcitos tales como los informes fraudulentos o fo/sos de los 

médicos, el uso irrestriclo de narcóticos po,. parte de estas especialidades y 

la prevaricación de los abogados, prácticas laborales mjustas, de/;/os de 

guemz, incluso se vislumbra una tendencia a responsabilizar en casos de 

accidentes de trabajo al administrador de una gran empresa por falta de 

seguridad en el trabajo, que aquél consideraba de orden público "social", el 

guardase/los llegó hasta a tratar esta decisión de "sorpredente 11
, lo que 

precipitó a la jurisdicción de apelación a solicitar la reforma de esta 

decisión a ciertos periódicos, a hablar de los 'jueces rojos" del sindicato de 

la magistratura, a dirigentes de empresa a ocupar El Palacio de Justicia, a 

los patrones a decidir el "/ockout" de la empresa y a los ingenieros a 

procafmar que fa segundad y fa produc/l'.'Ufad son necesariamente 

antieconómicos. Se incluye también ·sigue diciendo Lo/a Am)w de C. ·,a fa 

criminalidad po/ftica, especia/menle las guerras coloniales e imperialistas 
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(Indochina. Corea. Vietnam) el genocidio (desde e{ de los judíos /tasia los de 

Btafta y el Amazona}, las torturas oficiales, la brutalidad policial, aunque 

este tipo de delincuencia parte• mas bien dorada que de cuello blanco (ya 

no es de tipo económko) 11
1, 

En esta gran gama de conductas que se describen como delitos de 

cuello blanco, nosotros nos cncargrunos de estudiar los delitos llrunados de 

funcionarios públicos y corrupción, porque pcnsrunos que éstos tienen 

ciertas características que hacen 1¡ue el ¡ilanteruniento tenga ciertas 

particularidades. 

Con el ·fin de poder manejar una terminologíá adecuada, consid~ramos 

que serla interesante hacer un análisis de lo que se llama "delito de cuello 

blanco'', razón por la cual pasaremos a analizar diversas acepciones que se le 

han dado al delito en sentido· estricto. 

El siginificado de la palabra "delito" proviene de la locución latina 

"de/inquere" que significa abandonar, apartarse del buen camino, alejarse 

del sendero señalado por la ley. Empero el maestro Femando Castellanos 

Tena npwita: "los autores han tratado en vano de producir una defi11ící611 

de delito con validez universa/ para lodos los tiempos y lugares, una 

definici6nfi/os6fica esencia/"). Por otro lado, Francisco Pavón Vasconcclos 

define al delito " ... como una valomci6n jurldica objetiva o subjetiva, la 

c1¡al, encuentra sus precisos fu11da111entos en las relaciones necesarias 

2'lbld.p.2. 
'Catd<l'IOS Tena Femltldo. Ui.omientos Etementalest!e OCl'ttho Pen-1. Ed Okimo ottn'I. Edil Pomll p. 125. 

Mllico IQQ3. 
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surgidas entre el hecho humano contrario al orden ético social y su 

especial estimación /egislativa"4. 

La Escuela Clásica através del brillante iuspennlista Francisco Camtra, 

lo define como " ... la il¡fracdó11 de la Ley del Estado, promulgada para 

proteger la seguridad de los ciudadanos, resultante de 1111 acto externo drl 

homh~e positivo o negativo, 111oralmente imputable y políticamente 

dañoso" S. 

El conccpt0 <ciciolúgico de Rafael Garófalo define al dc!tlo natural ..... 

la violación de los sentimiemos altruistas d~ probidad y de piedad en la 

medida ind1spensable para la adaptación del individuo a la 

colectividad .. "6. 

Todas las definiciones anteriores de 1tro dci entorno de los delitos de 

cuello blanco son satisfactorias. es decir, podríamos llamar ddito• a esas 

conduelas y en esos ténnino~. pero el problema tenninok\gic:.i se presenta 

cuandci hacemos aJu.,ic\n a la dclinición de delito de Eda,umlo M,7gu~' 

q11ien dice "el delito es ww accion p1111ible"7 la cual es t:imada por nucslrn 

kgislación penal m su an:Ct!lu séptimo que o:stn~lccc " delito '"' d acto u 

0111isici11 r¡u~ sw:cionn:1 lm ld,1:es pmal~s"8. 

!:'n eslc' '.rnt;do, c:ihc_,m~nci1'nhr; que si bi~n es c1crl .. •·quc d cé.!';¡.• 

pcn.11 en su ·artículo '/13,i~imi ~n cucnia alguntis cunsiu,:r~ciu1 :,·s Lh•.01: 

les Y. ·cco116mk":is'c!él '.<1ij~t~iic1iri1~ Í:i'd~iÚc~ci1\n 1¡u·~ m11cs dcsénh·tTJ• ·· 
hnbJ:i. · · . "\ .:·· .>; ·'.· · .·· : . · · 

·~ .. ·awón v:;;~-::; ;~ :;.¡~' i.::~·.;. ,. ~/·t =~,,::~.,·~~~.·~ ._.;~~;:;~~·; e'l .~-~~.~.J =~·l. Po~J o" t5:" !.l~CCQ r. r' 

'-Cp.eit. :i 11~. - · · 
ª•e.o. 
10p cit.p.12'l . . 
1 C~digo Penal p11:u:i O. f ;.:.: T1•'.J~ ... ~~•en1 Ed.t Pot!'.l· :: 9. Mbico 19!.4. 



de 1m funcionario o empleado en el ejercicio de sus funciones como 

agravantes, pero esta disposición engloba tanto al empleado coino al 

funcionario, cuando en. nuestro modesto punto de vista, esta disposición 

deberá ser por separado a efecto de darle mayor individualización de la 

norma al funcionario, por ser potencialemente más peligroso, en caso que 

este último cometiese un acto ilícito. Por el momento omitimos la diferencia. 
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1.2.- Diversas definiciones del delito de cuello blanco. 

El primer criminólogo encargado de la problemática de Jos delitos 

cometidos en función del trabajo o profesión desempeñada, es sin duda 

Gabriel Tarde, en su obra "La Criminalite Prefessionale", ( "a partir de su 

teor{a de la imitación en la que plantea la existencia de una relación entre 

la criminalidad y la profesión ejercida, en otros términos, advierte la 

existencia de una delincuencia profesiona/")9. 

En la descripción de Tarde, se advierte wia de las primeras 

particularidades del sujeto activo: Ja vinculación entre el delito y el trabajo, 

tomándose éste en. cuenta como elemento instrumental del delito, aunque 

quedaban algunas situaciones por explicar. En el siglo XX otros autores 

analizaron estas conductas, entre ellas, Jos trabajos realizados por la llamada 

Escuela Socialista de donde destaca W. A. Bonger, quien llevó acabo una 

publicación en Amsterdan intitulada "Crimina/ite et conditlons 

economiques'~ que distinguió los crimenes que ahora llamamos 

convencionales y Jos crimenes en el seno de la burguesfalO. 

Bonger trata el problema aludiendo a otro pormenor: el de Ja clase 

social, y particulariza en las democrácias liberales o regimenes liberales, 

como caldo de cultivo para que el delito multicitado sea llevado a cabo. 

"Bonger estableció tres categorías de delincuencia económica, primero, 

delincuencia situacional (jefes de empresas que cometen fraudes, 

bancarrotas, ect.) como medio de escapar a los problemas de su 

11 Vil!JJU HetÑndeZ Mgda. Formas y Oimtmlones Nacionales y T~as de la CñmnaHdad Económica. 
Proyecfo aplontcdo p.2. Mh!co. 

'ºlbid. 
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org1U1izacidn, segundo, delincuencia por (1\Jaricia, la cuál, se presenta de 

manera ocasional y busca sólo el beneficio económico, y por último, una 

delincuencia profesional apoyada en wia estructura""· En Bonger, se 

diversifica más la tendencia de este autor, marcademente sociológica, porque 

en los renglones que hace su clasificación. se 1islwnbra la connotación de 

clase social y profesional, asi como la de orden laboral y ccomómica. La 

Escuela Socialista que se erigió alrededor de 1850 y sobre la base de Jos 

postulados de Marx y Engels, marca su acento en el determinismo 

económico, esta escuela deja entre1er algunas de las causas más relevantes 

de la problemática, pués está constituida con gran interés por la relación 

entre los crímenes y las rondiciones económicas. 

Edward A. Ross, sociólogo americano autor de la obra "The 

Criminaloid" (1907), que describe Jos rasgos de la persona de la alta 

sociedad que, habiendo cometido diversos crímenes, era objeto de 

desaprobación social en razón de su propio estaMo socio-eronómico. 

A Morris, siguiendo el tema de Ross, se refiere a criminales de alta 

sociedad. La aportación de su trabajo consistía en sedalar que dichos 

criminales no suscitaban ninguna percepción específica del público, no eran 

• objeto de tratameinto en prisión ni del estigma del delincuente, 

paradójicamente, dichas personas gozaban del privilegio de intervenir en 

diversos factores, grupos religiosos, asociasiones contra la lucha de la 

delincuencia juvenil, etc.12 

"iJld.pp N. 
"!bid. 



Esta observación del criminólogo Morris, nos invita a reflexionar en 

cuanto la sociedad es lesionada en fonna muy severa por esos crimenes, y 

sin embargo, son legítimos e incluso admirados. 

Así llegamos a la definición propuesta por Sutherland, quien da la 

conjunción que particulariza y hace de todas la más aceptada. 

1) Los sujetos son individuos o personas fisicas. 

a) Que pertenecen a la cla~e superior o de cuello bknco 

b) Que desarrollan sus actividades en el sector de los negocios o en 

una rama profesional 

c) que guardan cierto grado de respetabilidad social 

2) La conducta ilícita 

a) Comprende el abuso de confianza formalemente atribuído o 

implícito 

b) Se produce en el curso de las actividades profesionales o como 

Sutherland precisa en 1959, consiste en la violación a normas que 

rigen actividades profesionales de starus social elevado. Así se refiere 

a los empleados bancarios que pertenecen generalmente a la clase 

media 
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Marshall B. Clinard se refiere a las violaciones de la ley de parte de 

los individuos de clase socio-económica media y superior (cuellos blancos), 

más tarde, en un trabajo en conjunto con Richard Quiney, son quienes 

establecen la tipología "Oc11putio11al Crimes" prua indicar las infracciones 

cometidas por les empleados en curso de sus trabajos y en detrimento de 

sus patrones y "Corporc1te Crimd', para indicar las infracciones del 

ejecutivo en favor de la empresa o por medio de la empresa misma y en su 

propio interés. 

Powel H. Horoszwki, propone una definición con la tentativa de 

hacerla válida en el contexto de la sociedad capitalista y socialista 

Dicho autor destaca. como elemento común que caracteriza la 

criminalidad económica, el hecho de que esas infracciones son cometidas en 

condiciones donde el autor se vale de oportunidades especiales creadas o 

altamente favorecidas por las funciones y organizaciones actuales en donde 

predominan sistemas tecnológicos, económicos, socioculturales y políticos 

complejos, en otros ténninos. se trata de "Special opportunity crimes", este 

autor considera que en un contexto tal, existe un alto grado de probabilidad 

de que el acto no sea descubierto, a este último, se agrupa la dificultad de 

obtención de pruebas para individualizar al autor y demostrar su 

culpabilidad. 

Esta definición, considerrunos que contiene gran relevancia, pues no 

sólo circunscribe el campo de acción de esta delincuencia a las democrácias 
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liberales o regúnenes de derecha, sino que coloca una gran vastión como 

campo de acción de éstos ilícitos y, por otro lado, subraya wt elemento que 

consideramos muy únportante: la oportunidad especial para perpetrar el 

delito, aludiendo a mecanismos diversos donde pueden darse los delitos de 

cuello blanco. Es a partir de esta premisa propuesta por l!oroszwki, donde 

sostiene que el delito de cuello blru1co, no sólo puede darse en el ámbito de 

los negocios o en el runbiente económico, sino que esos " Special 

opportunily crimes" que se1iala, se dan en la administración pública de todos 

lo.s paises del orbe ¡iur c;ior "'1 presupuestos favorables p111a la comisión úc 

delitos y que apnrcjmlns a estas, se encuentra la eo!Tilpción. 

Es por eso que pensrunos que la criminalidad de cuello blanco es muy 

frecuente en la responsabilidad penal de los servidores públicos. 

Es entonces cuando nos enfrentarnos al problema de designación. Las 

denominaciones que ha recibido han sido variadas, as!, podemos citar 

algunas: 

Criminalite au deli.ncuence d'affaires (Criminalidad o delincuencia en 

los negocios), Criminalitc economique el financiere (Criminalidad 

económica o finiciera), lnfractions economiqucs (Infracciones económicas). 

En la literatura inglesa, los términos más comunes son: "Occupational 

crime", Crimen económico y "Corporate crime", Crimen de compru1ías y 

corporaciones, criminalidad de los varones capitalistas, criminalidad de los 

señores, criminales profesionales, criminalidad dorada, etc. 
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Esta situación podría poner en contraposición lo sostenido por el 

criminólogo norteamericano Sutherlwul, quien se separa de la posición 

dogmática y al respecto anota: "delito no es todo lo atrapado por el Código 

Penal, sino también lo que ocasiona un daño importante a los intereses de 

la colectividad, aún cuando no esté lipificado"ll. 

En éstos términos, inferimos que el delito ha sido objeto de 

controversias entre juristas y criminólogos. Es de hacer notar que esta 

situación de contienda entre ambos puntos de vista ha sucitado varios 

problemas de orden doctrinal, así pués, De Greef, en WJ reporte general al 

segwido Congreso Internacional de Criminología, afinnó que en cuanto a 

definir el delito, "los criminólogos deben atenerse a lo que dicen los 

jurfstas'~4. En esta postura se refleja ·una tendencia a colocar a la 

criminología y sus postulados en una situación de subordinación al derecho 

penal. En otra posición, List propone una equiparación total, la cuál puede 

ser válida en cuanto a dar igual jerarquía a ambas ciencias, pero es ilógico en 

el sentido de que no existe diferencia y que ei derecho penal y la 

criminología, pueden integrarse en una sola. 

Si bien es cierto que ambos campos del conocimiento difieren en 

cuanto a su objeto y método, su finalidad (la prevención), deberia ser la 

misma. 

"Op.~p.18. 
"RO<tfguu Mlnz>ncr; luis. Crlmlnologfa. Ed. s..to. E<ll Pcmla p. 89. Mblc:o D. F. 
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Sin embargo, a partir de estas premis.as, es sin duda, que el problema 

que nos ocupa, el hecho de defmir el delito de cuello blanco como tal, se 

enfrenta en una problemática doctrinal para tomarlo en cuenta como delito. 

Otra diferencia sería en cuanto a su naturaleza: algunos piensan que la 

criminología es wia ciencia natural como expone el maestro Rodríguez 

Manzanera, que nos propone que la criminología es ima ciencia causal 

explicativa, fáctica, empírica y ciencia del ser, el derecho penal es una 

ciencia nonnativa, ciencia del mundo del deber ser, si en otros aspectos hay 

discusión, en éste hay unidad de criterios de las diferencias de consideración 

de objeto.y método. 

Las diferentes posiciones en cuanto al delito, se diversifican en 

muchos sentidos y toman en cuenta muchas condiciones: podríamos 

encontrar muchas tendencias, por ejemplo, las que postulan al delito como 

una situación de evaluación jurídica, como a continuación se expone: 

El principio de legalidad hulla poena sine lcge nullum crime sine lege 

y nulla poena sine crime (no debe aplicarse pena que no esté en la ley, no 

hay delito sin ley que lo contemple, no debe aplicarse si no se ha cometido 

un delito). En éstos contudentes postulados de la escuela clásica, se refrenda 

el alcance tomado por nuestra legislación, haciendo predominar con sentido 

estrictamente jurídico-dogmático, el delito no es un ente de hecho, sino un 

ente jurídico. El punto cardinal de la justicia penal es el delito hecho objetivo 
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y no el delincuente hecho subjetivo. El delito no es una acción, sino una 

infracción. 

p,,r último. p0drirunos reflexionar que, dada la diversidad de criterios 

propuc>hJS. Hans Giippinger atiende a la misma y señala que el delito, es un 

concepto complejo y puede ser definido de manera diferente, según la 

posición que se mantenga Como fenómeno social, el crimen está abierto a 

varia~ fonnas de contemplación, puede ser comprendida como m~'l'o 

fonómcno juridico. sobre todo. puede ser considerado en sus estrechas 

relaciones con la cultura, la religión y la moral como (Per dcfinitionem) 

concierne siempre al orden social, por lo que también lo es sociológico. 

Toda esta diversificación de criterios, tiene una tendencia a poner de 

manifiesto que el derecho penal, se encuentra en un plano preponderante, 

con relación a su mtervención, es pués, el derecho represivo, quién en su 

lucha para proteger el orden social. debe tipificar algunas conduela~ de las 

que señala Suth~rland, pionero de la criminalidad de los negocios o de cuello 

blanco. el cual. ostenta en alto grado de aceptación a la sociedad. 



14 

1.3.- Diferencia entre delito convencional y delito de cuello 
blanco. 

El estudio del delito visto tanto por la criminología, como por el 

derecho penal, ha suscitado debates entre los especialista~. en si el estudio 

del delito es por sí mismo complejo tan sólo en su definición, pero ¿ seria 

válido hablar de delitos convencionales y de cuello blanco ?, vamos a tomar 

en cuenta varios clemcnlos distintivos que se tratarán más adelante, por 

ahora, es preciso detenninar que la designación del dciitu de cueilo bhmco es 

lU1 concepto relativamente nuevo y poco descrito por lo que consideramos 

ineteresante clasificarlo conforme a la doctrina tripartita de clasificación del 

delito. 

El maestro Miguel Angel Cortés !barra en su derecho penal, aplUlta la 

clasificación "tripartita" que distingue tres tipos de delitos, considerando su 

gravedad, crímenes, delitos y faltas. 

a) Crimencs son aquellas violaciones que lesionan derechos naturales 

como la vida, la libertad en general. 

b) Delitos son aquellas violaciones o derechos derivados del contrato 

social. 

c) Faltas o contravenciones son aquellas infracciones cometidas a los 

reglamentos de policía y buen gobierno. 
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En nuestra legislación mexicana carece de interés actual, esta 

clasificación tripartita, nuestro Código Penal, únicamente catalóga a los 

delitos en general y son aquellos que protegen intereses de carácter colectivo. 

Preveemos que es adecuada esta clasificación porque confonne a lo 

que a crimen se refiere, lesiona esta delincuencia a todo derecho natural, 

dicho en una sola palabra: lesiona la igualdad de los hombres como una 

cualidad inherente. 

Por otro lado, se clasifican los llamados delitos oficiales como 

aquellos que cometen los empleados o funcionariQS públicos: en nuestro 

sistema legal existe una distinción que arranca de los artículos 103 al 108 de 

la Constitución Peder.al, entre delitos oficiales y no oficiales o comunes, 

aquellos son los que un funcionario o empleado público ejecuta en ejercicio 

(o en un abuso más bien) de sus atribuciones como tal. 

Por el momento omitimos la diferencia que pod!a existir entre 

empleado, funcionario o servidor público, la cual, se tratará en el apartado 

relativo a las clases sociales burocráticas y sólo mencionamos lo anterior en 

virtud de clasificación. 
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Como hemos visto, la clasificación anterior se refiere a elementos 

propios de la persona, el sujeto activo. Seftalaremos que el empleado público 

que ostenta un alto cargo en el ejercicio de sus fimciones es el tema central 

de este trabajo, y. por lo consiguiente, consideramos que por la mecánica 

laboral, entre otros elementos, éste se ajusta a Jo que señala Sutherland en 

cuanto a las características del delincuente de cuello blanco. 

El maestro Mariano Jiménez Huerta, al respecto, entra en esta 

cualidad personal, según la voluntad de la ley, claramente manifiesta en los 

diversos tipos penales que el titulo de referencia, contiene personas que 

tienen a su cargo funciones públicas, esto es el complemento de menesteres 

de carácter oficial. Cualquiera que fuera su importancia y atendiendo el 

punto de vista del criminólogo norteamericano Edwin Sutherland, apunta 

otros requisitos en cuanto al sujeto activo: la presencia de pobreza. mala 

habitación, carencia de recreación, etc. así como los daños que ocasionan 

desde el punto de vista económico; el sujeto activo no es despreciado ni 

segregado y el procedimiento para sancionarlo es diferente, así como la 

imp1widad que éstos gozan. 
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Podíamos elaborar una conclusión en el sentido que el delito oficial 

cometido por funcionarios públicos, por su clasificación, adolece de ciertos 

elementos, los cuales, son precisados con mayor atingencia por Sutherland 

en cuanto a su conformación y atendiendo a la forma en que son juzgados, 

elabora una subcategorización. 

a) La tecnificación y complejidad de las leyes especiales que rigen ciertas 

actividades, tales· como la ley de impuesto sobre la renta, leyes aduaneras, 

etc, en las que el consejero astuto y hábil puede jugar fácilmente. 

b) Influyen igualmente la complicidad de las autoridades que es muy 

frecuente ·por soborno, por estar implicada en las actividades (esta nos 

marca la pauta de una gran bastión de delitos vinculados a la esfera estatal 

en los cuales tienen una participación escencial los fundonarios públicos). 

e) Ausencia de control estatal. 

d) Por el hecho de que algunos de éstos delitos son cometidos en la 

inmunidad diplomática (tráfico de drogao¡, armas, rec(utameinto de 

mercenarios, espionaje industrial y parlamentarios). 

Todos éstos elementos distintivos, hacen pensar que algunos delitos 

cometidos por servidores públicos no pueden catalogarse como de cuello 

blanco ó "Specla/ opportunity crime", en virtud tal, que no todo servidor 

público es funcionario. Al respecto, el ilustre maestro Raúl Carrancá y Rivas, 
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apunta en fonna apasionada "se ha cambiado el concepto de fw1cionnrios 

públicos por el de "servidor público". No estoy de acuerdo en los términos 

de la amplitud de la nueva ley, el bolero o lustrador de calzado desempeña 

sin duda un empleo en la administración pública federal centralizada si 

trabaja por ejemplo, en una de las Secretarías de Estado, y ni qué decir 

del barrendero que limpia las oficinas. Funcionario es la persona que 

desempe11a un empleo público (V diccionario enciclopédico Espasa), 

servidor, en cambio, es en primer lugar la persona que sirve como criado; 

en segundo lugar, la persona adscrita al manejo de un arma, de una 

maquinaria u otro artefacto; y en tercero, el nombre que por cortes/a y 

obsequio se dá a si misma·a una persona respecto de otra y en cuanto al 

que festeja y corteja a una dama "ll, De lo anterior, podemos infeijr que 

algunos delitos que se cometen en función del trabajo desempeñado por sus 

activadades inherentes al mismo, no son en cuanto al sujeto iguales, de ahí 

que se establezca una diversificación en cuanto al delito convencional o de 

cuello blanco o visto desde otro punto de vista, el delito cometido por un 

funcionario público en trayecto de su trabajo, que el de un simple empleado 

con circunstancias particulares que no lo hacen tan potencialmente peligroso 

como el primero, por lo que existe una diferencia sustancial. 

15 Camnci y Trujlo Rllll y Cvrrand: y Ri\.as Raúl. Código PenaJ Anotado. Ed. D•drnocwfta. Eldl Poml1 p. 515. M6xlco 
11169. 
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2.- Definición de corrupción y la relación que guarda con 
los delitos de cuello blanco. 

Una de las partes fimdamenlales de la fenomenología de los delitos o 

criminalidad de cuello blanco, en su sentido amplio, es sin duda, la 

corrupción, Esta ha sido protagonista desde tiempos muy remotos, tal 

parece que obedece a mecanismos atávicos del hombre, y ha constituido un 

problema de orden medular que afecta no sólo a los países cuyos gobiernos 

son liberales o sociales, este fonómeno se sucita en todos ios marcos 

políticos, jurídicos, laborales, etc., del orhe y en diferentes y largos espacios 

temporales. 

Concepto. - La palabra comJpción proviene del vocablo latín "corruptfo­

onis" que significa acción y efecto de corromper o corromperse16, esta 

definición es W1 tanto oscura y no nos aporta mucho sobre el problema que 

nos ocupa, por otro lado, la ,palabra C-O!TUptela, derivada de la locución 

anterior significa "mala costumbre o abuso especialmeme introducidos 

contra la ley". 

Desde el punto de vista jurídico el Doctor Joaquín Escriche, lo define 

como "el crimen del que se hacen culpables los que estando revestidos de 

alguna autoridad pública sucumben a la seducción, como igualmente el 

crimen que cometen los que tratan de corromperlos, de suerte que la 

corn1pci6n, puede considerarse como activa y como pasiva, activa de parte 

de los corruptores y pasiva de parte de los corrompidos"l7. Esta definición 

18 Enc:ldc:lpecb dd 1"°'111. Diccon.lrio Hi~o y Modemo oc la Lengua Espaiklll:. s;g1osxr al XX. Elfmologray 
TeaiclogllRegionale~oti""". Tomof.Eci!.AgJlarp. 1240. Madric!Espalaf082. 

11 Etold>a.Jooquln. llk:donorlo Ru«l>do de Le¡jslación y~nda. Ed. -.. p. 420. Mbfco fll03. 
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loma en cuenta dos factores que consideramos de capital importancia, y que 

va acorde con lo sostenido por Sulherland cuando apunta uno de los 

factores preponderantes en las características de los sujetos activos, en 

vinculación con las autoridades estatales. 

Atendiendo a esta disertación en éstos ténninos, aparece otra premisa 

(estatal) para poder advertir el fenómeno de corrupción, no sólo como 

fenómeno jurldico-penal, sino t.1mbién como estatal, consideramos que es de 

relativo interés que se entienda por corrupción desde ei pllllto de vista 

político. 

Se designa así al fenómeno por medio del cual IUl funcionario público 

es impulsado a actuar de un modo distinto de los estándares nomiativos del 

sistema, para favorecer intereses particulaies a cambio de una recompensa, 

corrupto es, por lo tanto, el papel de la estJUctura Estatal. Se pueden 

individualizar tres tipos de corrupción, la práctica del cohecho, es deicr, el 

uso de una recompensa para cambiar a su propio favor el juicio de un 

funcionario público; el nepotismo, es decir, la consecución de empleos y 

contratos públicos sobre la base de parentescos en lugar de méritos, y el 

peculado por distracción, es decir, la asignación de fondos públicos para 

uso privado. 

Esta definición obtenida de un diccionario político nos arroja alg¡mos 

datos de interés, en primer término, hace alusión a la desviación de que un 

funcionario público actúa en forma distinta a los estándares normativos, el 
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sujeto activo, corrupto goza de cierta preponderancia dentro de la mecánica 

gubernamental, lo que Horoszwki señala como: "Specia/ opportunity 

crimes", éste recibe una recompensa, el precio por el deseado servicio que 

este presta, se puede traducir en dinero, el cual puede tratarse de una fuerte 

swna u obsequios ostentosos, favores pagados, etc., según la calidad del 

servicio, su importancia o gravedad, existen contraprestaciones de un sujeto 

ajeno a esa mecánica, como es bien sabido, en la perpetración de delitos 

económicos o de cuello blanco de empresarios, esta actividad delictuosa 

existe en función del vínculo entre el funcionario y el empresario, situación 

que nos permite, por otro lado, establecer un dato más de carácter objetivo. 

La delincuencia de cuello blanco no sólo se presenta entre los empresarios, 

sino también entre los funcionarios públicos siendo éstos últimos, el vinculo 

inmediato, así sigue diciendo Norberto Bobbio y Nicola Matteucci: la 

conupción es vista en términos de legalidad e ilegalidad (otra nota distintiva 

anotada por Sutherland en cuanto a la legitimación que gozan los sujetos 

activos) y no de moralidad e inmoralidad y debe tomar en cuenta la 

diferencia que se establece entre prácticas sociales. y normas legales, la 

diferencia de evaluación de los comportamientos en el sector privado y en el 

sector público (es decir, la vinculación de los sujetos de la corrupción activa 

y pasiva). 

Dando a nuestro estudio tinte de carácter analítico atendiendo al 

fenómeno burocrático, se puede transcribir lo siguiente: "cuanto más grande 

es el ámbito de institucionalización tanto mayores serán las posibilidades 

de compro/amiento corrupto, por lo tanto, la ampliación del sector público 
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respecto del privado, provoca 1111 aumento en las posibilidades de 

co111¡111rtamie11fo corr11plo, pero 110 es so/amenle la 1111/f'litud del sector 

plÍb/ico, sino el rilmo con que .~e ex¡1<mde, ·lo que i11jl11ye en las 

posibilidades de la cormpción"IB, 

/\tcmlien<lo a un mi sociolligico. la rnm1pción se <lá en una sociedml 

frngmcnlaria y helcrogénca, en la cual existen discriminaciones frcnle n 

algunos grnpos. Es probable que los grupos discrimina<lus tienden a actuar 

en modo subtcmínco para no sufrir lus discriminaciones de que son objeto a 

lrn,·és de una manifiesta actitml de prcsiónl9. Esta premisa nos invita 

a la reflexión de que _el probJcma de la corrupción está inlÍJ!la 

merite ligado ·a la desigualdad que entre los hombres existe. 

tAlbld.p.09 
tl'lltJid, 
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2.1.- Relación de corrupción y delito convencional. 

La corrupción, como ya fué mencionado en apartados witcriores, 

supone la participación delictuosa de dos o más sujetos, éstos se encuentran 

tentados a la seducción por quienes los corrompen. Como premisa 

fundamental el delito convencional es aquella conducta ilícita, en la cual, no 

existen los ingredientes que pertenecen a una clase social alta que se realice 

en el trayecto de la actividad ejecutiva, que se goce de fueros, inmunidades o 

privilegios, etc., pero esto no condiciona que la co1rupción no se presente en 

el transcurso de los trabajos realizados por aquellas personas que no ostenta 

las particularidades mencionadas, pues estas sí se presentan, pero en una 

situación distinta, por ejemplo, en relación a las "Special oppo~tunity 

crimes" (oportunidades especiales para cometer un crimen o un delito) no 

sólo las gozan los funcionarios públicos, sino también en et ambiente de 

trabajo de los empicados públicos, en mucho menor medida y calidad, 

aunque con cierta frecuencia, éstos conductos ilícitos en virtud de la 

corrupción que existe en una medida estatal, es decir, que existe una escala o 

parámetro que distingue delitos cometidos en el transcurso del trabajo por 

reunir requisitos propios que faciliten que se perpetren esos actos desde las 

cúspides más elevadas hasta sus más bajos estratos como señalan Bobbio y 

-~ Mateucci al considerar corrupto el papel de la estructura estatal, pero 

debemos reflexionar en cuanto al rol que juega la corrupción en su 

desplazamiento en \'arios niveles, según los sujetos objeto de ella, la 

corrupción es una manera de influir en las decisiones públicas, aquellos que 

la usan buscarán intervenir en tres niveles: 
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1) Estos harán uso de la corrupción antes que nada en la fase de elaboración 

de las decisiones, algunas actividades de los grupos de presión en su tentativa 

de influir en diputados, miembros de comisiones parlamentarias y expertos, 

por no gozar de una adecuada representación. 

2) En este segundo nivel se purde recurrir a la corrupción cuando las mismas 

son aplicables para la adiministración pública y por sus entes, el objetivo de 

este caso, es el de obtener su exención o una aplicación de cualquier manera 

laborable, esta mtcrvenc1ón tendrá mayor posibilidad de exito cuanto más se 

formulen llli> normas de una manera elá!,tica y vaga 

3). La corrupción puede ser ejercida en el momento en que se hacen valer 

normas contra los transgresores, en este caso, tiene el objeto de evadir las 

sanciones previstas por la ley. 

De lo anterior se entiende que los :únbitos van desde tm factor de 

decisión hasta el evadir mirmas u obtener beneficios ilícitos de éstos, un 

ejemplo claro seria el que un grnpo de empresarios soborne a un cuerpo 

legislativo para que se emita una ley que permita a los empresarios 

contaminar el ambiente, y el último nivel en el que considerarnos existe el 

llamado delito convencional en donde se infringe una norma o reglamento de 

tránsito, de construcción o de trabajo, en donde el sujeto que soborna y el 

que lo acepta, no tienen las condiciones de las que goza un parlamentario o 

un diputado, por otro lado, la corrupción que se produce para evadir 

sanciones como las señaladas antcrionnente, no constituyen un daño de 
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magnitudes tan generales como las de contaminación del ambiente o de 

evasión de grandes cantidades de impuestos. 

Viendo el problema en otra directriz, el procedimincto para sancionar 

a un diputado o senador, no ~s el mismo que le es aplicable a un empleado 

que vigila se cumplan algunos reglamentos,. sino que el primero, tendrá que 

pasar por un proceso especial en tanto el segundo lo será confonne a la ley 

laboral y penal directamente. Ahora, viendo el problema desde el punto de 

vista de publicidad de la denuncia de un acto ilícito, el empleado será mas 

frecuentemente sancionado, en tanto en el supuesto del parlamentario, la 

cifra negra ascenderá en grandes magnitudes y el delincuente parlamentario, 

a pesar de estas actitudes gozará de alta respetabilidad, de estatus 

socioeconómico alto,, de representación de una fracción del pueblo y 

desempedará un cargo honorífico, etc. 

Es indudable que en la corrupción, intervienen ambos sujetos, pero en 

niveles diferentes: la corrupción es un modo particular de ejercer influencia 

illcita, ilegal e ilegítima, ésta se encuentra en referencia al funcionamiento de 

un sistema, y en particular, a su modo de tomar desiciones, es entonces que 

la corrupción tiene campos de acción distintos y que revelan un sistema en el 

que su dinámica se encuentra afectada por una relativa actitud ilícita de parte 

de quienes laboran y toman decisiones. 
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2.2.- Relación de corrupción y delito de cuello blanco. 

La corrupción y el delito de cuello blanco son dos elementos 

inseparables: no puede existir delito de cuello blanco sin corrupción. Existe 

otro elemento esencial: para que exista delito de cuello blanco es menester 

que el sujeto activo se desempeñe en una clase social elevada en la 

participación de la Estructura Estatal como funcionario o alto fimcionario en 

el manejo de empresas, en los senos legislativos, en los manejos de fondos 

etc., al parecer, el fenómeno obedece a características de tipo ideológico, que 

legitima al sujeto activo con vínculos de poder, siendo éstos últimos, no sólo 

de carácter económico, sino también, de estructura estatal, el fenómeno 

parace arrancar de .la clase media en un proceso de ascenso en la escala 

ecomómica o política, esta escala de ascenso se presenta en dos ámbitos: 

a) Económica para aquellas personas que desempeñan cargos medios, es 

decir, fonnan parte de ciertas decisiones, conocen los aspectos de alguna 

empresa o institución en la iniciativa privada, por consecuencia de vinculos o 

labores escalan cargos de mayor factor de decisión y que contiene funciones 

cada vez más preponderantes dentro de una empresa. 

b) En el aparato burocrático, la mecánica ofrece otros pormenores al 

empleado sin obtener méritos o distinguirse por su capacidad dentro de su 

trabajo, después, como por arte de magia, de pronto sucede: aparacc como 

funcionario, lo que se llama en administracion pública, Mandos Superiores, 

como indicador inmediato. las características de la corrupción aparecen en 



27 

un campo relativamente detenninado, la figura del nepotismo, el 

compadrazgo, el amigüismo, como factores pseudoescalafonarios, son 

frecuentismos, es decir, que el fenómeno de la conupción aparace desde el 

momento del nombramiento al servidor público funcionario, este en el 

transcurso o desenvolvimiento del trabajo que en otros supuestos ilícitos, el 

cohecho abuso de autoridad, el tráfico de influencia, entre otros, la 

brutalidad policial, etc. 

Cabe notar que el escalafón dentro de la admistración pública 

centralizada es nugatorio, y por otro lado, los puestos de cierta jerarquía 

para ser . desempeñados, necesitan los presupuestos antes señalados 

constituyeiido éstos' últimos, una especie de élite del delito, es importante en 

este punto recalcar que la estructura estatal se encuentra sumamente mal 

regulada. Al respecto, la Ley Federal de Responsabilidades de Servidores 

Públicos, en su artículo 47, presupone una serie de conductos que son 

motivo de sanción, pero lo cierto es que en la esfera de los Mandos 

Superiores no se sancionan. 

Cerno se manifiesta anterionncnte, el derecho de los trabajadores al 

servicio de la administración pública, diflcilmente el grueso de los mismos, 

llegan a escalar puestos o cargos considerándolos como superiores, es decir 

que esa llamada élite, controla los accesos a esos empleos, aunque el 

problema escalafonario no es materia de este trabajo, más adelante se harán 

otras ronsideraciones al respecto. 
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Al referimos a la falta de efectividad de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, ésta tiene un marco de 

aplicación que al parecer, más que el sancionar a los mandos superiores, 

sanciona a los llamados mandos medios, lo que le da una tendencia más 

política que legal, y al mismo tiempo, lllla función de protección a los 

estratos altos de la mencionada mecánica 

El delito o criminalidad de cuello blanco en el sentido de 

desenvolvimiento, indudablemente descansa en preceptos de orden laboral 

que ofrecen la oportunidad de comisión de ilícitos en este marco, aunque 

esos problemas se tratarán más adelante. 
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3. Consideraciones particulares del sujeto activo. 
3.1 La élite. 

Se entiende por élite el galicismo que expresa aquello que es 

" ... selecto, lo más disti11guido .. 20. 

Es indiscutible que el término de la élite es una parte escencial de los 

grupos que se encuentran distribuidos entre aquellas personas que detentan 

diversos tipos de poder, así bien, podríamos hablar de poder economico, 

político, laboral e incluso religioso. 

El elemento elitismo caracteriza sin duda en forma por demás evidente 

al delicuente o criminal de cuello blanco, es por eso que consideramos que 

la teoría de las élites es de fundamental relevancia como una de las causas 

críminogénicas de las conductas ilícitas que nos ocupan, la teoría de las 

élites es la que afinna que en toda sociedad, una minoría es la única que 

detenta el poder en sus di1·ersas formas frente a una minoría que carece de 

ella, esta teoría agrupa tres fonnas escenciales y preponderantes de poder, 

las cuales estan dotadas de cierta estrategia que son: el poder económico, 

ideologico y político. 

En este sentido, se hace alusión al ténnino estratégico de que las élites 

buscan en primer tém1ino, ser un grupo de "notables" ya sea en dil'ersos 

ámbitos. En la definición anterior, nosotros pensamos que una de las partes 

estratégicas más importantes sería la Política por su connotación de carácter 

'° DlcdoMrlo Enciclq>!clco Lar......, Unóversal. Tomo S<pdo. Ed . ..,m. Edil. l..1rous<cp. 211. Pllfl Fnndl. 
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estatal, por otro lado, en el ambiente político existe el factor decisional en 

magnitudes mayores sobre latekología del Estado mismo, al respecto, 

Gaetano Mosca, en un concepto de sociQlogía, enunció en la introducción 

de los "Systems Socialites" (1902) la tesis que "en toda sociedad hay una 

clase superior que generalmente detenta el poder político y el económico a 

la que dió el nombre de aristocrácia"21, 

De lo anterior se entiede que existe una clase en el poder político, esto 

imphca una serie de particularidades de quienes integran esas elites políticas, 

las cuales se podrían resumir en lo siguiente: una élite de funcionarios o altos 

funcionarios, así como Legisladores, Secretarios de Despacho, Magistriidos, 

Jueces, etc., en una sola palabra, personas que forman parte de la mecánica 

gubernamental, como aquellas personas que prestan sus servicios a la 

Administración Pública Centralizada y Paraestatal, así como en el Poder 

Legislativo y Judicial con el carácter de altos funcionarios. 

El eminente sociólogo Wilfrido Pareto, defmió desde otro punto de 

vista a las élites, aludiendo a un elemento distintivo, el cual consiste en la 

igualdad y desigualdad de los hombres que viven en sociedad, asl, Pareto 

afirma: "Los hombres siendo desiguales en todos los campos de su 

actividad, se distribuyen e11 varios grupos, que van desde el superior hasta 

el inferior, llamo élite a Jos que componen el grado superlor"22. 

Otro concepto, el cual serla interesante analizar, es el de organización. 

La organización de la sociedad causa siempre diversidad de igualdad entre 

"Op.cl-.-p.581. 
"lllld. 
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los hombres, por lo que consideramos que la organización pennite que 

exista división, al existir ésta, dará por resultado que se den relaciones de 

subordinación, coordinación y suprasubordinación, indudablemente la 

situación de ventaja de quienes tengan la calidad jerárquica de mayor valor 

tendrá ventaja sobre los de menor, constituyendo la de mayor valor Ja clase 

elitista, en la que se dá la fenomenología criminológica de cuello blanco. 

Esto se deja entrever en las observaciones de Bobbio y Matteucci, 

quienes al respecto apuntan las siguientes características con respecto a las 

diferentes élites que nos permiten deducir el ámbito de acción de los 

delincuentes o de los criminales de cuello blanco: 

1) "En toda sociedad organizada las relaciones entre individuos o entre 

grupos que la caracterizan son relaciones.de desigualdad. 

2) La causa principal de la desigualdad consiste en la distribución del 

poder (el poder está en un grupo reducido). 

3) Entre las diversas formas de poder e/factor determinante. 

4) La clase que detenta el poder es siempre la minarla. 

5) Las clases pollticas, por tener pocos integrantes, estan ligados entre sí y 

son solidarios"2l. 

5Loc.cit. 
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3.2.- La jerarquía política y laboral. 

Para poder establecer una diversificación entre los conceptos de 

jerarquía política y laboral, es menester que mencionemos la definición de 

jerarquía: 

"Se entiende por jerarquía la aplicación de un orden o grado 

referido a instituciones, personas o cosas mediante el cual, lo que está en 

grado superior, con respecto a otro se halla en una situación de 

permanencia o preferencia o en un grado de superioridad'24, 

En el orden conccptual,la idea se extiende a diversas aplicaciones y 

temas y así en derecho administrativo, se habla por ejemplo de la jerarquía de 

los funcionarios públicos y del recurso jerárquico, como un medio de 

peticionar, a fin de que se revoquen las decisiones del agente de 

administración pública por el superior. 

Lo jerárquico está referido a la estructura de la administración pública 

o sea, al orden de los superiores. 

Desde nuestro punto de vista , se le puede considerar como una 

institución jurídica de orden político, es decir. de un elemento integrante de 

los muchos que posee el Estado para la ejecución de los fines del buen 

gobierno. 

14 Encldopecf1 Ju'ldc:a Omeba. Tomo XVIII. Ec5t. Blb~l'lca Algentitl. Buenos »es Arventlnl 1963. 
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La organización es 1U1 factor indispensable en toda vida social, ésta 

como ya fué enunciada en el apartado anterior• constituye o produce 

desigualdad, pero por otro lado, dentro de la organización, indiscutiblemente 

conlleva a que en ésta existan jerarquías y orden de jerarquías, 

particularmente dentro de la esfera estatal, éstas existen, esto desde el plUlto 

de vista laboral permite la existencia de diversidad de personal descansando 

sobre el postulado de la división de trabajo, esto se da por la "multiplicidad 

de labores y funciones". 

Ahora bien ,desde el p1U1to de vista para tomar decisiones, ya sea en la 

empresa o en la administración pública, tarnbieÍ1 la jerárquica se relaciona en 

grados: tanto más irnportanie sea el grado de capacidad de decisión, mas 

importante será el papel politico 'que juege la persona que tenga la facultad 

de mando, así sucesivamente el· orden jerárquico va descendiendo basta que 

la facultad de decidir y de mando paulatinamente van desapareciendo. 

Otra nota distintiva entre lo laboral y lo politico, es la diversificación 

laboral, en cuanto a la división y multitud de necesidades del personal que en 

cierto modo opera una segmentación o en 1U1 momento dado, permita una 

jerarquización,pero en el factor politico en cuanto a decisión aparece otra 

premisa que serla el carácter de administración, la Ley Federal del Trabajo, 

así como la Ley Federál de los Trabajadores al Servicio del Estado, atienden 

a esta peculiaridad al colocar al empleado de confianza con caracteristicas 

que lo particularizan, así el artículo 9 de la Ley Federal del Trabajo , dispone 

lo siguiente: "La categoría de trabajadores de confianza depende de la 
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naturaleza de las fimciones y no a la designación que se le dé al pueslO. Son 

timciones de confianza, las de dirección, inspección, vigilancia y 

fiscalización, cuando lellgan el carácter general y las que se relacionan con 

trabajos personales del patrón dentro de la empresa o establecimiento"25. 

El empleado de referencia tiene ciertas funciones que lo colocan con 

capacidad para decidir particularmente en las actividades de direccion que 

atribuyen jerárquicamente a quien lo desempeña en una posición 

preponderante, al respecto cabe señalar que no iodo empleado de confillDZll 

es jerárquicamente importante. 

En este contexto la capacidad de mando recomienda ciertas conductas 

a seguir para quien las realiza siendo éstas las sigllientes: 

l) Carácter de honradez, integridad, lealtad, veracidad, IOlcrancia y fmci 

2) Ordenado en pensamiento y acción. 

3) Temperamento equilibrado y dominio de sí mismo. 

4) Apreciar el tiempo, su valor y su uso. 

5) Capacidad para asumir responsabilidades. 

6) Capacidad para hacer criterios constructivos. 
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7) Habilidad para transigir cuando sea necesario. 

8) Buen humor. 

9) Amplinui de ideas. 

1 O) Acwar sin limitaciones. 

1 ij Sentido común para comprender que no e~ ningún signo úc dcbíliclaJ, 

solicitar ayuda de personas cornpetentes26, 

'°Op.cl.~ TomoXVll.p.Z2. 
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Capítulo 11 
Antecedentes históricos y legislativos en relación a los 
denominados delitos de Cuello Blanco. 
l. En las antiguas culturas orientales. 
1.1.- Babilonia. 

Cualquier estildio jurídico que se avoque al planteamiento de 

antecedentes históricos del delito, no puede omitir el derecho promulgado en 

la antigua Babilonia cuyas leyes para su tiempo eran sumamente avanzadas, 

imperaba al igual que en otras "un carácter religioso de las primeras 

relaciones punitivas, es indudable (la historia de los. pueblos del Antiguo 

Oriente así lo acredita) muy frecuentemente el castigo consistía en inmolar 

para los Dioses al infractor de la norma a fin de tratar de aplacar su enojo, 

el autoritarismo teocrático-político caracterizó a los períodos antiguos 

durante los cuales los Reyes y Emperadores tenían carácter Divino•21. 

El Código de Hammurabi no fué la excepción con respecto a la forma 

de sancionar las conductas delictuosas de ese tiempo, este Código debe su 

nombre al ReyHammurabi que reinó en Babilonia "de 2123 a 2081 a. C."28. 
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Como ya se mencionó antes, este documento se representa en forma 

religiosa "como un joven que recibe de fas manos de Samas el Dios del sol, 

las leyes que hacen regir su pafs"29, esta legislación era un Don celeste y esa 

situación se refiere el extenso prólogo del mismo. 

El maestro Jorge Enrique Guier menciona: ''.Ya desde esta época se 

conocía el soborno de los jueces y testigos"lO, este aspecto podía constituir 

un antecedente, aiinque los detalles en cuanto a la legislación se descnoen 

más adelante. 

La crueldad se puso de manifiesto en el Código de Hrurunurabi "la 

pena de muerte entre los Babilonios se prodigaba para las faltas que se 

consideraban mas graves, tales como fa calumnia, el falso testimonio, el 

hurto, la rapiíla, el encubrimiento, el adulterio, el incesto. y el estupro, 

abservamos w1 fenómeno curioso, fa ley del Talión o Ley del Desquite 

Equivalente, se aplicaba a las ofensas entre Patricios y sólo en el caso de 

los plebeyos sufre forma distinta por compensación"ll. 

Es indudable que en el problema que nos ocupa es necesario echar un 

vistazo a lo que constituyó en Babilonia las clases sociales. Las clases 

sociales en Babilonia se componían por Sacerdotes, Mercaderes y Esclavos 

siendo la clase sacerdotal de gran relevancia dentro de la actividad social, 

pues éstos actuaban como notarios, así mismo los escribas que tenían una 

actividad profesional al redactar memoriales. 

211 tid. p. 164. 
»1dem.pp.1Sl, 183. 
"lbld. 
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El Código de Hanunurabi en sí no establece WI apartado relativo a la 

responsabilidad de los servidores públicos o empleados públicos, mas sin 

embargo existen en su texto algunos preceptos que constituyen antecedente. 

En el numeral 5 del citado código se expresa lo siguiente: "Si un juez 

haju::gado en un proceso dado una sentencia, expedido una tableta sellada 

para ser ejecutada y después varia su juzgamento, se concederá al juez para 

variar su sentencia, pagará doce veces el reclamo en ese proceso, luego se 

removerá de su lugar a la banca de ios jueces de la asamblea y no volverá a 

dictar sentencia con los jueces"32, 

En este ordenamiento se percibe inmediatcmentc un antecedente.de lo 

que se podría encuadrar como Ja posibilidad en materia de administración de 

justicia, aunque, cabe resaltar que la sanción parece ser no muy severa en 

comparación con otras que sanciona este mismo Código. 

El ejemplo anterior menciona la responsabilidad que tenían los jueces, 

haciendo énfasis en la parcialidad de sus sentencias o bien, prcvee una 

situación de corrupción. 

En el precepto número 33 el Código de Hammurabi se advierte lo 

siguiente; "Si un Oficial Reclutador o un Asistente eleva a u11 hombre exento 

del servicio o ha aceptado y despacha a un hombre alquilado como un 

substituto para una misión del Rey, ese Oficial Reclutador o Asistente debe 

ser condenado a muerte"ll. 

"lbkl.p.170. 
"!dom. 
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En este precepto se deja entrever un antecedente de una posible 

responsabilidad a los que ocuparan cargos del ejército, y que con motivo o 

en el trayecto de su trabajo mostraran anomalías de carácter ocupacional, 

este antecedente se podrá encuadrar dentro del abuso de autoridad o en la 

desviación de la prestación del servicio encomendado en beneficio de 

alguien en forma ilícita. 

Más sin embargo parece ser que los rcclutadores eran objeto ya en ese 

tiempo de la corrupción, así el numeral 34 de este cuerpo legal presupone: 

"Si un Oficial Rec/utador o un Asistente toma cualquier artículo de un 

corredor o prive a un corredor, contrata los servicios de un corredor, envfa 

a un co"edor bajo el poder de un hombre principal en un proceso o toma 

el regalo que el Rey ha hecho .a un co"edor ese Ofcia/ Rec/utador debe ser 

condenado a muerte"34. 

En este caso queda mas clara la figura del Abuso de Confianza o la 

desviación de un servicio para beneficio del funcionario o empleado lo que 

consideramos un ejemplo contundente de sanción contra la corrupción. 

l41dtm. 
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1.2.- En la India. 

Los tintes distintivos de una sociedad caracterizada por la desigualdad 

en el transcurso de la historia, corresponden sin lugar a dudas a la cultura de 

la India, es incuestionable qu~ er. todas las culturas antiguas la desigualdad 

entre los hombres ha existido. pero en ninguna con tanta inflexibilidad como 

en esta. Consideramos que es importante hacer mención de esta cultura toda 

vez ,que la problemática que nos ocupa atiende fundamentalmente a la 

organización política y económica que se desarrolla en los grupos sociales, 

por lo que la civilización Indú contiene particularidades que desde nuestro 

punto de vista deben ser analizadas. 

En casi todos lo ¡:irupos sociales han existido diferencias, estas van de 

lo económico, profesional o de linaje, sin embargo en la India el hecho de 

pertenecer a una u otra casta, está determinado por el nacimiento. Estas 

barreras no pueden ser asaltadas, es decir no se puede subir de casta mientras 

se esté vivo, pero si se puede bajar de casta si no se cwnplen los ritos 

religiosos que les son exigidos. En la sociedad Indú se nace predestinado a 

pertenecer a un estrato social predeterminado, lo que pennite que esta 

civilización sea la más inequitativa, esta situación de desventaja que por 

desgracia afecte a quien haya nacido con las características idóneas, pero 

toda esta mecánica obedecía a postulados religiosos. Por casta se entiende a 

un grupo de personas entregadas tradicionalmente a las mismas ocupaciones 

que deben su origen a su mismo antepasado, hwnano o divino, y ligadas a 

un mismo tronco por derechos deberes u opciones determinadas heredadas 
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de su tradición. Estos grupos se originaban a consecuencia de la religión. El 

control del orden requiere una voluntad que lo imponga, esta autoridad se 

encontraba en el grupo mas sobresaliente de la casta el que constituía un 

comité especial llamado "PANCA YAT" al cual se ingresaba por vía 

hereditaria, las sanciones son desde simples acciones hasta la expulsión 

definitiva de las castas. 

Los parámetros que delimitaban esa situación estaban a cargo de 

ministros religiosos quienes tenían una situación sobresaliente dentro de la 

sociedad indú. Los Brahamanes que fueron los que crearon y organizaron 

este sistema, ocuparon la cúspide de la estructura, y para ello dieron en 

apoyo a su tésis una.base teológica El Braharnanismo fué quien detentó el 

poder ideológico, y esta clase de notables en!' quien guiaba espiritualmente al 

pueblo, el brahamanismo era el Gwú, jefe superior del braharnanismo, estos 

se originaron en "Rsis o sabios" de la prehistoria Tomaron en sus manos 

todo el monopolio religioso en cuanto a la explotación del culto vedico. La 

superioridad de la casta brahman permitía que de esta emergieran los 

Monarcas y tenían preminencia en cuanto a la actividad espiritual, las castas 

eran diversas y se repartían de la siguiente forma: 

Los Vaysias.- Envuelve a agricultores y comerciantes según el libro X del 

Rigbeda y Kchatriyas se cinsideraban respectivamente los brazos y la boca 

del primer cosmogónico, los Vaysias son los brazos, y por último los Sudra 

que eran la clase mas baja que son los pies, en la actualidad existen infinidad 

de castas y subcastas. 
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Los Kchatriyas.- Se les consideraba los cercanos al Rey a los guardianes o 

edecanes del mismo, y que fmalmente vino a dotar a los que protegían al 

reyno y el orden de cosas establecidas (es una especie de casta real militar). 

Los Sudras.- eran una casta marginada, no por consecuencias económicas, 

sino por cuestiones raziales, incluía siervos esclavizados sino a todos 

aquellos que se encontraban fuera de los márgenes del Estado propiamente 

ario. 

El cuerpo legal que regulaba las conductas en la antigua India era el 

Código de. Manú, este se econtraba al igual impregnado de características 

religiosas. Manú es· el nombre de los personajes heroicos indios que van 

seilalandose como jefes e indican el principio de cada uno de los períodos 

históricos, a fm de cada cual el mundo se destruye en p.arte, para dar 

nacimiento a otra época, con la aparición de un nuevo Manú, hasta la nuestra 

han aparecido siete. El Código formado por doce libros es 

extraordinariamente amplio y trata de todo el derecho tanto público como del 

privado pero todavía abarca más, pues las típicas normas jurídicas pasan con 

facilidad a las morales y comprende las religiosas. En el Código de Manú 

tienen cabida todas las numerosas reglas de conexión con los deberes 

religiosos, los ritos propios del culto y prácticas piadosas. 

En sí, este Código por el hecho que abarca gran parte de la actividad 

humana, contempla algunas conductas en el apartado denominado Conducta 
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de Jos Reyes y Casta Militar en los que consideramos interesantes los 

siguientes: 

El Rey que esclaviza a sus súbditos con su injusto comportamiento se ve 

privado pronto de la realeza y de la vida, así como de sus parientes. 

En esta disposición no menciona en forma clara como debía de inferir 

la sanción por lo que parece ser, de carácter religioso. Entre otras 

disposiciones existe otra que se refiere a las clases primordiales; El deb<.-r 

primordial de un Chatria es defender a los pueblos y el Rey que goza esta 

ventaja está obligado a cumplir este deber. 

En cuanto a la administración de justicia existían disposiciones que en 

alguna forma constituyen antecedentes de la responsabilidad en la 

administración de justicia 

Oficio de Jos jueces cuando la justicia herida por la injusticia 

comparece ante la corte y los jueces no le quitan el dardo, se hicieron ellos 

mismos. 

Otra disposición con ciertas peculiaridades en cuanto al ejercicio del 

poder es que el Rey atraiga a los que pueden secundar sus propósitos, como 

a los parientes del Príncipe enemigo que aspiran al trono o a los ministros 

deswntentos y se informe de cuanto hacen y que cuando el cielo se muestre 

favorable pueda hacer conquistas libre de todo temor. 
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Entre algunas de las restricciones de las que eran objeto los príncipes 

sobresale que el juego es considerado como robo y el Rey debe prohibir en 

su reino el juego y las apuestas; pues estas dos culpables conductas causan 

en los príncipes que puedan perder sus reinos. 

Por otro lado existían prohibiciones expresas a los ministros de los 

cultos religiosos como a los Drahmanes que no podían saltar por encima de 

una cuerda a la que estuviera atado un cordero; ni correr mientras llueva y no 

contem:-ilar su imagen en el agua. 

Con referencia a la transmigración que es característica dentro del 

bralnnanismo, existían sanciones que eran de carácter religioso ya que "el 

brahman que bebfa licores espirituosos renacerfa bajo la forma de un 

insecto, de un gusaroJ, de una langosta, de una ave que se alimenta con 

excrementos y una bestia feroz; y el que ha robado en oro pasará ll1l millar 

de veces a cuerpos de arañar, de serpientes, de camaleones, de anima/es 

acuáticos y de l'ampiros maléficos"l5. 

Se ha considerado importante pasar un breve bosquejo de lo que 

constittúa la organización social y religiosa de la India con el fin de conocer 

una cultura en donde imperaba la desigualdad y la oligarquía. 
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1.3.- Egipto. 

El pueblo egipcio se caracterizó desde sus remotos o~genes por ser 

un pueblo aristócrata-teocrático, pues ya desde sus principios, esta antigua 

civilización establecía los primeros clanes en los llamados "nomos" que 

consistían en un terreno cultivable fortificado. En ese entonces ya existía lo 

que podemos referir por comodidad, a lo conocido actuahnente por Rey. En 

los tiempos de paz. el gobierno estaba a cargo de un consejo de ancianos y 

así los gobernantes se caractenzaban por su fuerza, mteligenc1a, riqueza y 

por su capacidad como magos. 

Hacia 5500 a C. se hablan establecido en lo que propiamente se podla 

llamar los reinos de la. cuna del Mediterráneo, su capital era Bulo aunque 

existlan otras ciudades capitales como Saia, Heracleopolis, Hieraclocpolis, 

etc. asl como existió una división entre las capitales tambien lo habla en 

cuanto al bajo y alto Egipto, que mas tarde significaría por Menes, Rey de 

Tinis hacia 3315 a C. 

Los Faraones constituyeron sin duda los máximos funcionarios que 

existieron entonces en el antiguo Egipto, aunque hubieron otros de gran 

importancia, pero era la figura del Faraón particularmente la que contenía 

algunas características por demás relevantes, pues este soberano no solo 

detentaba un poder de orden polltico sino que su poder se extendía al campo 

ideológico, lo que confería un poder casi absoluto a este personaje, así Malet 

consigna lo siguiente; "sólo el Faraón mantenía su filiación con el antiguo 
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Tótem pero la verdadera base de su poder era su encamación de Horus 

entre los hombres". 

En síntesis podemos afirmar que el gobierno que tuvo el witiguo 

Egipto, correspondió desde una fonna de monarquía absoluta desde la 

dinastía tercera hasta la octava las tres primeras corresponden a un reino 

absolutista, las otras tres a una autocrácia debilitada por el sacerdocio y la 

nobleza Posterionnente sobrevienen los períodos Tebwios, la revolución 

religiosa de Jkhnaton y la decadencia. 

Es indudable que la vida en el witiguo Egipto, obedecía a lo que 

detenninabwi su deidades Amón, Ra, Horus, etc. Esta situación de carácter 

religioso influyó de tal manera que en materia de administración de justicia 

en lo concerniente a los Faraones, el único juicio que podía hacerse a un 

Faraón por su buen o mal gobierno consistía "en su comparecencia ante 

Horus después de su muerte, en los comienzos de la sexta dinastía el 

Faraón debe comparecer ante Honis después de la muerte para que este 

decida si por sus acciones merece la vida eterna"36, 

La función del Faraón era de carácter merWJJente religiosa, pues este 

incluso adoptaba el nombre de Amón, por ejemplo el popular TutankhWJJon 

anteriormente se llWJJaba Tutankhaton por el dios Atoo que su origen era el 

disco solar pero después fué la potencia vital que caldea al sol y lo hace 

luminoso, lo que orilló a Tutankhaton a cWJJbiar su nombre por el de 

TutankhWJJon por el retorno del Dios Amón. 



47 

Como es de anotarse, Ja organización social de esta civilización es de 

carácter teocrático, lo que hace de dificil suposición que entre los egipcios 

existieran leyes que sancionaran a los funcionarios. Por otro lado, es 

importante resaltar que en su legislación penal existieron algunas de las 

sanciones que contenían algunos cuerpos legales como en los llamados 

Libros Sagrados ,también estaba impregnado el sentimiento religioso, el 

delito era una ofensa a los dioses, los sacerdotes imponían las penas más 

crueles por delegación divina y para calmar a las divinidades, el signo de la 

justicia era Ja palma de avestrus. El Faraón tenia una total dependencia 

divina; cuando se cometía un delito, se imponían las penas trascendentales y 

la aplicació11 de los castigos tenía un carácter simbólico. 

Considerarnos que es importante citar a esta civilización como 

antecedente histórico, pues en ésta como en muchas otras el sentimiento 

religioso en cuanto a Ja estructura social como polltica, el factor religioso es 

sumamente importante y constituye un ejemplo claro de las sociedades 

determinadas por el factor ideológico. 

Otro aspecto importante de los egipcios es Ja diversificación social que 

en esta imperaba, ya que la masa popular, constituida por campesinos, la 

cual tenía pocas posibilidades de ascender dentro de la escala social, los 

obreros, mineros, escultores, pintores, ebanistas carpinteros, etc. los cuales 

tenían las características de casta; esclavos, estos podían desplazarse dentro 

de la escala social hasta llegar a ser guerreros o empleados públicos. 
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Los militares, escribas y nobles se enconlraban ya en estadio superior 

dentro de la escala social. Por último, la clase sacerdotal, que se enconttaba 

en la cima de la sociedad en cuestión que detentaba un poderío tanto 

económico como político. 

De hecho, es dificil encontrar sanciones o antecedentes bien 

determinados de orden estrictamente legislativo que castigue a los notables 

en Egipto, por el carácter religioso que esta tuvo, como ya se dijo 

anteriormente. 
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.2.- En las antiguas culturas occidentales . 

. 2.1.- En Grecia 

No es posible elaborar lU1 estudio de carácter histórico sin pasar por 

recorrer a las antigua~ culturas occidentales. Grecia sin duda alg!Ula, 

constituye dentro del contexto histórico, Wla de las organizaciones más 

importantes dentro del desarrollo del mW1do, particularmente en el campo de 

las ciencias sociales y naturales, Grecia ofreció al mwdo la creación de las 

más imponantes inslituciones: las sociales, las cuales preexisten en la 

actualidad. En el trabajo que nos ocupa, hemos recopilado algwios datos que 

nos proporcionarán lU1 panorama más amplio del transcurso jurídico-social 

de esta civilización. 

Hacia el siglo XVI a. C. el pueblo Aqueo inició la invasión de Grecia, 

hablaban los aqueos !Ula lengua aria, parecida a la de los celtas y sajones, y 

fácilmente impusieron 1ma autoridad en el país, gracias a la superioridad de 

sus armas. 

La región de que se apoderaron era una península montañosa e 

irregular, situada entre los mares adriático y egeo, carecicnte de ríos 

navegables, pero abundante en ríos y fértiles valles. Cerca de las costas había 

llanuras pequeñas, ideales para el establecimiento de poblaciones. Fue en 

esta área donde se levantaron las magnificas ciudades de la antigua Grecia 
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Así nacerá la cultura que todavía es la básica en el pensamiento 

europeo. A la época preclásica. pcrifCrica. pertenecen Homero, Tales de 

Milete, Demócrito y los eleatas, a ellos pertenece el nacimiento de la 

filososfia que con el descubrimiento civico del hombre. habrá dado lugar a 

sismtemas filosóficos y políticos, esta civilización dió origen al pensamiento 

aristotélico, que lleva como consecuencia el descubrimiento político del 

ciudadano, y la aparición por primera vez en la historia de la dcmocrácia 

asentada en la ciudad-estado. 
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2.1.1.- Esparta 

Esparta, rivru de Atenas, fué fundada por los dorios, quienes 

conquistaron la península del pcloponeso y se establecieron principalmente 

en Laconia, entre el río Eurotas y el Golfo de Argolis. 

Desde el punto de vista social, Esparta presentó algun:i.s caracteristicas 

que fueron propias de ese lugar ya que allí había una verdadera desigualdad 

social, estando dividida la población en tres capas que eran: los ilotas o 

siervos, que se dedicaban a los trabajos agrícolas; los periecos o clase media, 

quienes desempeñaban la industria y el comercio; y por último los espartanos 

propiamente dichos i¡uc constituían la clase aristocrática y privilegiada. Ante 

esta jerarquía social es inútil hablar de la existencia de derechos del hombre, 

situación que nos pcnnite ver a primera vista la existencia en Esparta de una 

sociedad sumamente clasista y oligárquica lo que nos hace pensar en la 

dificil regulación en cuanto al sancionamiento de los abusos del poder, 

aunque es útil para conocer los estratos sociales de Laconia 
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· .2.1.2.- En Atenas. 

Hacia 590 a C. los atenienses eligieron como gobernante a un noble 

llamado Salón, a quien dieron plenas facultndcs, ¿stc abolió las deudas sobre 

las tierras y dió libertad a quienes p<>r no haber podido pagar dichas deudas, 

eran e~clavos. Pu.so limite a la cantidad de tierras que podía poseer tma 

persona, a quienes perdían una causa, dió oportunidad de apelar ante un 

jurado superior formado por ciudadanos elegidos por sorteo. 

Un nuevo código, no tan estricto como las leyes anteriores, fué 

grabado en las columnas de las plazas públicas para que todo ciudadano 

conociera sus derechos. Las reformas de Salón crearon una democrá'cia. 

De lo anterior se desprende, una s0cicdad <lonúe las desiciones de las 

autoridades no eran inmutables y se crea una institución más democrática en 

relación con los medios de impugnación en los juicios. lo que permite una 

participación social m:is amplia En Atenas la situación era diferente de la 

que prevalecía en Esparta. No existía esa diferenciación jerárquica entre tres 

clases sociales diversamente colocadas ante el derecho y en la realidad; 

había, es verdad, cierta desigualdad entre los hombres aunque no tan 

marcada como en el régimen espartano, el ateniense gozaba de una libertad 

fáctica frente al poder público y podía actuar ante ésta y aún impugnar o 

criticar su proceder en las a~ambleas cuando fuera contrario a su criterio. 
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En Atenas se observaba una interesante estructura de orden 

jurisdiccional, ya que las autoridades ejecutivas eran los arcontes, el senado, 

el cuál era el órgano de consulta de éstos, además existían el célebre tribunal 

del aerópago que \'ciaba por la pureza de las costumbres y podía anular las 

dcsiciones de las autoridades de la polis y era el úrgano judicial supremo; en 

este contexto puede notarse el gran avance que se erigió en Atenas en 

relación con las instituciones de carácter democrático, así como medios de 

control en cuanto a la dcsición de determinados funcionarios públicos, lo que 

consticuyc un avance no solo en cuanto a las úemocráciúS sino a la forma de 

impugnar las desiciones vertidas por el gobierno existiendo una participación 

directa de) ciudadano en el contexto jurídico-político. 

Asimismo el desarrollo de esta civilizaciún se dejó ver con el avance 

filosófico. en la que los nombres de Aristóteles, Platón, S.ócrates, etc. se 

pusieron de manifiesto,de tal manera que no podernos hacer caso omiso de la 

siguiente cita; "Sócrates impugno las ideas sofistas aún cuando su 

pesamiento coincidla en muchos aspectos con el contenido de estas, 

estimaba que el hombre habla nacido, en un plano de igualdad con sus 

semejantes; proclamó el principio de la racionalidad en todos los actos de 

su vida individual y pública, llegando hasta sostener que el gobernador 

debía obedecer los imperativos de su razón con preferencia a las leyes 

positivas estatales injustas e irracionales, pretendiendo que toda actuación 

humana, social o parliw!ar, se s1yetase a una norma ética de validez 

1miwrsaf'l1. 

J1 ldan.p.'42. 
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2.2. En Roma. 

La cuna de las ciencias jurídicas sin duda constituye la civilización 

romana. aunque en relación con la materia penal esta tubo poca apo!'Ulción 

propia como presupone el maestro Quintano Ripolles: "Por lo que respecta a 

Roma, la deuda penal se refiere sobre a Instituciones Legislativas, por lo 

que su estudio a otro lugar, filosóficamente el pensamiento romano poco o 

nada inovó en la materia que nos ocupa, adoptando en lo fundamental las 

ideas griegas'~ª. 

Es curioso enconlrainos con esta situación porque el avance de las 

ciencias jurídicas que se ·diÓ en occidente particuhumente tuvo su origen en 

Roma, aunque cabe:rio tar que 3!rededor de la mitad del siglo II a. de C., 

penetra la filosofia griega a Róma sin que por ello produzca grandes teorías 

del derecho penal, si exceptuamos la posición de Séneca 

Como se ha visto la influencia que tuvo Roma en relación con el 

derecho penal obedeció a la importancia que tuvo éste en Grecia, ya que en 

Cicerón predomina la intimidación de los otros por medio del ejemplo, 

coloca el fundamento del derecho de castigar en la justicia natural y divina, 

se castiga por hacer justicia Este postulado permite ver todavía un marcado 

sentimiento o influencia religiosa lo que nos hace pensar en lo primitivo del 

postulado, a1mque estas manifestaciones se ven en casi todas las culturas. 

Pu~de decirse que el mundo antiguo (1226 - 1275) es el que divide a la ley 

divina, natural y hwnana. Por eso la violación del orden divÚto se castiga 
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con penas divinas, las de orden natural con sanciones naturales. y la de orden 

humano no solo es reprimida por obra del poder espiritual sino también por 

el poder temporal, apuyúmluse en Aristóteles, distinguía tres clases de 

justicia y no dos comu afirmaba Florian. La conmutativa que regula 

síguicndu la expusición de C'url5. las relaciones privadas entre dos personas 

que responde a la noción de aritmética con un adcuare rcm rei que 

determinan la subordinaci1ín de los bienes particulares al comim y la 

distributiva, que mira a las relaciones de todo a las partes y hace distinción 

de persoua.>, la pcua r,crtw.:cc a la primera .:itiqufs col:lra patftu sccundzim 

quodfacid deriva de Dios la pena, es lcgitimamcntc· adecuada, por el temor 

que suscita (11011 semper aliq11i.1· obcdit legi exbintante perfecta virt11ilis sed 

quando que quide mextimore poenae) la medida del derecho es de pllllir, es 

la retribución o "contra ppc!sum", la pena coopera al fin de la ley, que 

consiste en hacer buenos a los hombres. 

La lilosofia griega se puso de manifiesto en la cultura romana en 

relación con el derecho punitivo los más importantes exponentes griegos que 

tuvieron que \·er con este fomimcno, fueron Pitágnra.'. (571 - 479) así como 

Protágoras (499 - 520) como los mós antiguos exponentes úe los problemas 

penales. 

El derecho penal romano se caracterizó pur tener tres fuertes 

influencias. que fucr.-.n: <'l Derecho Germánico, el Griego y el Cm1ónico. 
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En w1 principio quien se encargó de imponer las penas füé el 

Patcrfamilias como señala el maestro Alfredo Etchebeny: "El Paterfamilias, 

para imponer las penas al grupo bajo su al//oridad ejercía la ve11ganza 

privada, la co11fiscación del patrimonio y la expulsión de la paz, existía11 

primilivame1•te /a111hié11 wmo instil11cio11es pe11ales. Los delitos se fi1ero11 

c/as!/)ca11do en "criminia pública" y "delictia privata", los primeros 

citaccihtm cil orde11 público, a la seguridad del estado, etc. y los segu11dvs a 

la persona y la propiedad pril'ada, le tendencia del derecho roma110 jité la 

de acentuar paulalliltllilt:11le el c.:arúc.:'lr1· p1íbUiu Je /i.J prntl } lu 

participación del estado en materias penales. 

Las penas del derecho romano tenlan variada na/llraleza: el 

destierro, los trabajos forzados, la lucha con los ji1eros, la mutilación, la 

tortura, la confiscación de bienes, la ·capitis deminutio y las penas 

pecunarias. Aunque el derecho romano no tiene en esta materia ni 

remotamente la importancia que tuvo en materia civil, sin embargo ejerció 

indudable influencia en la época de la recepción, particularmente con 

relación al régimen jurldico de algunos delitos; los falseadores, el hurto, 

etc. ".19 indudablemente la problemática que nos ocupa tratándose de los 

delitos por abuso del poder o de Cuello Blanco, en Roma debieron constituír 

delitos públicos, alU!que la bibliografia arroja pocos datos al respecto, 

existieron conductas entre los Soberanos romanos que constituyeron delitos 

de Ja naturaleza referida, el únctor Raúl Carranca y Ri\-as en fonna magistral 

pone un cjmplo que permite obscr\'ar la corrupción entre los romm1os "se \'e 

en la vida de Alejandro Severo, emperador romano que gobernó en la 

,, EkbcvmyA?m-.b~ Denclw:>Pc:n.tl,tomol,l'.\lkCic'r>rni .Edll. C'~E. Onbbt Editcir.pp. 27·l8y29. 

s.uitiagodcCluk,196-t. 
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segunda centuria de nuestra era, un tal Vetronio Turino, aprovechando su 

farr.iliaridad, vendía sus favores por dinero (ese Vetronio fué una especie 

primitiva de funcionario público), por esa causa se le sentenció a morir 

quemado sobre una pira de madera resinosa y con la siguiente sentencia 

'castíguese con humo a quien humo vende' ... "·W 

to Cunnct yTrujiUo ~ CUTIDQ y Rh~ Raul. Códigu Ptfl&! ,\DIA&do. &liL Pmua. Etli Okimca cu.uta. p. 511 Mt..Uco 

19!9. 
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.2.2.1.- En la Monarquía, la República y el Imperio. 
(Panorama general) 

Es importante describir las tres etapas en las que se desarrolló esta 

civilización, en razón que la organización política presentaban diferencias 

sustanciales. 

En la Monarquía. 

En la monarquía de este período; "el Rey no era designado por el 

simplemente hecho de su nacimiento, sino que, al parecer fué primero 

elegido par representación popular ... "41. En esta etapa se advierte un 

sentido swnamente inequitativo dentro de los pobladores de Roma, pues el 

poder de los paUicios sobre los plebeyos es absoluto y ejercido por los 

Paterfamilias en las Domus y no pennitía mayor participación a los 

plebeyos. "Por tanto como elementos de la antigua ciudad Roma, 

encoll/ramos a los siguientes: los Domus, los Gens, los Comicios Por 

Curias y por Centurias, el senado, el sacerdocio y el Rey. Todos estos 

elementos se rejieren empero, sólo a la Roma patricia. Más al lado de las 

familias patricias, vivlan los plebeyos. "42 Esta división de clase pennitía 

advertir que los grupos de poder estaban detentados por una élite lo que hace 

dificil la suposición de sanciones a los notables. 

4l Marpdml. florbOUillmno. ElDmcho ~ Rm:um. fdil. !diDge. Edi Und!dma p. 20. Me.UD 1982. 

ªlbid.p.l•. 



En la República. s9 

En eslÍI etapa el poder se encuentra más equilibrado entre los 

pobladores de Roma y ya no constituían una plutocrácia y tal equilibrio se 

consolidó durante la segunda época: la república, ya que la función 

legislativa era ejercida por el pueblo. integrado por patricios, plebeyos y el 

senado; los plebeyos ya no estaban excluidos del goce de derechos políticos. 

Las leyes eran votadas por el pueblo y su iniciativa incumbía al scnaJo y 

cónsules. Es de notarse que en esta etapa se da un paso en cuanto a la 

democratización de Roma y la élite patricia se abre a las conquistas de los 

plebeyos y al mismo tiempo hace una sociedad más participativa, con la 

·creación de los Tribunos de la Plebe, que constituyeron importantes 

funcionarios de gran significación. 

En el Imperio. 

En la época de los emperadores el equilibrio entre los poderes del 

estado desapareció, para dar seguimiento a una verdadera autocrácia. El 

principe (Cacsar) lo era todo y su voluntad no tenía limites ni contrapesos y 

aunque el senado subsistió, fue relegado por la hegemonía imperial a una 

posición de completo seivilismo. En el Imperio, se deja ver en Roma una 

pronunciada decadencia, en esta etapa se da la mayor conupción y los 

abusos de poder se hacen patentes ya que en aquélla época, para poder 

disfrutar de \llla vida llevadera (un refugio de tabiques refractarios, en el 

infierno), había que ser alto militar o burócrata importante; basta ya con ser 

rko, la defensa que otorgaban algunos terratenientes poderosos a sus 

colonos en contra de los abusos de los funcionarios imperiales, estimulaba 
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lUl ambiente en el cual podemos vishunbrar el futuro feudalismo medieval, 

podría decirse que la fuerza social que quedaba, era simplemente el poder 

del estado dicatatorial su anna era la policía secreta: el principal factor de 

coheción social era la omnipresente sombra del \'crJugo. 
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.3.- En España~ 

Todo antecedente que tenga que _ver con España, indudablemente 

constituye tambi~n en México, awique es importante hacer notar que en 

cuanto a la historia dd derecho penal nuestro contexto cultural ,se va 

enriqueciendo por la fusión de razas que dió como origen la conquista, es 

indispensable al hablar del derecho mexicano hacer notar la importancia que 

reviste la historia del derecho penal español que sin duda alguna incide 

directamente en el nuestrn, al grado de iniluír hasta en nucStras p10pias 

instituciones jurídicas. 

Para poder realizar W1 estudio cronológicamente ordenado en cuanto a 

la historia del derecho español el maestro Juan de Rosal en su obra intitulada 

Derecho Penal Español, clasifica en cuanto a épocas en la fonna siguiente: 

Epoca Primitiva, Epoca Visigótica, Epoca de la Reconquista y el derecho 

penal de los Musulmanes Españoles, refiriendose a la época antigua 
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3.1. Epoca primitiva. 

La época primitiva española arr9ja pocos datos en cuanto a su 

organización, aunque existe un detalle clave que permite vislwnbrar las 

fuertes influencias que tiene con el derecho Romano, como es de mencionar 

que estas organizaciones tc-nian como institución familiar a la "Gens". 

Ahora bien, dentro del cmnpo del derecho penal existen pocos datos al 

respecto, de los escasos que se pueden citar son los siguienies; los delitos de 

parricidio , de hurto, de cosecha, el robo, principalmente de ganado, así 

como la existencia de una responsabilidad colectiva contra los atentados 

contra los caminantes de la enorme calzada de Hércules, desde el Pirineo a 

Cádlz por el litoral. El delito p~r incendio de bosques por lo general en 

Vasconia, la tendencia del suicidio segím Estrabon de los Iberos, constituye 

testimonios de la vida criminal por aquellos tiempos. 4J 

En la época romana se dejó ver una influencia más directa de parte del 

derecho romano, en esta época encontramos sanciones de carácter 

económico "De entre estas destacan la 'LEX COLON/AE GENITIVAE' 

dada por Gallo Julio César a la colonia de Urso (Osuna) en la Bética 

hacia 710 de Roma (44 a. de C.) que concedía facultad para la prisión de 

deudas, el dinero procedente de las penas impuestas se dedicaba a los 

sacrificios, constituyendo fraude usarlo de manera a si, como curiosos 

aspectos adminsitrati1·os, que no tiene caso señalar minusiosamente 

expuestos por el profesor Saldaña, La Lex Flavia Salpe11Sana concedida 
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por Domisiano(SI-84 a. de C.) en la ciudad de Málaga, imponía una 

elevada pena de multa <11 caso de que se impidiese la celebración de los 

comicios tanto el patrocinio practicado por los Celtiberios, fueron 

reglamentados, casligandoles con multas e inhabilitación especial en caso 

de in.fracción De entre otras leyes cabe notar la Lex Flavia Salpensana 11 

la Lex Meta/li de ú1signijicante relieve pena/"44. 

"En las mismas constituciones y edictos imperiales hallamos alguna 

que otra disposicion penal, valga de ejemplo un edicto de Trajano o 

Adriano que fijaba el procedim ie11to para proseguir y castigar los delitos de 

sevicia y corrupción de esclavos, una cons!Uución del año 332 de Tiberio 

Conde de'/as Españas. Señalando la pena que hab1á de imponerse a los 

que ocultaran esclavos y otros textos más"4S. 

En estas leyes se advierte wt sentimineto de influencia romana, la 

cual castigaba los delitos por cierto tipo de fraude muy especial, as! como en 

los fraudes que se cometían en el seno de los comisios que ya nos aportan 

algunos datos que pueden ser tomados en cuenta para efectos de antecedente. 

ii'iid:1Jtm.p. 6!. 
u,~ 
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3.2.- Epoca Visigótica. 

"Esta época se caracteriza por fa (njluencia germana referente al 

castigo por los delitos como fa vengan:a privada, por citar un ejemplo tal 

es el caso de los códigos de fas Orda/ias, éste fenómeno de transfonnación 

obedece a fa inmigración germánica, fo que ocasionó la pérdida de la 

vigencia del derecho romano"46. 

Sin duda alguna que el fenómeno de la inmigración d~ los gem1anos 

tuvo que ver con el devenir histórico de España, esta situación se vió 

principalmente en la España Goda y el profesor Saldaña al respecto apunta: 

"Es una resultante de la concepción germánica individualista de la Mna en 

fusión con la vigorosa legislación romana inspirada en el principio social 

atravéz de una fórmula penal, la intimidación". Entre otros monumentos 

jurídicos podemos encontrar el Código de Eurico, la lex Romana 

visigothorum o brevario de Alaríco. 
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.3.3.- Epoca de Reconquista. 

Ya la reconquista se hace bajo la. égida de una restauración de la 

unidad visigótica. Sigue rigiendo en la vida jurídica el Fuero Juzgo pero 

pronto la variedad jurídica salta clln In dominación legal de los fueros. En 

cuanto a las penas, estas se dctcnninaban por dos tendencias que afinnaban 

los tratadistas pues wws alinnan que estas tuvieron gran influencia árabe. 

la idea jurídica aparece expresada en los fueros en /us dos típicas 

Instituciones germanas: venganza de sangre y pérdida de la paz, el 

ofendido o sus parientes gozan del derecho de vengar la ofensa; por otra 

p<Jrte el delincuente rompe con la comunidad a causa de su delito y queda 

expuesto al menosprecio de epa/quier otra persima"41. 

Entre los documentos históricos de carácter legal encontramos "la 

obra legislativa dé mayor alcance, aunque su vigencia dilatara a siglos 

posteriores, está slinbolizada en las partidas comenzadas en el aiio 1256 y 

terminadas en 1263. la cnmponen siete, ocupando la séptima el derecho 

penal, la que a juicio de Martínez Mar(a es un tratado bastante complejo 

de delitos y penas copiado o estractado del código justinianeo, a excepción 

de algunas doctrinas y disposiciones relativas a judíos, moros y herejes"48. 

En este sentido,podemos decir que la ley establecia algunas particularidades 

en cuanto raza, y creencia. lo que no es nada raro encontrar en la.~ culturas 

antiguas. 

flrbid.ldtm.p.5'167 . 

.. Op.cit.p.10. 
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En tal sentido se deja entrever la situación política e histórica que 

involucró a España en relación a la intervención árabe de la que fué objeto 

junto con su aspecto ideológico, relacionado con la religión que profesaban 

en los pueblos árabes lo que le dá un marcado sentimiento místico y al 

mismll tiempo un carácter racis1a 

3.4,. Derecho penal de los musulmanes españoles. 

En témlinos de los conceptos de las teorías jurídicas de pena y delito, 

es necesario hacer alusión a las tribus preislárnicas los caractéres de un 

derecho primitivo de índole privado, reacción frente al delito cometido por la 

tribu perteneciente a la víctima. 

En esta época de Islam la pena se ve menos dañoza, en relación con la 

antigua, la pena es dulcificada por la taliona! e incluso con penas de 

composición pagaderas en valores o ganados. 

La predicación de Mahoma, con relación y aplicación a la que 

nosostros llamamos derecho penal se convierte en un derecho penal público 

religioso, pues con tales conductas no solo se daña al individuo sino también 

a la divinidad, lo que lo comierte en una regulación sumamente 

impreganada de caracteres de orden ideológico. 

Como hemos visto en realidad no se encuentran antecedentes 

contmtdcntes al respecto de la sanción o tipificación de delitos cometidos por 



67 

gente en el poder o por funcionarios a su equivalente en este derecho español 

antiguo, o al menos no se encuentra con la pormenorización que fuera 

necesaria para este estudio , aunque estas consideraciones se verán 

fortalecidas por la descripción de cuerpos legales españoles más modernos 

que son citados en este trabajo. 
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4.1. En el México Precortesiano. 

El derecho penal precortesiano se caracterizó por su extrema dureza, 

e.le hecho la pena corporal casi no se usaba por desgracia y sus instituciones 

jurisdiccionales solo dictaban la terrible sanción e.le condena a muenc, más 

sin embargo,la ideología Azteca no conocía como en el Antiguo Continente, 

el fenómeno de la corrupción, entre otras características es de fundamental 

importancia el hecho que a los altos funcionarios de ese tiempo se les 

nombraba por haber realizado alguna azaila en las constantes guerras que 

protagonizaban esos pueblos, Gonzáles de Cossio a manera de introito 

señala: "La legislación azteca tenla que corresponder a la situación sacia/ y 

palltica de las mexicanas, así cama a su propia teogonía. Los delitos eran 

múltiples con especial referencia al desacato, al superior, dos eran sus 

principales fuentes; la violación a una vida de vida antigua y tradicional, 

que representába el fundamento moral de aquella sociedad, y la afenza al 

soberano ya fuera directa o implícita en /a usurpación de sus fimciones"49, 

Como es de advertirse a primera vista, la cultura Azteca era una 

sociedad totalmente teocrática, el soberano detentaba el poder en base a 

preceptos meramente ideológicos, pero con una peculiaridad muy especial, el 

Tiatoani que significaba: máximo soberano entre los hombres representante 

de Dios en la tierra y de la c.livinidad cuya imagen era de quien toma el poder 

sobre todos y tiene libertad para matar a quien quiere, porque ha merecido 

esta empresa Je ser Señor y Rey . 

.,Oomalr1dr:cocaorl1.0W(o. tfutmt Jcl tmP\moadi. 
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Aunque el Tiatoani detentaba un poder casi absoluto este delegaba 

facultades administrativas y jurisdiccionales en el llamado Cihuacoatl, 

elemento que constituía una dualidad divina siendo esta de sexo femenino, 

más sin embargo es preciso señalar que existían otras instancias como el 

"TECALl.J", que constituía un trihunul que se encargaba de juzgar a la gente 

de clases sociales inferiores. en este a~pecto se deja entrever que desde esos 

tiempos ya se erigían los tribunales especiales para determinadas personas, 

pues este tribw1:tl solo juzgaba a los macchualli, otra instancia jurisdiccional 

era el llamado TLAXITL!\N, que era presidido por el TLECA TECA TL, a 

donde los "TETECUHTIN" llevaban los procesos sustanciados en los 

TECALLI, a los respetados "PIPIL TIN", que como su nombre lo indicaba 

eran gentes nobles y principales. Como se aprecia, existía una diversifi~ación 

de tribunales, esta situación a que elementos obedecía, es de capital 

relevancia hacer mención que la sociedad mexicana era muy diversa por lo 

que hubo necesidad de crearlos. Otro de citos fué el "TECP ALLl", 

destinados a conocer los delitos cometidos por personajes de la Corte o por 

militares de alta graduación, el cual operaba en el palacio del Rey. Este 

TECPALLI, viene a configurar un auténtico antecedente de un tribunal 

especial para personas que dententaran un alto cargo por su posisción o 

empico. 

En los casos que se persiguiera un delito en los cuales el presunto 

responsable fuera unl persona notable entre los mexicas era el mismo Rey 

quien se encargaba de juzgarlos y como ya se dijo, las penas eran muy 

severas, lo qnc pcm1itia <1uc se llevaran a cabo ejecuciones que iban desde 
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"descuurtizamiento, cremación, decapitación, machacamiento, 

empalamiento, extracción de las entrañas por el orificio anal, 

despe1iamiento, etc. aunque también eran usadas las penas de esclavitud, 

las penas ilifamantes y la suspención del emp/eo"lO. Este podría constituir 

un antecedente m{IS incllL'o de nuestra actual Ley de Rcsposabilidades de los 

Servidores Públicos. 

C011siderm1ws wnwnicnkmcnlc que seria de inlcrés hacer algw1as 

alucione> a lo qut: focw11 lil> da>cs S<ldalc" éll d M¿xic<> I'r~~0.-1csia.i11; .::n 

sus más altas cúpula~. los tres cfotinlos rangos del estrato dominanle, reyes, 

señores y nobles, no ~on niwles separndos, sino que están conectados entre 

sf medianlc el parcntczco y que es posible subir de un nivel a otro. El Rey es 

el señor lecutli de la casa señorial y que ejerce el poder supremo. Los pipiltin 

son los descendientes de w1 <eilor. Enlonces, 1ma ca.-a señorial es un linaje 

encabezado por el tccuth, sucesor de los jefes amcriores y que incluye a 

todos los que descienden de w1 scI1or d~ esa casa. 

Ser nohle supone ser descendiente de una casa u otra, de la cual se 

obtiene rango, bienes y eslatus político. El rango social se gra<lua según la 

distancia al lecutli antecesor: un hijo de señor tiene mayor rango que un 

simple nielo. 

)Ofdtm.p.SS. 
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.4.2. En el México Colonial. 

México al igual que en todos los países de Mesoamérica, fueron 

victimas de una situación muy particular con relación a la conquista 

procedicnte de Europa, la füsión de las raza~. las constantes friccione$ 

ideológicas y las guerras en que se vieron involucrados esos pueblos, 

formaron una situación muy sui-generis. 

Los delitos se pcrscguian en la época colonial en forma por demás 

diversa a como se perseguían en las épocas anteriores, como es de notarse la 

actitud Estatal cambió notoriamente y esta' deberia obedecer a los estándares 

que obligaban al tiempo de la conquista 

"El derecho de ejercer la acción penal corresponde en nuestros dlas, 

exclusivamente con este a la investigación, persecución y castigo de los 

de/itos"SI. Siguiendo la lógica histórica de ese tiempo, la conquista 

swicionaba las conductas que en alguna forma obstaculizira con los 

propósitos de la misma, aunque hay que resaltar que la conquista no solo fué 

de orden político sino que ésta se extendió al campo idelógico consintiendo 

en la conquista espiritual, es decir que no sólo fueron sometidos a la corona 

del Virrey de Espai!a,sino lo que fueron en la religión,costumbres,su forma 

de vivir, etc. Una de las formas que el gobierno de la Nueva España eligió 

para efectuarla fué atravéz de la iglesia Empezaba apenas su nue\'a vida la 

Ciudad de México-Tenochtitlan, cuando Cortés recibe desde Valladolid las 

primeras instrucciones relativas a la población y pacificación de la Nueva 

51.IbKl.p.15_1. 
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España y al tratamiento y conversión de los naturales. Estas suscritas por 

Carlos V y fechadas el 26 de junio de 1523. De acuerdo con ellas habían de 

regirse las nuevas tierras y las nuerns gentes com¡uistadasl2, 

A Cortés se le dió amplias facultades en materia de gobierno de la 

Nueva España. fué así como se le nombró gobernador y capitán de la Nue~·a 

España, por otro lado en materia de la legislación 'fué el Virrey de Mendoza 

quien ordenó la primera compilación impresa de leyes y ordenanzas de 

América. Su título es el sigiente: Ordenanzas y Compilación de Leyes 

hechas por el muy ilustre seJior Don Antonio de Mendoza, Visorrcy y 

Gobernador de esa Nueva España y presidente de la audiencia real que en 

ella . recidc, y por. los señores . de la dicha audiencia, para la buena 

gobernación y estilo de los oficiales_ de ella. i\iio 1548. 

Ese documento . constituyó, el primer cuerpo legal que marcó los 

parámetros legales de la cunqui,ta, su contenido n1in11a las labores de los 

escribanos. relatores, abogados, procuradores, procuraúor fiscal, receptores. 

las fornias procesales. porteros y receptores de las penas alguaciles, k>s 

carceleros, intérpretes de la audiencia, etc. 

Particularmente en materia penal los úelitos que se persiguen eran lo~ 

siguientes: delito de aborto, adultcrio,amancebomiento, anlropofágia (nót"se 

la •rnnsculturacii'm a las que son sometidos l1is pobladores de la Nue1·~, 

Esp:u)a), "i:orr11pció11 de duucellas, despojo, ido/aria, falia de prácticc: ti~ 

dei•oción (o sea pt•re=aJ, embriaguez, a/cah11eterfa, liechiceria, homicidio, 

u (.km, p.101. 
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juegos prohibidos, lesiones, maltrato a los indios, privación de la libertad, 

falta de cohabitación entre casados, falta de asistencia, falsificación de 

moneda, imposición y ziso de nombres genitales, ataques contra el pudor, 

robo, sodomla, privación de salarios, exacción o cobro execivo de tributos, 

uso de vestidos contrarios al sexo, incesto, fraude, alteración de las 

mercancías, alteración dt! linderos en los predios, desobediencia a los 

prelados, falta de cumplimientos a la práctica de los sacramentos, 

resistencia a la cristianización, desobediencia a la celebración de fiestas 

gentiles llamadas 'areitos', bmios de agua caliente, sin necesidad ni pur 

enfermedad'll. 

Como se advierte los delitos están enfocados a la prevención y a la · 

sanción de conductas con un tinte marcadamente ideológico, la conquista 

tomaba muy en serio la cuestión religiosa más que el bie!I común de la 

sociedad en la que ésta se aplicaba, se tomaban providencias para destruir 

ideológicamente la cultura anterior y prevenir una revuelta de parte de 

quienes eran conquistados. 

Las penas que se imponían por la comisión de estos delitos eran las 

siguientes: inadmisión de oficio, azotes públicos, prisión y cárcel, 

exhortaciones y amonestaciones, herramiento con hierro candente en forma 

de cruz, confiscación, vergüenza pública atando al dclicuente a un palo con 

coraza en la cabeza, destierro perpetuo a Castilla 

Jlt..oc.ci.Lp.112 .. 
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Las sanciones que se plantean hacen más imputable a los conquistados 

que a los conquistadores, más sin embargo se plasman algunas disposiciones 

que pudieran constituir antecedentemente la problemática que nos ocupa, en 

las conductas decritas con anterioridad se deja ver una que se daba dentro 

del trabajo realizado, ¿sta se presenta en el cobro excesivo de impuestos, utra 

con ésta~ características es la del maltrato a los indios pero no se especifica 

si ésta fuese en el desarrollo de algún trabajo, otra característica que reviste 

cierto interés consiste en que los altos funcionarios de la Nueva España se 

encontraban todos ligados a participar directamente en la religión católica y a 

la corona española, lo que suponía una dificil legislación, en contra de ellos, 

así como tambifo las clases sociales, eran encuadradas desde un punto de 

vista nacionalista y en algunos casos hasta de carácter razial. 

Uno de los principales funcionarios que existieron en la Nueva España 

fuéron los intendentes. Como sabemos, la~ funciones de los intendentes 

fueron las labores de hacienda y justicia, en éste último ramo la ley hacía del 

intendente un juez, de primera instancia todo lo contencioso, ya fuera civil o 

criminal, de éste modo quedaban centralizadas las funciones en manos de 

quienes disponían de un poder casi absoluto, que frecuentemente disputaban 

a la autoridad virreinal. Por otro lado las funciones de los subdelegados, 

presentaban condiciones similares los que estaban encargados de las causas 

de la justicia tenían lo comisión de instutuír y formalizar los expedientes 

hasta dejarlos en estado descendentes, que debía dictar el intendente con el 

a'>esorarniento de teniente de letrado. 
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Entre otros altos cargos o empleos se pueden distinguir los siguient.es: 

"el que anuncia la ordenan::a de intendente; el presidente de fa audiencia y 

fa cancillería de fa capital de fa metrópoli de México". 

Es de hacer notar que éSllS célebres funcionarios por sus amplias 

facultades minaron considcrahlcmcnte la autoridad del Virrey. Otros 

funcill!rnrills no!ublcs !amhi~n füéron el teniente de gobernador, el corregidor 

o alcalde mayor. los ddcgados para administrar justicia en los pueblos del 

partido, etc. 

Entre toda esta mecánica gubernamental planteada en ese tiempo por 

los conquistadores, sin duda existieron actos de conupción sobre todo por la 

amplia autonomia y rivalidad de poder que tenían con el virrey. Aunado a 

este fenómeno se encuentra otro de trascendental importancia y ésta consistía 

en la influencia que estos guardaban con la iglesia, que ya había sido caldo 

de cultivo en la Edad Media para generar conupción, al existir esa situación 

fué cre~do el "Pk111 d~ !11/indcncias". 

Volviendo al aspecto religioso que imperaba en la Nueva España es 

importante señalar, que la situación que prevalecía en la relación con el 

aspecto jurídico novohispano ernn las iglesias y lugares sagrados. Estaban 

considerados desde ese tiempo inmemorial como resintos en donde el brazo 

de la justicia cccular, no podia entrar a ejercer sus fwicioncs, tal 

consideración dcscmN1ba en el reconocimiento. el respeto al derecho 

jurisdiccional inherente ni tuero religioso que explicaba a su vez la 
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inmunidad eclesiástica, los cuale3 son hasta los tiempos contemporáneos han 

venido a desaparecer en la mayor parte de los países de Constitución Política 

Liberal. 

Cl>n fonnc 11 conquista füé avanzando, la pugna por el poder originó 

constantes enfrentamientos entre las clases sociales que tenían acceso al 

poder, es entonces cuando los grupos criollos comenzaron a convulsionar la 

vida político-social de la Nueva Espaila, más sin embargo, esta lucha se dió 

también en el seno retig10so, grupos de poder en pugna pennanence eran ias 

ódencs religiosas qne arremetían unas con otras, disputándose el dominio de 

ciertas zonas, discutiendo limites territoriales y premineneia~ en la 

complicada vida social y política de la Nueva Espaila 

Aunque más importancia tuvo el hecho de las constantes divergencias 

entre criollos y espailoles en cuanto a lo concerniente a nuestra investigación, 

el movimiento criollo dejó entrever la corrupción que existía en la mecánica 

gubernamental de la Nueva Espaila 
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5.-Antecedentes legislativos en México en 
sus diversas Leyes fundamentales y Leyes 
de Responsabilidad de Servidores o 
Funcionarios Públicos. 

5. l.· La Constitución de la Monarquía Española de Cádiz. 

El primer cuerpo constitucional que regiría a lu> mexicanos constituyó 

la Constitución de Cádiz corno el primer monumento jurídico al que 

podernos referimos en cuanto a una legislación estructurada de carácter 

occidental. 

•La constitución que expidieron las Córtes de Cádiz jurada en 

Espm1a el 19 de marzo de 1812, lofué en la Nueva Espa11a el 30 

de septiembre del mismo año, suspendida por el Virrey Venegas y 
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y poco después reestablecida por Ca/leja o/ mio sigui eme. en 

a/gwias de sus partes". 

"La carta de Cádiz entre las leyes fi111dame11tales de .\léxico 110 

solo por haber regido durall/e el periodo de los movimiell/os 

preparatorios a la emancipación así haya sido parcial y 

temporalmente sino también por la i1¡/111e11cia que ejerció en 

varios de nuestros i11strume/lfos constitucio11a/es, no menos que 

por la importm1cia que se le reconoció en la etapa trmzsitoria 

que procedió a la orgm1ización constitucional del nuevo 

Estado"54, 

El maestro Tena Ramírez en el señalamiento que antecede. pone 

como marco de referencia para ilustrar en cuanto al punto de partida en la 

historia a esta Constitución, que significa la estructuración arcaica de las 

siguientes cartas fundamentales que posteriormente se crearían en México. 

En los preceptos jurídicos que se consigan en este histórico 

documento, es la relación con la problemática que tratamos en este trabajo, 

hemos recopilado algunas que podrían servirnos de interés. 

El Título IV denominado "El Rey" Capítulo 1 de la in,·iolabilidad del 

Rey encontramos las siguientes disposiciones: 

~THlllRmiirriFdipe.L.,.af\mdimaa.lnde MilKo IWI 1991.Edi&. Panil& Ed. OfeimoSrptimp. U MiJJ<o 199:. 
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situación de preeminencia de parte del soberano, lo que constituye 

una fonna de protección en cuanto a que el Rey sea sancioando por 

algún ilícito sea cual sea la naturaleza del mismo. Por otro lado, el 

factor ideológico es bien acentuado al justificarse tal condición a la 

religión, poniendo al soberano com·o un ente divino. 

Más sin embargo en el artículo 172 de esta ley fundamental se 

describen las restricciones que éste tiene, por lo que transcribimos a 

contin11ación algunos de ellos: 

"Art. 172.- Las restrici:iones de la autoridad del Rey son las 

siguientes> 

Primera.- No puede el Rey impedir, bajo ningún pretexto de las 

Cortes en las épocas y casos seflalados por la constltuci6n, ni 

suspenderlas ni disolverlas, ni en manera alguna embarazar sus 

seciones o deliberaciones. Los que le aconsejen o auxilien en 

cualquier tentativa para estos actos son declarados traidores y 

serán perseguidos como tales. (En esta situación encontramos 11n 

antecedente de responsabilidad en la que p11diera incurrir el 

Soberano o alguno de sus consejeros de tal manera que estos 

últimos bién pueden ser tomados en cuenta como servidores 

públicos, o 11na especie de estos.) Aunq11c como lo señala el 

wtículo precedente. d Rey ~stá esccptuado de responsabilidad, lo 

q11e refleja la prulcccii':n nl sc,bcrano. 

f ~~T t~ Tf:~?~ 
SAí.m DE Lti 
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Tercera.- No puede el Rey enajenar, ceder, renunciar o en 

c•ialquier manera traspasar a otro la autoridad real, ni alguna de 

sus prerrogativas. Si por cualquier causa quisiera abdicar el 

trono en el inmediato sucesor. no lo podrá hacer sin el 

consenrimiento ele las C'orres. 

Novena.- No puede el /ley conceder privilegio erclusivo a persona 

ni corporación algunC/. 

Undécima.- A'o puede el /ley privar a ningún individrto de su 

libertad ni imponerle .por s{, pena alguna. El secretario de 

Despacho que .firme la orden, y el Juéz que la ejecute, serán 

responsables a la fYC/ción Y' castigados como reos de atentado 

contra la Libertad Individua/. Sólo e11 caso de que el bien o 

seguridad del Estado exijan el arresto de alguna persona, podrá 

el Rey expedir órde11es 11/ efecto, pero con la condición de que 

dentro de cuarenta y oc/ro !roras deberá e/l/regarlo a disposición 

del 1rib1111al o Juéz compeiente"55. 

u tdmi.p.SO. 
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5 .. 1.1.- Los artículos 128, 131 fracciones XXV, 228, 229, 
254, 255 y 26 incisos IV y V. 

El maestro Raúl F. Cárdenas, como especialista en la materia coloca 

como principales antecedentes legislativos en la Constitución de Cúdiz. lo~ 

señalados en el encabezado de este apartado, por lo que se transcriben en la 

forma siguiente: 

"Art. 128.- Los diputados serán inviolables por sus opiniones y en 

ninguna Autoridad, podrán ser reconvenidos por ellas. En los 

casos criminales que contra ellos sé intentaren, no podrán ser 

juzgados sino por el tribunal de Corles, en el modo y forma que se 

prescriba en el R,eglamento de gobierno interior de las mismas. 

Durante las sesiones de las Cortes, y un mes después, los 

diputados no podrán ser demandados civilmente, ni ejecutados 

por deudas"56. 

En ésta disposición se deja ver la protección que gozaban los 

diputados constituyendo éste wt antecedente de lo que en nuestros días 

sucede con el juicio polltico que se instaura a determinados funcionarios 

públicos en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores o 

Funcionarios Públicos. Por otro lado cabe resaltar que con esto se corrobora 

la teoría de Edwin Sutherland. Al respecto: 



82 

"Art. 131. Fracción X\'Y. Hacer efectiva Ja responsabilidad de los 

secretarios del Despacho y demás empleados púb/icos"51. 

Esta disposición fonna parte de las facultades de las Cortes que se 

complementa con otras di,posicioncs aunque da el mismc> trat:uniento a los 

secretarios del Despacho como a los empicados públicos de los cuales no 

hace ninguna cspecilicac1tin a efectos de hacer un distingo. 

"Ar/. 228. Para hacer ejectil'a la respo11sab1/idad de los secretarios del 

Despacho, dJcretarán unte todas las cosas las Cortes que harán lugar a la 

formación de causa. 

Art. 29.- Dado este decreto, quedará suspenso el secretario del Despacho y 

las Cortes rendirán al Tribunal Supremo de Justicia todos los documentos 

concernientes a la carLm que haya de formarse por el mismo Tribunal que 

la sustanciara con arreglo a las leyes"58. 

Estas disposisciones ya fueron comentadas por lo que se repite su 

contenido respetando la cronología del Maestro Cárdenas. 

"Art. 254.- Toda falta de observancia c1 las leyes que arreg!tm el proceso en 

lo civil y en lo criminal, hace personalmente responsables a los jueces que 

ill cometieron. 

''11km p.75. 

nl&m.p.17. 
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Art. 255.- El soborno, el cohecho y la prevaricación de los magistrados y 

jueces producen acción popular contra los que los cometan"59. 

"Art. 26.- Sólo por las causas se11a/adas en los dos artículos precedentes se 

pueden perder o suspender los derechos del ciudadano y 110 por otras"W 

El artículo 25 de este cuerpo fund:unental señala en la fraccilin 

segunda por el estado de deudor quebrado o de deudor de los caudales 

públicos, como forma pérdida del ejercicio de los derechos de la 

Constitución. 

r;¡4-,~-

"°Jbid. dem.p.6.1. 
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5.2.- El Decreto Constitucional para la libertad de América 
Mexicana sancionada en Apatzingan de 1814. 

"El Supremo Congreso Jfexicano deseoso de llenar las heroicas 

miras de la Nación, elevadas nada menos que al sublime objelo de 

s1islraerse de la dominación exlraty'era y s1is/iluir el despojo de la 

Monarquía espa11ola un sis/ema de administración que reintegrado a la 

,\'ación misma en el go=o de sus augustos imprescriptibles derechos, la 

conduzca a la gloria de la independencia y afiance só/idamenre la 

prosperidad de los ciudadanos, decreta la siguiente forma de gobierno, 

sancionado ante todas las cosas los principios tan sencillos como luminosos 

en que puede solamente cimentarse una Consli/uciónjustay sa/udable,"61. 

Este documento trató como propósito central, erradicar la influencia 

española que durante tanto tiempo prevaleció, el Congreso de Anáhuac 

instalado en al Ciudad de Chilpancingo, dió como fruto esta carta 

fimdamental que aún de consignar independencia, hereda en suma diversas 

formas y estilos del gobierno anterior, tomando como ejemplo la religión 

católica la cual se consideraba casi idéntica dentro de la legislación en 

comparación con la Constitución de Cádiz, por lo que el factor ideológico se 

seguía manteniendo en el contexto legal. Aunque extirpó muchas de las 

disposiciones que se encontraban en esa legislación sobre todo en el renglón 

de la libertad. 
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Entre las disposiciones que resultan de interés para efectos de nuestro 

trabajo hemos recopilado las siguientes: 

En el capítulo V de la igualdad. seguridad. propiedad y libertad de los 

ciudadanos. el Art. 25 dispone: 

"Ningrín ciudadano podrá ubt~1wr m<Ís wnt<y<1s que las que haya merecido 

por servicios hechos al Estado. Estos no son tílltlos comunicables ni 

heredi:<lrios; y así es contraria a la ra:ón la idea de 1111 hombre nacido 

legislador o magistrado"62, 

En estas disposiciones el legislador da mayor participación a los 

mexicanos para poder participar en cargos públi~os, que antes estaban 

destinados únicamente para los cspru1oles, por lo que estas nonnas tiene 

trascendencia histórica en cuanto a la opción de los mexicanos para ocupar 

cargos públicos. sin ser estos vitalicios. 

En el capítulo d~nominado del Supremo Congreso: 

"Art. 51.- El congreso tendrá tratamiento de majestad y sus individuos de 

excelencia durante el tiempo de su diputación. 

Art. 59.- LOs dip11!ad·1s .•etá.'1 invio/a/>/es por sus opiniones y en ningún 

tiempo ni caso podrá hacers~/es cargo de ellas; pern se s1¡jetarán al juicio 

de residencia por la P"l'le 1¡11e les toc" en la administración públirn, y 

61 Jdem.p.lS, 
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además podrán ser acusados durante el tiempo de su diputación y en la 

forma que previene este reglamento por los delitos de herejía y por los de 

apostasía y por los (/¿ Estado. Se11aladame11/e por los de it¡fidencia, 

concusión y dilapidación de caudu!es públicos"6l. 

Entre otros m1ículos que se refieren a la corrupción, ésta también se 

legisló en lo relatil'o a comisiones electorales como lo señala el Art. 71: 

"Art. 7 l.- E11seg111da pregu111ará ei Presüle111e si hay ulgllllCI 1¡11e sepa que 

haya intervenido cohecho o soborno para que la elección recaiga en 

persona determinada, y si hubiere quien tal exponga, el Presidellle y los 

escrutadores harán en el acto público y verbal justificación, califacándose 

l<,1 denuncia quedarán e.~cluidos de voz activa y pasiva los delincuentes"64. 

En el capítulo IX de la sanción y promulgación de las leyes: 

"Art. 138.- Se excluyen así mismo de esta elección los parientes en primer 

grado de los generales en jefe (Este constituye un antecedente en cuanto a 

los grados de parentesco y su limitación para ejercer cargos públicos, tal y 

como se aplica en la adminsitración pública)"65, 

"Ar/. 149.- Los secretarios se sujetarán indispensablemen/e al juicio de 

residencia y a cualquier otro que en el tiempo de su ministerio se promueva 

legítimamente ante el Supremo Tribunal de Justicia. 

ºOp. rit.p. JI. 
'41dtm.p.l9. 
"Op.rit.p.46. 
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Art. 150.- los individuos del gobierno se slfietarán así mismo a juicio de 

residencia; pero en tiempo de su administración solamente podrán ser 

acusados por los delitos que manifiesta el artículo 59 y por la infracción del 

artículo l 66"6ó. 

Entre otras <le lus instituciones 1¡uc vale la pena hacer mención ,es sin 

duda lo 1¡uc se llamó como el Tribunal de Residencia, que constituyó un 

órgano <le control en materia de responsabilidad de fü11c1onarios públicos. 

Capitulo XlX de las limciones del Tribunal <le Residencia: 

"Art, 214.- El lribw¡a/ de residencia conocerá privativamente de las causas 

de esta e.•pecie, pertenecientes a .los individuos del Congreso, a los del 

Supremo Gobierno y a los del Supremo 1i-ibunal de Juslicia"67, 

"Ar/. 229.- Las sentencias pronunciadas por el tribunal de residencia se 

remitirá al Supremo Gobierno para que las pzíblique y las haga ejecutar 

por medio del jefe o lrib1111al a quien correspo11da, y el proceso original se 

pasará a el Congreso, en cuya secretarla quedará archivado. 

Art. 230.~ Podrán recusarse hasta dos jueces de este Tribunal, en los 

términos que sea dicho del Supremo de Justicia. 

Ar/. 231.- Se disolverá el Tribunal de R<sidencia luego que haya 

sentenciado las causas que moliven su i11stalación y las que sobrevinieren 

.. ,dm\.p..&1'. 
11 0p.ciLp.U. 
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mientras existan o en pasando el término que fijaren las leyes según la 

naturaleza de los negocios"68. 

611bid.dcm.p..56. 
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5.3.- Los artículos 28, 62 al 64 y 79 del Reglamento 
Provisional Político del Imperio Mexicano del 18 de 
diciembre de 1822. 

El maestro Felipe Tena Ramírez a manera de introito hace la siguiente 

cita: 

"Por que la Constitución Española es un código peculiar de la 

.Vación de que nos hemos emancipado; porque aun respecto de ella ha 

sido el orfgen y fomento de las horribles turbulencias y agitaciones 

políticas en que presente se halla envuelta; porque la experiencia ha 

demostrado que sus disposiciones en general son inadaptables a nuestros 

intereses y costumbres, y especialmente a nuestras circunstancias; y 

porque tan sólidos fundamentos el Emperador ha manifestado la 

urgentísima necesidad que tenemos de un reglamento propio para la 

administración, buen orden y seguridad interna y externa del Estado, 

mientras se forma y sancione la Constitución Política que ha de ser la 

base fundamental de la felicidad y la suma de nuestros derechos sociales; 

la Junta Nacional Instituyente acuerda sustitufr a la expresada 

Constitución Española con el reglamento polftico que sigue;"69. 

Según el maestro Raúl F. Cárdenas, los antecedente5 sobre la 

responsabilidad de los Servidores Públicos, en la parte concerniente del 

R~wamento Provisional Político del Imperio Mexicano, cita los siguientes 

articulas: 

•tii dr:m.p. IH. 



90 

"Art. 28.- De las causas criminales o civiles que contra los expresados 

vocales se intentare durante su comisión, toca de su conocimiento al 

Tribunal Supremo de .Justicia. 

Art. 62.- Cualquier mexirnno puede ac1lsar el soborno, el cohecho y el 

prevericato de los Jueces y Jfagistrados. 

Art. 64.- Si al emperador se le diere queja contra un magistrado, podrá 

jormar expediente injormativo y resultando fundada, suspenderle con 

dictámen del Consejo de Estado, remitiendo inmediatamellle el proceso al 

tribunal de justicia, para que juzgue con arreglo a derecho"70. 

El siguiente artículo se. refiere a las Facultades del Supremo Tribunal 

de Justicia: 

"Art. 79.- Observará también este tribunal en lo que toca, la citada Ley de 9 

de octubre y además: 

Primero.- Dirimirá todas las competencias de las audiencias. 

Segundo.- Juzgará a los Secretarios de Estado y del despacho cuando por 

queja de parte se declare haber lugar a exigir la responsabilidad en la 

forma en la que se dirá d1~sp11és. 

"o,. át. p. 111. 
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Tercero.- Conocerá de las ca¡,sas de separación de los Consejeros de 

Estado y de los magistrados de las audiencias. 

Cuarto.- Juzgará las criminales de los Secretarios de Estado y del 

Despache, de los cons,'J'eros de Estado y de los magistrados de las 

audiencias cuyo proceso instl"uirá el jefe político más inmediato para 

remitirlo a este Tribunal. 

Quinto.- Igualmente conoce ni de todas las causas criminales y ci\'1/~s de los 

individuos del cuerpo legislativo, con arreglo al artículo 28 de este 

reglamento y con suplicación al mismo tribunaf'71. 

''lbid.p.1-M>. 
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5.4.- Los artículos 38 fracción Ill, 39, 40, 43, 44 y 137 
fracción V, párrafo primero, segundo, tercero y cuarto de la 
Constitución del 24 de octubre de 1824. 

"Art. 38.- Cualquiera d~ las dos cámaras podrá conocer en calidad de gran 

jurado sobre las ac11saciones: 

Fracción lll. De los individuos de la Corte Suprema de Justicia y 

de los Secretarios de De~pacho, por cualquiera de los delitos 

cometidos durante el tiempo de sus empleos. 

Art. 39.- La Cámara de representantes hará exclusivamente cuando el 

Presidente o sus miembros sean acusados por actos en que hayan 

intervenido el senado o el congreso de gobierno, en razón de sus 

atribuciones. Esta misma Cámara servirá del mismo modo de gran jurado 

en los casos contra acusación contra el vicepresidente, por cualquier delito 

cometido durante el tiempo de su destino. 

Art. 40.- La Cámara ante la que se hubiere hecho la acusación de los 

individuos de que hablan los dos artlculos anteriores, se erigirá un gran 

jurado, y si declaráre por los votos de los dos tercios de sus miembros 

presentes haber lugar a la formación de causa, quedará el acusado 

suspenso de su cargo, y puesto a disposición del Tribunal competente. 
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Ar/. 43. En las causas criminales que se intentaren contra los senadores o 

diputados, desde el día de su elección hasta dos meses después de haber 

cumplido su encargo, no podrán ser acusados sino ante la Cámara de 

estos, ni estos sino ante los senadores, constilllyéndose cada Cámara a su 

vez en gran jurado, para declarar si ha lugar o no a la formación de causa. 

Art. 44.- Si la Cámara que haga de gran jurado de los casos del articulo 

anterior declare, por el voto de los dos tercios de sus miembros presentes, 

haber lugar a la formación de causa, quedará el acusado suspenso de su 

cargo y puesto a disposición del Tribunal competente"12. 

En ·estos artículos encontrarnos en primer término un órgano 

encargado de conocer los ilícitos cometidos por funcionarios públicos, en 

segundo término se hace un distingo entre Funcionario Público y Senador o 

Diputado, y en tercer término describe 1m procedimiento al efecto, estos 

precedentes constituyen una parte importante en lo que se refiere a la 

práctica que existe hoy en día 

"Art. 137.- Las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia, son las 

siguientes: 

Fracción V.- Conocer: 

Prim~ro.- De las cW/S<ls que se muevan al Presidente y Vicepresidente 

según los artlculos 38 y 39 previa declaración del articulo 40. 

120p.cilpp. l7lyJ7), 
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Segundo.- De las causas criminales de los diputados y senadores indicadas 

en el artícuío 43, previa declaración de que habla el artículo 44. 

Tercero.- De fas causas de los gobernadores de los Estados en los casos de 

que habla el artículo 38 en su parte tercera, previa fa declaración en el 

artículo 40. 

Cuarto.- De las causas de los Secretarios de Despacho según los artículos 

38y40. 

Quinto.- De los negocios civ'iles y criminales de los empleados diplomáticos 

y Cónsules de la Repiíblica. 

Sexto.- De las causas de almirantazgo, presas de mar y tierra y 

contrabandos; de los cr{menes coinetidos en alta mar; de las ofenzas contra 

la Nación de los Estados Unidos Jfexicanos; de los empleados de hacienda 

y justicia de la federación y de fas infracciones de la constitución y leyes 

generales, según se prevenga por la Ley"1l, 

uldem.p.1aa. 
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.5.5.- Las leyes constitucionales de la República Mexicana 
del 29 de diciembre de 1836. 

Estas leyes .:onstitucionalcs presentan particularidades que rn cuanto 

al lema qae nos ocupa. re\ istc cicrt11 intcré;. El maestro Tena Ramírcz. al 

respecto apunta lo siguiente; "De la conji1sa VC/riedad de tendencias 

políticas que si guiri a la caídCI de lturbicle, se llamaría liberal uno, y el otro, 

conservador"H. Cabe hacer notar que en estas lcgislacionrs se lomó en 

cuenta como herencia de la Conquista, las situaciones religiosas, dando 

ciertos privilegios consistentes en fueros, privilegios que dieron como 

resultado una oligarquía, 

Sigue dicien~o el maestro Tena Ramírez; "El primer episodio 

importante de la lucha entre ambos partidos, se desarrolló en los años de 

32 a 34. la administración del Vicepresidente Gómez Farfas, en ausencia 

del Presidente Sa/1/a Anna, se propuso emprender las reformas eclesiástica 

y militar. /.as clases afectadas reaccionaron en contra de las medidas que 

se tomaban, y al mismo tiempo se produjo una desmembración del partido 

progresista ... " 

Entre disturbios domésticos y la guerra de Texas, el Congreso 

prosiguió su misión constituyente. La nueva Ley fundamental se dividió en 

siete estatutos, razón por la cuul a la Constitución Centralista, se le conoce 

también como la Constitución de las Siete Leyes. En esta Constitución se 

instituyó al llamado Supremo Poder Conservador, que en concepto de la 

'
4 0p.dL p 199. 
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mayoría de la Asamblea vino a ser el árbitro suficiente para que ninguno de 

los tres poderes pudiera traspasar los lúnites de sus atribuciones. Entre 

algunos de los preceptos que existieron dentro de este cuerpo legal, 

consideramos que éstas que se transcriben a continuación constituyen 

antecedente dcnlro de el estudio que nos ocupa 

"Ar! . ./7. F:n los ddilos co1111mes, no se podrá in/en/ar arnsación criminal 

co/l/ra el Presiden/e de la República, desde el día ele su nombramielllo 

!tasia un m1o después de /erminada su presidencia, ni con1ra los senadores, 

desde el día de su elección has/a que pasen dos meses de /erminar su 

encargo, ni contra ministros de la Alta Corle de Justicia y la Marcial, 

secrelarios de despacito, consejeros y gobernadores de los departamenlos, 

sino an/e la Cámara ,de diputados. Si el acusado fi1ere diputado, en el 

tiempo de su diputación y dos meses después, o el Congreso estuviere en 

receso, se hará acusación ante el Senado.7' 

Ar/. 48.- En los delitos oficiales del Presiden/e de la República en el mismo 

liempo en que ftja el artículo a/l/erior, de los Secretarios de Despacito, 

magistrados de la Alta Corte de Justicia y de la .Marcial, consejeros, 

gobernadores de los departamentos y juntas departamentales, por la 

infracción del articulo Jo .. parte quinta de la segunda ley constitucional, 

del 3 de la cuarta y del 15 de la sexta en sus tres prim,·ras parles, la 

Cámam de diputados anle quien debe hacerse la acusación. declarará si 

Ita lugar a esta; en caso de ser la declaración afirmativa, nombrará a dos 

de sus miembros para sostener la acusación en el Senado. Esté inslruido el 

1'r&m.p.:!OO·:!o2. 
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proceso y oídos los acusadores y defensores, fallará, sin que pueda imponer 

otra pena mas que la destilllción del cargo o empleo que obtiene el 

acusado, o de inhabilitación perpetua o temporal para obtener otro alguno; 

pero si del proceso resulta ser, a juicio del mismo senado, acreedor a 

mayores penas, pasará el proceso al tribunal respectivo para que obren 

según las leyes. 

Art. 49.- En los delitos co1111111es, hecha la acusación, declarará la Cámara 

respectiva si ha lugar o 110 la formación de causa; en caso de ser 

declaración afirmativa, se pondrá al reo a disposición del Tribunal 

competente para ser juzgado. 

la resolución afirmativa, sólo necesitará la confirmación de la otra 

Cámara, en el caso de ser acusado el Presidente de la República. 

En esta disposición se deja entrever una maym protección en cuanto 

al procedimiento en favor del Presidente de la República, lo que nos hace 

suponer que estos preceptos contienen una fuerte trascendencia política. 

Art. 50.- la declaración afirmativa, así en los delitos oficiales como en los 

comunes, suspende al acusado en el ejercicio de sus funciones y derechos 

de ciudadano. 
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Todos los demás requisitos de estos jurados y prevenciones relativas 

al acusador, al acusado y al modo de proceder, las especificará el 

Reglamento del Congreso"76. 

Art. 15 (CUARTA LEY).- Son prerrogativas del Presidente de la República: 

IV. No ser acusado criminalmente por delitos politicos cometidos antes o en 

la época de su presidencia. después de pasado un año de haber tenninado 

ésta. 

V. No poder ser procesado, sino previa la declaración de ambas. Cámaras 

prevenida i:n el artículo 49, párrafo último de la tercera ley constitucional. 

"Art. 12 (QUINTA LEY).- fos atribuciones de la Suprema Corte de Justicia 

son: 

!/. Conocer de las causas crii111imles promovidas contra el Presidente de la 

República, diputados y senadores, secretarios de Despacho, consejeros y 

gobernadores de los departamentos, bajo los requisitos establecidos en la 

tercera ley constitucional. 

JJJ. Conocer desde la primera instancia, de los negocios civiles que tuvieron 

como actores o cama reos d Presidente de la Repriblica y los Secretarias de 

Despacho y en los que fueren demandados los diputados, senadores y 

consejeros. 

''Cfr. op. ciL p p. l;Oy:!lt. 
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VI. Conocer de las disputas judiciales que se mueven sobre contratos o 

negociaciones celebradas por el Supremo Gobierno o por s11 orden expresa. 

Vil. Conocer de las ca11.ms de responsabilidad de los 111agistrados de los 

Tribunales Superiores de los Departamentos. 

VIII. Conocer en todas las instancias en las causas criminales de los 

empleados diplomáticos y cónsules de la República, y en los negocios 

civiles en que fueren demandados. 

X. Conocer de las cal/Sos criminales que deban formarse contra los 

subalternos inmediatos de la misma Corte Suprema por faltas, excesos o 

abusos cometidos en el servici'o de sus destinos"11, 

"Art. 30 (QUINTA LEY).- No habrá más fueros personales que el 

eclesiástico y el militar. 

Art. 36.- Toda prevaricación, cohecho, soborno o baratería, produce acción 

popular contra los magistrados y jueces que los cometieron. 

Art. 37.- Toda/alta de observancia, en los trámites esenciales que arreglan 

un proceso, produce su nulidad en lo civil y hará la111bién perso11al111e11te 

responsables a los jueces que lo come/ ieron"1B. 

11 cfr.op.cit.pp.2JJ. 

71 0p.ciLp.JJ1. 
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5.6.- El voto de Don Mariano Otero en el acta constitutiva 
y las refonnas de 184 7. 

El \'oto de D<'ll Mariano Otero. constituyó en planteamientos 

encausados a los siguientes puntos: Los derechos dd ciudadano. el ejercicio 

de los derechos del mismo, establecimiento de las garantías del ciudadano o 

gobernador, la reforma en cuanto al número de votantes en relación con la 

elección de cargos de representación popular, las facultades de tas Cámaras 

para sancionar y conocer de los delitos cometidos por funcionarios públicos, 

precisa algunas funciones de carácter orgánico de los tres poderes y la forma 

de poder reformar o adicionar la Constitución de la República. 

Con relación. a la problemática que nos ocupa, las posturas 

fundamentales en las que se refiere a las facultades que se le confieren a las 

Cámaras para el caso de responsabilidad de funcionarios públicos enlre 

algunas de ta~ sug::rencias planteadas por tan iluslre jurista, encontramos las 

siguientes: "Sólo 11na rep11tació11 distinguida podrá obtener los sufragios de 

la mayoría de los ciudadanos. Confiando pués en estos medios, tengo la 

ilusión de creer que sin desnaturalizar la democracia, sin exclusiones 

odiasas ni privilegios inmerecidos, habremos acertado con el principal 

punto de fa organización polltica"19, pero las críticas en cuanto al momento 

preexistente de Mariano Otero no sólo se extendieron al control que debían 

tener los funcionarios electos en forma popular, sino que esto se extendió al 

mismo poder cjecuti\'o y el procedimiento de sanción. "En él considero 

preciso sanjar multitud de cuestiones delicadas y fijar el verdadero carácter 

"Op.cilp.06. 
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del jefe del poder ejecutivo, declarando que era inviolable siempre que 

obrase por conducto de un ministerio responsable y que éste lo era por toda 

in.fracción de ley ya consistente, actos de comisión o en una mera omisión. 

Respecto a la forma según la Constitución Fedaal, cualquiera de las dos 

Cámaras podía conocer de la acusación, según se necesitaba dos tercios 

del Gran Jurado para decidir sobre la formación del proceso y el negocio 

pasaba después a la Suprema Corte de Justicia. Este sistema ha hecho 

ilusoria la responsabilidad, a la Cámara de Diputados, como más exaltada 

a su amor por las instituciones, debe corresponder la declaración de si ha o 

no lugar a la formación de causa; y para esto debe bastar la simple 

mayoría; porque el respeto· debido a las leyes y al interés de la sociedad 

debidamente áfectado en los casos de responsabilidad de los funcionarios 

públicos, demandan que los áctos y omisiones de los mismos, sean 

examinados siempre que pueda sucitarse una duda respecto de la 

in.fracción; exige que se instruya entonces un proceso y este paso es el 

único afecto de aquella declaración. Al senado que reunirá la justicia al 

amor de las instituciones, toca/al/ar sobre el hecho, pues por su naturaleza 

misma, los delitos políticos deben ser juzgados de diversa manera que los 

comunes; se necesita en ellos dilación en las formas y más prestigio y 

amplitud de acción en los jueces; la inocencia queda garantizada con 

exigir tres quintos pora la condenación y al poder judicial se le deja la 

designación de la pena o todo el proceso en los delitos comunes"BO, 

'°Jdem. p. 4.S9. 
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5 .7.- La Constitución de 1857, título cuarto denominado 
De la Responsabilidad de los funcionarios públicos, 
artículos 103 al 109. 

Dentro de la com 11lsionada historia política de nuestro país surgió 

entre otras la de 1857 que Tena Ramírez cita a manera de antecedente en la 

larga historia constitucional de México. 

"IA convocatoria para el congreso constituyente, jué expedida por D. 

Juan Alvarez el 16 de octubre de 1855, de conformidad con el Plan de 

Ayutla, ratificado en este punto por Acapulco." 

"El 5 de febrero, de 1857 fué jurada la Constitución, primero por el 

Congreso integrado en esos momentos por más de 90 representantes, 

después por el Presidente Comonfort. El 17 del mismo mes, la asamblea 

constituyente clausuró sus seciones y el 11 de mano se promulgó la 

Constitución; que se designó Constitución Política de la República 

Mexicana, sobre la indestnictible base de su legitima independencia, 

proclamada el 16 de septiembre de 1810 y consumada el 27de septiembre 

de 1821." 

Título N De la responsabilidad de los funcionarios públicos: 

"Art. 103.- Los diputados del congreso de Ja Unión, los individuos de la 

Suprema Corte de Justicia y los Secretarios del Despacho, son responsables 
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por los delitos comunes que cometan durante el tiempo de su encargo y por 

los delitos, faltas u omisiones e11 q11e incurran en el ejercicio de ese mismo 

encargo. Los Gobernadores de los Estados lo son igualmente por liifracción 

de la Constitución y leyes federales. Lo es también el Presiden/e de la 

República; pero d11ranle el liempo de su encargo, sólo podrá ser acusado 

por los delitos de tmición a la patria, violación elpresa a la Conslilución, 

ataq11e a la libertad electoral y delitos gmves del orden común. 

Art. 104.- Si el delito f11ere común, el Congreso eregido en gran jurado 

declarará a mayoría absoluta de votos, si ha lugar a proceder contra el 

acusado. En caso negativo no habrá 111gar a 11ingu11 procedimiento ulterior. 

En el afirmativo, el acusado queda por el mismo hecho, separado de su 

encargo y sujeto a la acción de los .Trib11nales comunes. 

Art. 105.- De los delitos oficiales conocerán: el Congreso como jurado de 

acusación y la Suprema Corle de J11slicia, como j11rado de sentencia. 

El j11rado de ac11Sación no tendrá por objeto declarar la mayoría 

absoluta de votos, si el ac11Saáo es o no es culpable. Si la declaración fuere 

absolutoria, el funcionario continuará en el ejercicio de su encargo. Si 

fuere condenatoria, q11edará inmediatamente separado de dicho encargo y 

será puesto a disposición de la S11prema Corte de J11slicia. Esta, en trib1111al 

pleno y eregida en jurado de sc·11te11cia, con audiencia del reo, del fiscr:I y 

del acl/Sador, si lo hubiera, procederá a aplicar por mayoría absolma de 

votos la pena q11e la ley designe. 
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Ar/. 106.- Pronunciada 11na sentencia de responsabilidad por delitos 

oficiales, no puede concederse al reo la gracia del indulto. 

Art. 107.- La responsabilidad por delitos y faltas ojicia/es sólo podrá 

exigirse durante el período en q11e el funcionario ejer=a s11 encargo y un 

año después. 

Art. 108.· En las demandas de orden civil no hay fuero ni inmunidad para 

ningiínfimcionario público"B I. 

11 1bid. dem pp.SaS,ffl.4,6%4. 
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.5.8.- Los delitos oficiales. 

La legislación mexicana a lo largo de su historia ha confrontado la 

problemática en cuanto a la designación de la responsabilidad de los 

funcionarios públicos. Las Constituciones y las leyes penales manejaron los 

términos de delitos comunes y delitos oficiales. 

"La idea de los legisladores fué usar en el término de delitos 

comunes para comprender a todos los actos criminales cometidos 

por altos funcionarios; más sencillo hubiera sido que la 

Constitución, como todas las Constituciones del mundo, 

mencionara simplem~nie que los altos funcionarios respondían de 

los actos criminales cometidos durante el desempeffo de su 

función, para evitarnos confusiones que hemos sufrido con una 

expresión tan peculiar comb la de los delitos comunes, que se 

confunde aún más, al emplearse indistintamente la expresión de 

delitos del orden común, pero como se puede comprobar 

fácilmente; sin embargo delitos comunes o para los efectos 

especiales del caso, delitos del orden común comprenden en mi 

opinión tanto a los delitos locales, cometidos en el Distrito 

Federal. como en los Estados, así como los delitos federales." 

Estas designaciones fueron acuñadas en la Ley de 1870 y en el 

Código de 72. 
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Ahora bien que entendemos por delitos oficiales "Los delitos políticos 

de /os altos funcionarios, o delitos oficiales, son delitos de la opinión en que 

se va a calificar su conducta, su aptitud, la pérdida de la confianza del 

pueblo en ellos, la conveniencia o no de que siga desempe1lando un cargo 

público; como dice Pallares, no se fes ju::ga por la comisión de un hecho 

criminal, sino por un hecho ¡mlltico; la pena que se les impone, es su 

muerte política, no la pérdida de su libertacf'B2. 

De lo anterior se dc>pn·~dc q1!e los llamado.> úditos oficiales en un 

principio únicamente tcnim1 importancia como purgas políticas y no 

constituían en estricto derecho un delito, desde el punto de vista de la 

doctrina positiva, esta situacióri penuitia que las conductas que provocaban 

desviacion·es en el desempeño de los trabajos de los funcionarios públicos en 

cierto modo quedarán impun~s. 

"El Constituyente de 17, además de los delitos oficiales propios de 

los altos fimcionarios, mencionados en el artículo JOS, decidió que debía 

expedirse a la mayor brevedad una "Ley de Resposabilidades de todos los 

fimcionarios y empicados de la Federación y del Distrito Federal" (en un 

texto primitivo de los Territorios Federales) detemrinando como delitos o 

faltas oficiales todos los actos u omisiones que puedan redundar en 

perjuicio de los intereses públicos y del huen despacho, aún cuando hasta 

/a fecha, no hayan tenido carácter ddictuoso"Sl. 

"r.cuUm.i1Raul.LaRc.r<'fl!é1l1J1df1ttl.\ldcl°'f'u"'1"n-'"...¡'"Publil:01.Ed.~ Edi.l)(l,:irno~p. llOy IU. 
Memo 1987. 

11 Jdem.p.IU. 
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Como es de notarse, los textos legales en el transcurso de la historia de 

México, han pennitido que la designación de los delitos de los funcionarios 

en el transcurso de su trabajo, queden velados desde su designación misma 

hasta su aplicación, esto se pone de manifiesto en lo que en varios textos 

legales apuntan verbigracia: La Ley Reglamentaria de 1896 a diferencia de 12 

Ley de 1870, que define o mejor dicho, enuncia a los mal llamados delitos 

oficiales, no hace alusión a los mismos. 

En conclusión, es de notarse que ha existido cierta falta de aplicación 

en cuanto a la naturaleza de lo que se pretende legislar y el tinte político que 

se la ha teñido hasta le fecha contiene importantes connotaciones. 
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5.9.- La Ley del 3 de noviembre de 1870, De la 
responsabilidad de los altos funcionarios. 

Entre los antecedentes que constituyen la responsabilidad de los 

funcionarios públicos, el maestro Raúl F. C:irdcnllS, consideramos de interés 

hacer alusión al siguiente antecedente: La Ley de Responsabilidades de los 

altos funcionarios del 3 de no\'icmbre de 1870. 

"Cuando se expidió la Ley de noviembre de 1870, no se había 

expedido aún ni Código Penal, ni Jos Códigos Procesales, ni existía el 

sistema bicameraf'84. 

Entre las disposiciones principales encontramos las siguientes: 

"Art. 1.- Son delitos oficiales de los altos funcionarios de la 

Federación el ataque a las inslitucio11es democráticas a la forma 

de gobierno republicano representativo federal y a la libertad del 

sufragio; la usurpación de atribuciones, la violación de garantías 

individuales y cualquier infracción de Ja Constitución o leyes 

federales en puntos de gravedad. 

Ar/. 2.- .La i11fracción de la constitución o leyes federales en 

11w1eria de poca importancia, constituye una falta oficial en Jos 

funcionarios a que se refiere el artículo anterior. 

"™d. dcm.p.J5. 
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Ar/. 3.- los mismos funcionarios incurren en omisión por la 

negligencia o inexactitud en el desempe1lo de las funciones anexas 

de sus respectivos encargos, lo cual, tratandose de los 

Gobernadores de los Estados, se entiende sólo en lo re/al ivo a los 

deberes que les imponga la Constitución o leyes federales. 

En el artirnlo 4o. se fl)an /as sanciones que corresponden a los 

autores de los delitos oficiales, que son destitución del cargo e 

inhabilitación para obtener el mismo 11 otro encargo o empleo de 

la Federación, por un tiempo que no baje de cinco ni exceda de 

diez años. 

las faltas oficiales atento a lo dispuesto por el articulo 5o., se 

sancionan con la suspensión del encargo e inhabilitación por un 

plazo que no baje de un año, ni exceda de cinco y en los puestos 

de omisiones, atento lo dispuesto por el articulo 60., la pena se 

reduce de seis meses a un año de suspensión e inhabilitación. 

Precisa el artículo 7 o., que los funcionarios cuyos delitos, faltas u 

omisiones, deberán juzgarse o castigarse conforme a "esa ley", 

son /os enumerados en el artículo 103 constitucional y el tiempo 

para que se les pueda exigir responsabilidad oficial, es el que 

expresa el propio artículo y el 107 constitucional, o sea el de un 

wlo. 
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E11 el artículo 9o. se considera el supuesto de que se impute al 

fu11cio11ario, además de un delito oficial, un delito común, e11 cuyo 

caso se dispone de que después de sentenciado por la 

respo11sabilidad oficial, será puesto a disposició11 del Jue: 

compete/l/e, para que de oficio o a petició11 se le ju::gue y se le 

aplique In pena que le corresponda por el delito común, 

finalmente la Ley del 3 de noviembre hace alusión a problemas de 

procedimiento y en el artículo 11 a la acción popular que se 

concede para denunciar los delitos oficiales. Respecto al 

procedimiento, considera el artículo JO que la acció11 del Gran 

Jurad() terminará con dos proposiciones; una que corresponda a 

los delitos oficiales, pidiendo que se declare que és o no el 

acusado, y la otra altemati~a a los delitos comunes, consultando 

si hay o no lugar a proceder"Sl. 

Uno de los problcma5 que confrontó la aplicabilidad de estos 

preceptos fué el procedimiento, puesto que no existía Código Penal ni Ley 

Procesal. de tal manera que se dió en la forma siguiente: 

"Tratándose de los delitos oficiales, mencionados en el art{cu/o 105 

constitucional, se disponía que la Cámara de diputados declararla a 

mayoría absoluta de votos, si el acusado era o no culpable; en el primer 

supuesto se ponía a disposición de la Suprema Corte de .Justicia de la 

.Vación al acusado, a efecto que en pleno y eregida en tribunal de 

sentencia, con audiencia del reo, del fiscal y el acusador si lo hubiere, 

ulbid. dcm.p.17. 
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procediere a la aplicación, a mayorfa absoluta de votos, de la pena que la 

ley designe. 

Lo dispuesto en el artículo 105 constitucional no tenía posible antes 

de 1870, por cuanto 1w existía pena aplicable, ni definido delito de carácter 

oficial. 

En la ley de 70, como lo estudiaremos, si bien en el artículo 1 o. se 

hace referencia a delitos oficiales, las conductas que menciona son tan 

vagas que no puede configurar delitos propiamente dichos. Y en verdad 

esta era la intención; ~os delitos oficiales no son propiamente tales, sino 

sitµaciones políticas que hacen factible la separación de sus cargos a los 

a/tos funcionarios q1!e hubieran perdido la confian::a del pueb/0"86, 

Como es de advertirse, estas disposiciones continúan con severas 

lagunas en cuanto a su aplicación, no siendo esta la única y los tintes 

políticos que mantiene, siguen marcando IUl acentuado signo de ineficiencia. 

·~id. ciañp. !B 
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5.10.-El Código Penal de 1929. 

Este docwnento presenta ciertos av¡ux:es en cuanto al individuo como 

centro de imputación de los delitos cometidos por funcionarios públicos, 

pues éste difcrer.cía a los empleados de los altos funcionarios de la 

Federación a aquellos que se refiere el articulo 108 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe hacer notar que la Constitución del 17 lijó las pautas a seguir en 

los artículos 108 al 114 enlre la tipificación que este Código presentaba, se 

encuentran las siguientes: 

"Art. 594. Son delitos oficiales de los funcionarios a que se refiere el 

articulo anterior: 

l.- El ataque a las instituciones democráticas. 

ll.-El ataque a laforma de gobierno republicano, representativo, Federal. 

111.- El ataque a la libertad de sufragio. 

IV.- La usurpación de atribuciones. 

V.- La violación de Garantías individua/es. 
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VI.- Cualquier infracción a la Constitución o leyes federales en puntos de 

gravedad''B1. 

"Art. 595.- La infracción de la Constitución o de las leyes 

federales en materia de poct1 importancia, constituyen una jalra 

oficial en losfimcionarios a que se refiere el al'tícu/o 593. 

Arl. 596.- Los mismos funcionarios incurren e11 omisión punible, 

por negligencia e inexactitud en el desempello de las jimciones 

a11exas a sus r.:specrivos cargos. Esto es tratándose de los 

gobernadores, sólo se e11tie11de en lo relativo a los deberes que les 

imputen la Constitución a Leyes Federales. 

Art. 598.- Laja/ta oficial se sa11cionará con: suspensión del cargo 

en cuyo desempello hubiera sido cometida, con la privación 

consiguiente de los emolumentos anexos y con la inhabilitación 

para desempeliar tal cargo lo mismo que cualquier otro cargo o 

empleo ,f¿f orde11federa/, por 1111 tiempo que no baje de seis meses 

ni exceda de un año"SB. 

Así mismo, este Código tipifica la responsabilidad profesional y los 

delitos cometidos en la administración de justicia, dando un margen m:ís 

amplio a las s:mcioncs aplicadas a ll'S sitjctos ~ctirns, tratándose de 

fwlcionarios públicos, rnnsisticndo un antecedente <ld tema que nos ocupa. 

ii Op. uL p. 30. 
11 op.cit.f.C~p.3t. 
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CapítuloUJ 

Principales causas que dan origen al delito 
de Cuello Blanco. 

l. Criminogénia. 

Las causas que penniten la existencia del delito de cuello blanco son, 

sumamente diflciles de explicar, es obvio que estas conductas a través de la 

historia se han presentado en todas las sociedades y formas de gobiemo por 

las que ha atravesado la especie humana, en nuestro concepto, el problema 

pudiese verse desde el punto de vista antropológico, como ya fue sellalado, 

el abuso del poder se ha presentado desde tiempos inmemorables. 

César LOmbroso ya había atendido a esta problemática y al respecto 

apunta lo siguiente: "Los falsarios y estafadares también tendrlan un 

rostro particular, generalmente su aspecto es de gente acomodada, otros 

tienen la cara pálida, incapaz de enrojecer y más bien cuanda están 

frente a la emoción, se ponen blancos en vez de enrojecer, muchos llenen 

los ojos pequeños, fijos en el suelo, nariz 1orcida, a menudo larga y 

volwninosa, no rara vez son prematuramente calvos y tienen cara 

femenina. Gracias a esta descripción las amas de casa, el buen burges, 

los jovenes que se Inician en su contacto con los otros, porque entonces, 

el vecino de al fado, que no tiene esos rasgos, no es capaz de hacer daflo. 

Y el Ministro que por sus dotes llegó a ese cargo, no será nunca 

con.siderado delincuente, aun cuanda se enriquezca haciendo uso 

Indebido de su función; si el gran Industrial, próspero, hennoso y bien 

vestido, cuya bella nnifer ilumina la página de sociales de los diarios, ni 
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el General de deslumbrante unifonne, ni el comerciante, ni el médico, ni 

e/juez, ni e/Abogado."89 

Todas estas interesantes particularidades que al respecto apunta 

Lombroso, ponen de manifiesto una tendencia clara de lo que se conoce por 

la concepción clásica de la teoría del delincuente. sin embargo, la destacada 

criminóloga Lola Aniyar de Castro al respecto apunta lo siguiente: ''As/ 

como en los círculos oficiales de control social, que estában ya 

requiriendo de una racionalización que fuera útil para adaptar la 

represión a instandas más desarrolladas y más complejas de la sociedad 

industrial, es rma seudociencia poblada de mitos. El hombre ha reqi1erldo 

de mitos, simbo/os cargados de slg11ificados que tranquilicen Sii 

co11cle11cia mágica. Siempre ha solicitado del cielo y de la tierra, fábulas 

que expliquen con un poco de drama y mucho de anormal, cosmogonias 

fantásticas y 11101ist111os para que representen el mal, el pecado y el 

peligro. Es decir. sombras que pem1ita11 i/1múnar la zona sagrada del 

ble1~ la virllld y la seguridad. Por ello el psicoanálisis, como la 

crlminologia tradicional, se siembran con· éxito en la mayor/a 

silenciosa. 1190 

Lola Aniyar de Castro en forma notable esgrime una fuerte crítica en 

contra de la criminología tradicional, al referirse que ésta ya no responde a 

I~ necesidades de la acutalidad, quizá esa antigua concepción predispone al 

grueso de la gente al pensar que existen algunas conductas que ocasionan 

un daño terrible a la suciedad, y estas mismas sean inadvertidas como 
1111 Revista Mnkana de Cleni:1n Penale• E-;tudio1 P1malts en hom~te al OodorOulrolCuar6n. p. !OTomoTen:ero. Ano 

1979-1980. m¡ar Ci5tro loli. La cftninologla crmca o la realdad cortr.11 los mi.os 

" lbld.dem. p. 9 
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deiitos, ilfcitos, crímenes o como quiera llamarse a las conductas que nos 

ocupan. lo cierto es que éstas por si solas ocasionan daños insospechados. 

Continúa afirmando Lo la Aniyar de Castro; "l.· Porque el 

delincuente, primer gran milo, es pobre. feo, malves/ido, pertenece a las 

más b<y'as capas de la sociedad, tiene problemas mentales o al menos 

pslco/ógicns, s11 lrogar es desunido, 110 tiene educación. sufre de 

alcoholismo. sífilis, tubcrcolosis, lo inducen a cometer hechos prohibidos. 

sus rostros siempre iguales y tímidos pueblan las cárceles del mundo. La 

demonología de los siglos XIX y XX, las bnifas maléficas de m1estra 

época, fueron así constmidas por esta crimlnologla positivista. "91 

En todo este entorno, podemos advertir que la delincuencia no sólo es 

protagonizada por seres pertenecientes a clases sociales determinadas, ya 

que al parecer, se ha fomrndo un concepto muy típico de delincuente, éste 

siempre lo imaginamos como lo describe la brillante crimología: mal 

vestido, con malos habitas, pertenenciente a una clase social ínfima aunque 

en esta exposición se omiten ciertas características como el factor cultural 

en el cual, el individuo se desarrolla· aunque estos conceptos fueron 

manejados por la criminología expuesta por los clásicos. Al reforirnos a este 

factor podríamos asegurar que en la mayoría de los sistemas el fenómeno de 

la corrupción es aplaudido en casi todos los ámbitos, es decir, que con la 

idea primitiva riel delincuente, también va aparejada esta misma idea, uno 

de los problemas mas gra\'es de la problematica es sin duda ese, por que 

tác·iitumente la sociedad permite como válida la conducta delictiva. 

111 ldem. 
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El Maestro Francisco ArgOcycs afinna: "ninguna causa quebranta 

más el principio de autoridad q11e fa lmprobidad de los servidores 

públicos; el diario espectáC11lo de la rapacidad de estos, induce a la 

rejle.r/ón que el gobiemo es un borln que fomta cada seis m1os, una nueva 

clase que escala muy rápidamente los más altos estratos económicos y 

sociales. "92 

Es obvio que si se forma parte de la mecánica gubemamentaL pues la 

capacidad descarada de abusar del poder, lo es sin duda qui~n estando 

dentro de la referida mecánica, no se comporte de este mOdo, y sea incluso 

digno de burla. 

Al estar tratando este punto sin duda, estamos refiriéndonos a un 

estado inmerso en la corrupción, esto quiere decir que no es dificil 

encontrarla en nuestro sistema burocrático, aunque la problemática que nos 

ocupa es el delito cometido por el alto funcionario de quien tiene sus 

características delimitadas, en otro sentido muy particulares y una de las 

cuasas de estas conductas que primero se nos ocurre es la siguiente: el poder 

hace que el hombre se vuelva corrupto, (hablando de delincuentes de cuello 

blanco) aunque esta explicnci6~ pecaría de simplista y no nos resolverla el 

problema, las causas van más allá. Existen criminólogos que afinnan que 

esta delincuencia sólo se dá en los paises cuyo gobierno es de derecha 

aunque bien sabido está que también se di6 en los paises del ex-bloque 

socialista. La tésis socialista sostiene que: 

12 Op. el. ,liguelff Fmickco. El "'1q.Je<lmledo hgl>no do lot s.r.td<nt Públcot. p. 17 
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"J.- El delito, tal como ge11eralmenle se entiende, es funcio11al al sislenm 

capilalisla de producción. 

2. - El modo de producción rnpita/ista genera valores egofs/as y no 

connmitarios, es decir, el enriquecimiento a toda costa, aún a casia de la 

salud y la vida y los bienes de los demás, en el sislema capitalisla la 

hiper/rafia del ''.vo" es lerrible y cri111inóge11a. "93 

Estas exposiciones dejan argumentos sumamente contundentes en 

cuanto a la criminogénia, pero por que se han detectado actos de corrupción 

en el caído gobierno de Rumania o la Ex-Unión Soviética, al parecer la 

causa criminogénica es el hecho de detentar el poder. 

"Chapnum escribe su jirmoso libro sobre el es/ereolipo del 

delincuente, el cual seg1í11 él, serviría para pem111ir la clase en poder 110 

sólo cometer lmpu11eme111e sus propios y específicos delilos, no menos 

graves económicanumle y socialmente, aunque fommlmenle difere11/es, 

sino derivar hacia ese deli11cuente estereotipado, co11verlido e11 chivo 

expiatorio, la carga de agresividad de las clases más bajas de otra 

manera dirigirán colllra aquella. Becker y los denuís inleraccio11islas, se 

inleresan más por explicar la reacción de los o/ros hacia el delincuenle y 

su conducta que por explicar a ese de/i11c11ente y su conducta. El Interés 

comlen::a elllonces en los llamados "procesos de criminalización" por que 

1mos hechos y (110 otros) son considerados de/ic/ivos porque algunos 

Zl Op el. A1*r de Cutro p. 15 
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deli11cue11tes y (110 otros) vienen a engrosar los datos oficiales de la 

criminalidad y la población penllenclarla. 

Hay tambié1111na constrocclón social de la delincuencia como vimos 

que habla una constn1cció11 social de la realidad. De esta manera, 

confomumdo una nueva disciplina q11e por su tendencia y por su 

proji111dizacló11 ha sido denominada crlmi11ología critica o radical y por 

los alllores de 11n libro que lleva ese nombre. Taylor, Da/ton y Young. 

Nueva Crimlnologla. "94 

Se enfatiza el estudio del delito de cuello blanco y de las llamadas por 

el recientemente fallecido Versele, Cifras Doradas de la Delincuencia, y los 

márgenes del objeto de estudio, se amplian desmesurad.amente, sin la 

contención del Código Penal. 

M tbld. dtm. p. 1" 
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2.- Los privilegios. 

Los instrumentos de los delitos cometidos en el transcurso del 

trabajo, son intrínsecos con las particularidades que poseen aquellas 

situaciones especiales para la comisión de los mismos, en relación con los 

delitos de Cuello Blanco, es claro que la actividad o trabajo desempeñado 

ofrece una serie de ventajas o situaciones favorables que seducen a quienes 

los cometen, hablar de tales ocasiones nos cuestiona en primer lugar hacer 

el siguiente razonamiento: como ya señalamos en capítulos anteriores, el 

delincuente de cuello blanco goza de altos cargos, de poder de decisión 

económico y de ciertas canon ji.as según su desempeílo laboral, es ·decir, 

gozan de privilegios frente al común de las demás personas por su misma 

posición de preminencia. Po~ privilegios entendemos; la gracia o 

prerrogativa que se concede a uno liberándole de alguna carga o gravamen 

o infiriéndole algún derecho que no gozan otros, ahora bien, en tal término 

podemos scílalar que en contexto 'ia~ diversas situaciones que permiten 

tal preminencia en primer término algo que ofrece superioridad frente a los 

demás en el concepto poder, ya sea este económico, político o bien social 

aunque realmente nos referimos al poder como abusos de poder y como un 

factor criminogénico que se dá en el desempeílo de un trabajo: "la conexión 

entre crlmtnalidad y poder ha existido siempre, ha sido conocida por no 

pocos pero ignorada por los demás, particularmente por penalistas y 

crinúnólogos más In te rasados en el desa"ollo de las técnicas jurldicas o 

de teorlas casuales que en la apreciación de la criminalidad y del poder 

como fenómenos soclopolíticos, la significación politico-crlnúnal de la 
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correlación comenzaron a se11alarla las Naciones Unidas hace ya más 

de veinte mios al poner de numij/esto que toda política criminal ha de 

correlacionarse con la del desarrollo 11aclo11al y las relaciones 

intemacionales ... "95. Como se advierte. el poder en sí. encierra un factor 

sumamente criminógcno pero aunado a este factor, existen otros que 

provienen de los privilegios mismos que se conceden a los sujetos activos de 

los que se encarga el presente trabajo. 

15 Ldpez. Rey 'f Atrojo. Crlmim1tidad y Poder. Edil. Tecno,. Edl. Noven1. p. lil Sallmanca 1983. 
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2.i- El fuero. 

"La palabra jitero. lo mismo q11e su violación, tiene diversas 

acepciones, pero pe11alísticamente lo q11e interesa en su sentido vio/a/orlo 

es en la actualidad, aquella que afecta al f11ero parlamentario o sea, a los 

privilegios q11e no ya la ley, sino la Consll/ución otorga a sus 

representantes (Senadnres o Diputadns) como por ejemplo, los referentes 

a su inmunidad e l11vlo/abilidad: q11ienes quebranten tales privilegios, 

Incurren en delito. Esta prolecctónse funda en la necesidad de que los 

actos (salvo caso de j/agarante delito) y las opciones que los 

represen/a11/es del pueblo no p11eden ser obtacu/izados para coaccionarse 

en su actividad pú6/ica, si11 embargo, . fa preci/ada inviolabilidad no 

representa carácter abso/11/0, ya que la j11s/lcia del crimen. cuando 

entiende que uno de sus parlamentarios ha incurrido en delito, puede 

dirigirse. a la Cámara de q11e sea miembro, pidiendo su desafuero. Si la 

Cámara lo niega 110 puede prosegirse la acción judicial, más si la Cámara 

lo concede el Senador o Diputado de que se trate, p11ede ser detenido o 

procesado e.-cactamente como cualquier otro ciudadano. "96 

El fuero en sí, puede considerarse como factor criminógeno 

sumamente peligroso en razón que dicha protección que la ley conceda en 

quienes lo ostentan, constituyéndose esta en un arma de dos filos,pues bien 

y como se mencionaba, anteriormente el fuero constituye un privilegio que 

se otorga a determinados funcionarios en razón de su trabajo,pero que es 

susceptible de caer en el abuso de tal privilegio, lo que pudiese interpretarse 

"" Golsllin Raül. Diccionario di dvetho penal y ctYnl!oligl1. Eáll: Astr&e1 de Alfredo y Ricardo de t'ahi.I. Eói. Segunda, p. 
508. &JetlOt Arn 1983. 
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como que el sujeto en comento, al cometer una conducta delictuosa, estaría 

actuando en fonna justa. o bic!n que está autorizado por la ley para cometer 

conductas delictuosas, esta observación no deja de percibir que dicha 

inviolabilidad reviste a tales füncionarios para el mejor desempeño de su 

actividad legislativa o para no entorpecerla, aunque no sería dificil que tales 

sujetos cayeran dentro de la seducción de tal efecto. asimismo el proceso de 

desafuero constituye también una forma de entorpecer la administración de 

justicia para el caso de la comisión de un delito y por otra parte, el hecho de 

dar publicidad a una denuncia contra dichos funcionarios constituiría otro 

elemento que pudiese entorpecer la administración de justicia, tomando en 

cuenta que dificilmente tendría ctcdibilida~ y eficacia frente a la situación 

mencionada. Cabe resaltar que el ·sujeto pasivo en el caso de que hubiera 

sido objeto de un delito por parte de aigún funcionario lo tendria en un 

estado de desventaja procesal, considerando que el segundo goza de un 

pri\ilegio dentro del proceso. En sí, el sujeto pasivo se encuentra en 

desventaja y esta situación dificultaría en el ánimo del denunciante para 

publicitar el hecho delictuoso, o bic!n para que se instara la a\'eriguación 

correspondiente de ahí que la cifra negra en la comisión de tales conductas 

es sumamente elevada. 

Así el Maestro Jiméncz de Asúa presupone "Toduvía hoy día se 

discute la 11at11mle=a de estas ilm11111idaJes o privilegios diplomáticos,· 

que Monlesquie11 decía que se amparaban en q11e los represen/allfes de 1111 

pueblo son la palabra del sobermto, y la palabra del soberano debe ser 

libre. "97 

Ir Op. C#:, t. Carden11 Raül, p. t.f1. 
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2.2- La inmunidad. 

Otra modalidad de privilegio gozado por los altos funcionarios dentro 

del desempeño de su trabajo sin duda lo constituye la inmunidad. 

Entendemos por ella; la libertad o excención de alguna carga, impuesto u 

obligación. Se deriva de la palabra latina naunnus, la cual, aunque tomada 

en general significa Don o regalo, empero en su sentido más propio y 

riguroso, no denota sino la carga sin honor, esto es la obligación que nos 

ésta impuesta o nos incumbe por ley, por costumbre o por mandato de un 

superior. 

En un sentido más objetivo de la inmunidad. podría definirse como 

la seguridad material y moral que necesitan especialmente ciertos 

funcionarios para el cumplimiento de sus misiones respectivas, que el 

derecho de gentes reconoce que algunas naciones ratifican por medio de 

acuerdos o tratados, de tal consideración, se desprende que los funcionarios 

adscritos al servicio exterior, disponen de la prerrogativa mencionada y que 

es tomada como elemento criminógeno por el Maestro Raúl Golstein. En si, 

en México el delito de cuello blanco no se dá con frecuencia dado que estos 

se dan dentro de lo que se llama espionaje en el cual se da la militación 

polltica o ideológica, el terrorismo, etc. que son ajenos al tratamiento de este 

trabajo. 

"Por lo que se refiere a los diplomáticos, Manzini ha fijado con 

toda claridad que en este caso, no se trata propiamente de e.rcluír la 
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capacidad del derecho penal a los funcionarios que represe/l/ando a otra 

nación, cometen 1m delito dentro del Estado Italiano; nuis bien afimra, 

las pre"ogativas diplomáticas, reconocidas por el derecho 

consuetudinario intemacional y por algunos tratados admitidos por 

nuestra práctica constitucional y deten11i11adas por la co11ve11iencla de 

garantizar a los agentes diplomáticos extra11jeros la necesaria libertad y 

seguridad en el ejercicio de sus funciones, no son causas de exclusión del 

derecho penal, significa que mientras los diplomáticos permanezcan 

ejerciendo su cargo respectivo, tienen la capacidad de no ser 

perseguidos, pero .una vez q11e cesen en su función, da 111gar a la 

represión por parle del Estado, salvo q11e aquel Gobiemo, que es 

representado por agente dlp.lomático, está de acuerdo en ejercitar la 

acción penal en contra de sus representantes. "98 

Corno es de concluir, esta forma de "privilegios" o "prerrogativas" que 

tienen los funcionarios aludidos, se encuentra dentro del contexto 

internaciona~ y más que prerrogativas responden a necesidades de carácter 

funcional, lo que por tratarse del marco del derecho internacional coloca a la 

problemática que nos ocupa en una situación diferente y solo se menciona 

por considerarse un elemento de carácter criminógeno. 

• 0p. ca. r. ctnltna• Raúl, p. 130. 
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2.3.- El asilo. 

El asilo constituye otra figura de los llamados pri\ilegios 

mencionados, aunque este contiene otras paticularidades. En primer lugar, 

este tiene su origen en; concilios en favor de los miembros del clero, los 

coloca fuera de la juridicción de los jueces laicos, inmunidad, fuero o 

privilegio que recogio en el derecho ·canó11i1co, ha persistido en algunos 

países a resulta de los concordatos con la Santa Sede en segundo ténnino, el 

asilo en el Derecho [ntemacional se refiere a la facultad que tienen los 

Estados en acoger en ·sus embajadas o en los lugares en los que se les 

equiparan a los individuos victimas de persecucion política por otro Estado, 

ofreciéndole su protección. 

Esta figura ha tenido relevancia en sentido político para refugiar a 

detenninados Jefes de Estado y que pennitan emigrar a otros países tal es el 

·caso más reciente de Manuel Antonio Noriega y Víctor Haga de la Torre. 

Esta figura de asilo ha sido adoptada principalmente por latinoamérica, asi: 

en el año de 1889 se firmó por Argentina, Bolivia, Chile, Paraguay, Perú y 

Uruguay, un convenio sobre Derecho de Asilo, en 1928 en Cuba, 1933 en 

Montevideo, etc. 

El planteamiento de el derecho de asilo, obedece fundamentalmente a 

un desplazamiento de orden internacional y de territorialidad, aunque es 

usado también para protección de funcionarios públicos de alto nivel, que 

en ellos encuentran la forma de no ser castigados por las leyes de 
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determinado país. Este privilegio resulta ser muy relativo, puesto que 

protege a muy determinados funcionarios y cuando acoge a alguno su 

repercusión internacional se hace muy difundida realmente. Este privilegio 

es más restringido que los anteriores. en razón de lo antes expuesto. 

Como hemos \isto, algunos autores s·e inclinan por manifestar que 

tales prerrogativas se encuentran revestidas de carácter procesal. mientras 

que otros manifiestan que se tratan de excesiones penales, nosotros las 

citamos porque creemos que constituyen factores criminógenos que en cierta 

medida dan origen a la comisión de los delitos que se tratan en el presente 

trabajo, porque tanto de una forma como de la otra, retardan que estos 

sujetos sean sancionados y que en algunos casos, contribuyan a la 

mencionada elevada cifra negra y falta de sanción por lo siguiente. 
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3.- Causas en la Administración Pública. 

EL delito de cuello blanco dentro de la administración pública en 

general, obedece a causas multifactoriales; el excesivo burocratismo, la 

corrupción que se desplaza en varios niveles, los bajos sueldos, la 

protección entre ciertos funcionarios, la crisis económica, el poder político 

de detenninados sujetos, el dispendio dentro dicha administración. la 

naturaleza de diversos puestos dentro de la misma, la estratificación de 

categorias laborales, la actividad económica realizada por el Estado, el 

sindicalizmo blanco, las excesivas canongías de los funcionarios públicos, 

los malos manejos de los presupuestos a~ignados, la creación de organos 

públicos innecesarios, las estrategias políticas, las políticas laborales 

injustas, la complicidad con los grandes consorcios de parte de la misma 

administración, la falta de ética de los funcionarios, la existencia de 

sanciones inadecuadas, vicios y prácticas arraigadas, la falta del eficaz 

cumplimiento de las obligaciones a cargo de funcionarios públicos, la falta 

de un control que pennita seleccionar a los funcionarios, etc. Cabe resaltar 

aquí que para poder establecer quienes son los sujetos de esta delincuencia, 

es necesario precisar que en la administración pública existe el llamado 

Catálogo General de Puestos el cual, fué instituido por la desaprecida 

Secretaría de Programación y Presupuesto, la cual, clasifica los puestos con 

cargo a la federación de la siguiente forma: mandos medios, mandos medios 

superiores y mandos superiores, estos últimos, como los sujetos de la 

problemática de cuello blanco, pues encajan precisamente en los supuestos 
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propuestos por la criminología moderna en relación a la calidad de los 

sujetos activos, pues estos. reúnen las mencionadas características. 

Suponemos que la economía en sí, está íntimamente relacionada con 

la criminalidad de cuello blanco, su campo de acción es precisamente en el 

plano económico, sus daños son en ese ámbito y el régimen económico de 

todos los paises del globo de alguna manera, se ve afectado por la 

participación de algunos füncionarios corruptos o empresarios y consorcios, 

en lo que respecta en la administración pública: Es responsable y garante 

del recto funcionamiento del sistema lo que en muchos casos fundamentará 

cuando menos, una culpa en vigilatio, sino porque la complejidad de estos 

delitos y el intervencionismo económico del Estado dificultaría al máximo la 

comisión de los mismos sin la convivencia de algunos funcionarios 

concretos. 

La problemática en sí constituye parte de la fonomenología 

económica, aunque esta no es la única, pues el problema re\Íste 

consideraciones primordialmente sociales, las cnales se analizan 

posterionnente. 

Mucha se ha dicho que el gran volumen de burocratismo genera 

corrupción dentro de la Administración Pública, el fonómcno es explicado 

en el sentido que al engrosar el personal burócrata, los sueldos de estos 

mismos tienden a bajar y por lo consiguiente, se obtiene como resultante el 

empobrecimiento de los mismos, de ahi que con las oportunidades 
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especiales que se presentan en el servicio público para obtener ciertas 

evasiones o requisitos para que estos sean vendidos por los empleados 

públicos, pero además existe otro fenómeno: el funcionario público 

intermedio, conforme al Catálogo de Puestos antes aludido, indistintamente 

es empleado de confianza y, por su jerarquía, está sujeto a la Ley Federal de 

Resposabilidades de los Servidores Públicos, por lo tanto, este tiene 

obligación de realizar anualmente una declaración patrimonial en razón de 

que eKista congruencia en cuanto a su desarrollo económico y al sueldo que 

obtiene, los puestos de confianza a los que nos referimos, los sueldos que 

gozan estos funcionarios, son desproporcionadamente más altos que los 

puestos de base y estas pla7.as diflcilmente son alcanzadas por escálafón, 

la forma de obtenerlos obedece a formar parte de una élite que se agrupa 

dentro de cierta unidad administrativa en determinada dependencia. Este 

razonamiento deja entrever que se hace nugatorio el derecho que tienen los 

empleados en función del Servicio Civil de Carrera de la Administración 

Pública Federal publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de 

Junio de 1983. 

En otro rubro cabe mencionar que por el mismo fenómeno de bajo 

sueldo para los empleados públicos, dentro de la Administración Pública en 

funciones de procuración de justicia y administración de la misma y Justicia 

de Paz, se observa el fenómeno de corrupción en forma e!evadísima, tanto 

por empleados como funcionarios, estos últimos que no tienen sueldos poco 

remunerativos, pero que interviene desde sus propias cúpulas para que tan 

indeseable práctica se lleve a cabo. 
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En conclusión podemos advertir que en la Administración Pública la 

figura de la corrupción, el cohecho, In disviación de fondos, etc. obedece a 

que la mecánica gubernamental sigue directrices de corrupción dentro de 

sus cúpulas, así el Maestro Francisco Arguelles afirma: "EL diario 

espectador de la rapacidad de estos. induce a la refexión de q11e el 

gobiemo es 1111 botí11 q11e forma cada 6 años 1111a 1111<.•va clase q11e escala 

nmy rápidamente los más altos estratos económicos y sociales. "99 

Asimismo observamos otra modalidad dentro de la procuración de 

justicia como dentro de las policías, consistentes en torturas, tratamiento 

cruel e inhumano o degradante. secuestros de personas con fines políticos o 

ideológicos, imponer formas de autorizar, violación sistemática y brutal de 

derechos humanos, vengan7.as de orden polltico, etc. Todas estas conductas 

ejercidas bajo el amparo de el abuso de poder, caracteristica del citado 

trabajo. 

Desgraciadamente la Ley de Responsabilidades, el Código Penal y la 

Comisión de Derechos Humanos, aún estan lejos de dar solución a dicha 

problemática y prevalece la frase de Dew D. en donde señala que: "La Ley 

Penal es 1111a telarmla para los 111osq11ilos e Insectos peque1/os, que 110 

atrapa a los ahejorros gordos." 100 

9t Op. CI. Arguehs F~nclsco, p 17 
ioo De Molina Gucl1 P. L• crininalldad ftninciera y dit Cuelo Blanco. Et{(. Bo,ch. Ed. Primef'I. p. 229. 

Balcelon1 Esp~;a 191M. 
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4.- En el poder legislativo. 

Se entiende por poder legislativo a aquel cuerpo de funcionarios que 

por elección popular han sido electos, con el fin de que vote o que participe 

en la creación de leyes. "El que da o establece leyes, Leglsfatoris boni 

offtcium in his do11b11s pottisinnm versa/l/r: pri1111111 u: aperta slmt ets 

dubitatio incida/, ad ipso auctore interpretentun4 non ad a/lis prosou 

affectu"IOI, el artículo 50 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos señala lo siguiente: "El poder legislativo de los Estados Unidos 

Mexicanos se deposita en 1111 congreso general que se dividirá en dos 

cámaras, una de Diputados y otra de Senadores"toi. De lo anterior se 

desprende que los citados funcionarios .se encuentran en una situación 

sumamente importante en la vida jurídica de cualquier país, en ellos se 

deposita la facultad de crear leyes, como ya se mencionó las causas de la 

criminalidad en que pudieran incurrir dichos funcionarios, reside en los 

privilegios de orden legal que gozan y que se mencionaron en apartados 

posteriores. 

La causa sin duda alguna de cometer conductas desviadas en los 

desempeños Parlamentarios o Camerales, obedece a los privilegios que ya 

mencionamos. El fuero, la inmunidad o el antejuicio al respecto cabe señalar 

"para Llllher Cushing, ley parlamentaria amerlcmia, "lo que llama 

privilegio", protege al legislador de persecuciones, de alguna cosa dicha 

o hecha por él, como representmite del pueblo, en el ejercicio de sus 

fanciones bien que ese ejercicio sea regular según las reglas de la 

101 Op. CI. Sctlcht, p. 799. 
1°' Const. Pom:a de lot Esta®' l.Wdot Mrdcanoi;. fi;t, ~a de Oobem&ción, 1985. Mlbko. 
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Asamblea, o Irregular y contra sus reglas; sea que el miembro que se 

encuentre en su lugar dentro de la Cámara, emitiendo opinión -o 

pro111111cim1do 1111 discurso- manteniendo un debate, dando un voto, 

haciendo un informe escrito o co11n111icm1do un infom1e oral, sea en la 

Cámara, o a un miembro; o sea que se luz/le fuera de la Cámara, 

fi111clona11do en las Comisiones o empel/ado en debates o votando en ellas 

o redactando 1111 i1ifon11e que haya de ser sometido a la Asamblea 

legislativa, contra todas las persecuciones, ya seim civiles o criminales, 

por motivo de cualquier cosa dicha o hecha por ellos durante la sesión, 

resultando de sufimción, o en la ejecución de susfunciones"l03, La forma 

de sancionar es expresada en el ártfculo 11 O de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y ·menciona primordialmente, la forma de 

sanción y concretamente fa procedencia del juicio político en los siguientes 

términos: 

"Articulo 110.- Podrán ser sujetos a juicio polltico los Senadores y 

Diputados al Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la nación, los Secretarios de Despacho, los Jefes de 

Departamento del Distrito Federal, los .\fagistrados de Circuito y Jueces 

del Fuero Connín del Distrito Federal. los Directores Generales o sus 

Equivalentes de los orgm1ismos descentrali=ados, Empresas de 

Participación Estatal .tfayo1ista, sociedades y asociaciones asimiladas a 

estas y fideicomisos públicos ... "104. 

110 Op. Cit. F. Cirdenas Raúl, p. 159 
IG4 Comt. Pollllca de los EMados Uridos Me»c1no1. p. 115 
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Por tratarse de sujetos dotados de particularidades legales en cuanto a 

su envestidura, estos requieren de un. procedimiento especial llamado 

desafuero, el cual, se explica con detalle en el artículo antes citado, teniendo 

la Cámara de Diputados y Senadores una función excepcionalmente 

juzgadora a efecto de detenninar la procedencia del desafuero y poner a 

disposición al procesado de las autoridades competentes. Algunos autores 

piensan que dicha instancia solo trata de imponer dilaciones procesales para 

el caso de sanción, pero otros piensan que dicho procedimiento solo está 

impregnado de situaciones pollticas, que solo obedecen a meras 

y no a la administración de justicia: 

purgas 

El privilegio, por lo tanto; es un derecho excepcional, ya que se aparta 

de las nonnas ordinarias que rigen detenninadas instituciones jurídicas. El 

derecho excepcional se contrapone al derecho común, porque se desvía de 

los principios fundamentales, o sea porque contradice las consecuencias de 

tales principios, de los que nonnalmente debieran derivar, toda vez que se 

refieren a relaciones de la vida, que se alejan también de los nonnales, como 

dice Coviello. 

Asf se plantea un arma de doble filo: la inmunidad parlamentaria que 

protege a los senadores y diputados pues que, si bien es cierto que presenta 

la utilidad en cuanto a su naturaleza para el buen desempeño de su función 

democratizante, también lo es que debe tomarse en cuenta que alguna 

conducta contraria a derecho en donde el grueso de la comunidad se vea 
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afectada, lejos de obrar confonne a la democrácia, se estaría cayendo en una 

conducta antidemocrática. 

La inmunidad ciertamente. es muy amplia, pero siempre dentro de In 

esfera de las funciones del parlamentario, pues sólo por el hecho de serlo, 

no está autorizado para cometer abusos y desmanes. Pérez Serrano, citado 

por Linares Quintana , sostiene. comentando In Constitución Española de 

31, "c¡11e el freno debe hallarse en el propio respeto q11e a la /U11ción 

guarde el parlamentario consciente; y además, en el poder disclpli11ario 

de /a Mesa y de la asamNea: seria 1111 mundo que el privilegio reconocido 

para seguridad de la noble misión legislativa o fiscalizadora 110 sirviera 

para agredir imp1me y alevosamente a q11lenes 110 pudieran 

defenderse"IDI. 

1051dem. 
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5. - En el Poder Judicial. 

No puede ser algo mas dañoso que una sentencia injusta, dictada por 

un funcionario que supuestamente haya sido designado para tal profosión 

en donde la rectitud y aplicación o administración de justicia debe ser 

impecable, sobre esta función es importante poner de relieve que tal actitud, 

está dotada de poder de aplicación formal de derecho, conforme a los 

parámetros preestablecidos por la ley, indudablemente t:iles sujetos estan 

dotados de un "poder" el cual permite la decisión de dar un fallo, que dirima 

controvercias en donde están en juego el patrimonio de las personas, su 

libertad, su estado civil, la situación jurídica del trabajo, los negocios 

importantes de dete1minados' grupos empresariales, etc. 

Es precisamente el poder "dirimir" donde se establece la causa 

criminógena de la delincuencia de Cuello Blanco entre los jueces 

magistrados o ministros, aqui vale la pena hacer una distinción en cuanto a 

la clasificación de funcionarios judiciales: 

1) Los ministros de la Suprema Corte son sujetos de juicio político para el 

caso de la comisión de un delito en el transcurso de su trabajo, al igual que 

los jueces y magistrados del fuero común del Distrito Federal confom1e a lo 

establecido por el artículo 110 de nuestra Constitución, por lo tanto, es de 

considerarse que cada uno de los funcionarios judiciales son tomados en 

cuenta por tal articulo. en atención a que son considerados altos 
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funcionarios, lo que hace que caigan dentro del supuesto personal que se 

maneja en el presente trabajo. 

"Por otra parte, si su conducta privada es escandalosa, y si 

públicamente se exhiben realizando actos en contra de la moral o la 

conciencia pública, si bien no se puede sostener la existencia de un delito 

político, la forma en que actúen es suficiente para que se les pierda la 

confianza y que se tome el otro tipo de medidas que ha señalado nuestra 

Constitución, en la que no existe propiamente acusación de la Cámara de 

Diputados y procedimiento y sentencia de la de Senadores, sino petición de 

destitución, ante la Cámara Baja por el Presidente de la República, acuerdo 

favorable de ésta y llcuerdo posterior de la de Senadores, tomados por 

mayoría absoluta de votos, que justifiquen la petición; ocurrido lo cual, 

quedará privado el funcionario judicial de su puesto. 

Aún más, la Constitución, como medida de protección para la alta 

función judicial, establece que antes de pedir a las Cámaras la destitución 

de algún funcionario judicial, el Presidente de la República lo deberá oir, en 

privado, a efecto de apreciar en e-0nciencia la justificación de la solicitud. 

Es indudable que, salvo en el caso de los delitos comunes, va a 

seguirse por prudencia el procedimiento señalado en los dos últimos 

párrafos del artículo 111, y que inclusive, de presentarse una situación 

anómala respecto a un funcionario judicial, se le dé la oportunidad. e-0mo ha 
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ocurrido en algunas ocasiones, de que presente la renuncia de su cargo, 

después de ser oldo por el presidente de la República. 
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6. - El poder como influencia directa. 

El poder, una de las connotaciones más concretas o, que al menos 

para efoctos de la presente investigación contiene la palabra se identifica 

con la capacidad de someter a uno o muchos hombres a la voluntad de 

otros, los cuales detentan un instrumento que permite tal sometimiento. Esta 

reflexión por sí sola, pecaría de simplista, pero si analizamos dicha 

situación en otra óptica, podríamos concluir en lo siguiente: el hombre 

desde los tiempos más remotos sometió a los animales como bestias de 

carga, usa sus pieks para abrigarse del frio, utilizó armas para cazar y 

alimentarse de ellos, etc., todas estas actividades hicieron del humano un ser 

superior en la creación, pero esto no hubiera sido posible si no se 

consideran dos cosas, una de ellas sin lugar a dudas lo fue su inteligencia y 

el desarrollo de la misma y segundo, la capacidad que tuvo para crear 

herramientas a fin de que la consecusión de sus objetivos fuesen más 

fáciles, como el poder de asociación y la socialización, tomemos a dichos 

factores como meros instrumentos que le fueron confiriendo facultades que 

le permitían estar en ventaja frente al resto de las criaturas de la creación. 

Esa ventaja y preeminencia le c0nfirió al hombre algo que solo podría 

definirse como "poder". 

El hombre en su quehacer diario manifiesta poder que se traduce en 

someter a la naturaleza a su interés, como el caso de toda la compleja ~ida 

que el hombre ha creado para su especie en la actualidad, esta situación 

puede traducirse en que el hombre es el rey de la creación, por lo tanto es un 
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ser "dotado de poder", el cual utiliza e-0ntinuameiite para satisfacer todas 

sus C-Omplejas necesidades. 

Aunque el poder mismo que tiene cada ser humano es diverso y 

limitado, en la antigOedad el hombre con mayores aptitudes físicas o el más 

diestro en la cacería ocupaba un lugar distinguido dentro de su e-0munidad, 

en nuestros días el poder es el que detentan los hombres, el cual los dota de 

lugares distinguidos dentro de la comunidad, esto ya no obedece a esos 

factores en virtud del desarrollo, tanto tecnológico como social. Actualmente 

los hombres distinguido~ por el poder que detentan se traduce en poder 

poHtico, económico, ideológico () bien militar. La problemática que se trata 

en el presente trabajo, se refiere al mal uso que se da al poder y en ese 

concepto, es precisamente cuando el poder es usado en contra de los 

principios o parámetros de la misma sociedad en que vive, es decir que 

cuando dicho poder es orientado contra el hombre mismo y en su 

detrimento, rompiendo con una conducta socializadora y que e-0nlleva a una 

contradicción social, únicamente e-0n fines egoístas que benefician a una 

minoría y que constituyen un serio daño a la mayoría. 

De lo anterior se puede concluir que: el poder en si, es una cualidad 

intrínseca del hombre cuyo fin es la subsistencia ya sea para mejorar o 

preservar su existencia, o bien, hacerla de manera armónica con sus 

congéneres y la naturaleza. En sí, el poder al que nos referimos presupone 

inteligencia que de hecho es el atributo máximo que tiene la humanidad y el 
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cual deberá siempre ser manejado con el propósito de llevar bienestar a la 

especie humana. 
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6.L- Concepto. 

Poder es la capacidad, habilidad, energía o esfuerzo para hacer o no 

hacer, provocar o prevenir algo que se estima beneficioso o no. En tan 

amplio sentido, es una calidad o condición que se da no solo en los 

humanos. Sociopolíticamente ha de entenderse por ta•, la facultad de 

imponer la propia voluntad sobre personas, grupos, instituciones y 

organismos, en ocasiones a nivel internacional, a fin de que estos hagan o se 

abstengan de algo o acepten directa o indirectamente lo que en ;:irincipio se 

hallaban dispuestos a rechazar. Por lo común, el poder sociopolítico dispone 

de los medios para imponerse. A menudo se aprovecha de la indecisión, 

incapacidad, indiferencia, complicidad o temor de aquellos a quienes se 

dirige. Elementos favorables de su acción son la corrupción, la ideología, la 

insatisfacción reinante sobre determinadas circunstancias o situaciones, 

afectándose a clases o grupos diversos y actitudes emocionales, respecto del 

pasado más o menos glorificadas desaprensivamente por los que manejan el 

poder o se aprestan a tomarlo. 

El poder en los términos definidos por el ilustre jurisconsulto español 

López Rey y Arrojo, presupone la esencialidad del factor poder en la 

delincuencia que nos ocupa, pues como manifiesta la propia teoría del delito 

de Cuello Blanco propuesta por Sutherland, es mantener que el sujeto de tan 

dañosas conductas se configure como una persona determinada, con 

cualidades que son producto del poder que en si, detentan personas con 

altos cargos en el gobierno o bien en la iniciativa privada, en donde I~ nota 
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distintiva económica es que no presentan estados de necesidad que los 

obliguen a cometer dichos delitos. Sigue diciendo López Rey: " ... como ya 

/11diq11é, puede alegarse que t!I poder se da en la criminalidad co1mín 

pero la diferencia mayor es que e11 la criminalidad no convencional, el 

poder ac/11a11/e es, la más de las veces, de índole instilllcionai. El poder 

así considerado p11ede ser polflico, ideológico, económico, cientlfico o de 

c11a/q11/er otra condició11. "106 

Con tal determinación se deja ver el distingo entre delincuencia 

convencional y de Cuello Blanco y al mismo tiempo señala índole 

institucional, entendiéndose por esta, la actividad estatal que en much.as de 

las veces se ve desempeñada por un alto funcionario gubernamental, lo que 

solidifica el criterio apuntado con anterioridad respecto de la delincuencia 

de Cuello Blanco en el seno mismo de In institucionnlidnd, término que para 

tales efoctos será explicado más adelante. 

'°' Op. Cl. lópoz Royy Am>jo, p. 41 
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6.2.- La política. 

La política se define como: "El arte de gobernar, dar leyes y 

reglamentos para mantener la trm1quilidad y seguridad públicas y 

co11Sen•ar el orden y las buenas costumbres." René Bullman al respecto 

apunta: "El diccionario dice Arte de Gobernar los Estados, detengámonos 

e11 esta dj/nlción puesto que es la corriente admitida ... "107 Advertiremos 

sin embargo que, a la luz de la evolución actual, resulta insuficiente por el 

hecho de que se limita a considerar la política como un arte de gobierno o 

una cienCia del Estado, sin tener en cuenta nociones mas modernas del 

desenvolvimiento del individuo en cuanto a tal, de la evolución de las 

reacciones entre el Estado y, finalmente de las nuevas exigencias en materia 

política que pueden derivarse de estas relaciones. 

El hablar de funcionarios públicos como tales, es de inferir de 

inmediato que dichas personas se encuentran en la ejecución de las tareas 
'' 

propias del Estado, particularmente de Secretarios de Despacho, Ministros . 

de la Corte, Directores de Organismos Descentralizados, etc. es indudable 

que parte del poder Estatal (político) se encuentra depositado en dichos 

funcionarios, detentandolos de poder de ejecutar, decidir, discrimar, en fin, 

tomar decisiones en las cuales se vea reflejado el poder del Estado cuando 

se dedique en la ejecución o más bien en el abuso del mismo se habla a lo 

que López Rey define violencia institucional: "la relació11 entre violencia 

Institucional y criminalidad implica 1111 condicionamiento socioeconómico 

y po/ltico que 110 siempre es fácil de detem1i11ar y que ha sido 

'º' Bulnan R•ne. lrUoducclón a la Política (e""ya) Ed. l.bro1 de Mir.lid. Ed. S4pttna, p. 15 Bu.no• Aí'H Atgtntina. 1Q63 
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escasamente estudiado por la crlmi11ologfa tradicional. Sin embargo, la 

relación se estima como establecida por nn1cl10s gobema11/es f11nclo11arlos 

encargados de aplicar la ley, sel1alada111e11te la penal, los profesionales 

estudiosos de Teoría Po/ltica, Sociología, Derecho Penal y otras 

disciplinas, y también por deli11ct1en/es adultos y juveniles, 

revolucio11arios, refon11adores, medios de infomUiclón y amplios sectores 

de la opinió11 pzíblica, la impresión creada es de certidumbre sobre la 

referida relación, pero stl i11/erpre/ación, en especial ct1ando se /rala de 

detem1l11ar si la indicada viole11cla se halla o no justificada, es una 

pregunta que no recibe. siempre respuesta satisfactoria, partlculam1e11/e 

cua11do fi11alidades políticas, ansias ideológicas, l11teréses econó11ilcos y 

otros se mezclan en la cuestión. "108 

Ahora bi<!n, que se entiende por institucional: "El concepto dado 

slg11ifica que la i11stilución aq11l considerada es 110 sólo e11 lo social o 

eco11ómico, si110 esencialme11te en lo polilico, un tém1i110 que hoy e11 d/a 

tiene más amplitud que en el siglo XLY y primeras decadas del AX Con 

lodo esto y dado que lo po/itico 110 puede separarse /aja11/emenle de los 

otros dos aspectos, puede abrin>ladamen/e decirse que la institución aqul 

considerada podrla denominarse poi/Neo-social, i11cl11so cuando stl 

función tiene w1 afca11ce económico. Instituciones sociales son las 

dedicadas al bienestar, la educación, la asisle11cia médica, los fines 

científicos y 11mchos otros, incluídos los caritativos, pero raramente 

poseen la autoridad política st¡ftcien/e para compeler a hacer o no hacer 

11" Op. CI. Lópu Rey p. 5D 

'°' Op. CI. p. llO 
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algo y, al realizarlo, reducir o afectar la efectividad de un derecho 

humano."109 

La causa política es detectada de inmediato como factor criminógeno 

pero no la política y su ejercicio por sí sólo, sino el mal manejo de la misma. 

En si, puede decirse que el poder que contiene la misma política, seduce a 

quienes sucumben a su mal uso o abuso, lo que al respecto debe seleccionar 

a quien tenga tal ejercicio y no solamente formar élites de poder como se 

acostumbra en nuestra administración pública. La selección no solo debe 

presentarse en cuanto a las actitudes de honestidad, sino de buen 

desempeño de las funciones públicas. 
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6.3.- Las clases sociales. 

Dentro del contex10, de las diferencias que existen entre los hombres 

que viven en una sociedad predeterminada y que penniten un tránsito 

diverso dentro de la misma. lo constituye indefectiblemente la economía y 

su distribución, al respecto Hans Freyer apunta; vinculaciones basadas en la 

igualdad de interes económico o más concretamente vinculaciones basadas 

en una misma situación económica que se halla detenninada necesariamente 

a su vez por el mercado. 

Con tal determinación, el factor detenninante de la clase social 

apuntada por Freyer, l:ondiciona al individuo a pertenecer a una u otra clase 

social, en función de la situación económica en que éste se encuentre, 

condicionado por el mercado, es decir, en su capacidad de compra o poder 

adquisitvo. Esta nota distintiva pennite afinnar que aquellas personas con 

un mayor poder adquisitvo pennitiría un mayor desplazamiento en fonna 

vertical a las clases altas, en las cuales se encuentra detenninado el sujeto 

participe en la delincuencia de Cuello Blanco. 

Asimismo podemos definir el concepto de clase social de la siguiente 

fonna: "la clase social implica más fom1as comunes de vida, una 

col11cide11cla de i11teréses, 1111a co11cle11cia de esas concordancias y de la 

referencia colectiva frente a las otras clases. La clase social puede 

considerarse como 1111 co11ju11to de individuos con características connmes 

que los identifican e/l/re si y los diferencian de otros c01ifuntos de 
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Individuos en cuanto a diversos criterios de va/oracidn y los 

interrelacionan de acuerdo a la función· que desempeflan en la estructura 

social globaf'l IO. 

Es importante poner de relieve la definición de clase social en el 

sentido económico, por<JUl'. en esa dirección se enfoca nuestro 

cuestionamiento, así, las clases se clasifican en fonna simple: clase alta, 

media y baja, siendo la primera con un acervo económico y de poder. 

Asl podemos inferir lo siguiente; todos los que rec:laman acceso al 

poder pertenecen a una misma y determina~a categoría social, en el ~o de 

la cuál se asemejan por ciertos rasgos comunes típicos, entre los que el 

grado de riqueza ocupa un primer lugar. Por su parte, los que defienden sus 

privilegios políticos integran también una categoría detenninada, en el seno 

de la cuál, se asemeja a su vez por ciertos rasgos tí picos opuestos a los de 

los primeros. 

'"-c..dn~~dolapobladdnydolotJ11!>01soclaln.RMlldolaF-dl-dt 
Mtlko. TomDXXXl',lnl)"IHQQ1lto Hit. HOn.o Ulp.121. "'*°tea. 
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6.3.1.- La clase baja burócrata. 

Analizar a las clases sociales en México con re'1ción al trabajo que 

desempeñan nos obliga a hacer un distingo entre las tres clases que la 

doctrina nos señala: la clase baja, media y alta. Pero al respecto cabe 

apuntar: Gran parte de la población mexicana podrla clasificarse entre la 

clase baja, tomando en cuenta que traba.in con sus manos, viven en niveles 

cercanos a la mera subsistencia, ha recibido poca o ninguna educación, se 

enfrenta a la falta de salubridad a las enfermedades, a una alta tasa de 

mortalid:id y a la pobreza en general. 

Tratándose de trasladar esta descripción a los trabajadores que 

prestan sus servicios a la administración pública, encontiaremos que las 

caracterlsticas antes descritas encajan en los trabajadores de base conforme 

lo dispone la Ley Federal de los Trabajadores ai Servicio del Estado, los 

cuales pueden desempei!ar puestos diversos como el caso de intendentes, 

afanadores, mecanógrafos, archivistas, oficinistas, mensajeros, y hasta 

profesionistas, ingenieros, médicos, abogados, etc., los cuales reciben 

ingresos sumamente exiguos y que no permiten en forma alguna desplazarse 

en forma vertical a otra clase social, asimismo, a éste tipo de personal de 

base, le es nugatorio el servicio civil de carrera, por lo que un ascenso dentro 

de la administración pública es casi imposible. Es importante tomar en 

cuenta éste rubro, en cierto modo, no coincide lo señalado en la cita 

inmediata anterior,al señalar el bajo nivel educativo de la clase social de 

referencia, como ya se mencionó, el personal que ostenta títulos o estudios 
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profesionales, no se encuentra en un estado de baja educación. Tal situación 

pone en lugar muy particular a la clase baja burócrata en México, asf como 

se hace nugatorio el ascenso a plazas de confianza, también se presenta la 

dificultad que para ocupar puestos más remunerativos es menester fonnar 

parte de una élite que detenta u ocupa los cargos más remunerativos, de tal 

menem que el sistema laboral a efecto de obtener un ascenso vertical dentro 

de las categorías laborales se encuentra sumamente viciado. 

Por otro lado, la Ley .de Premios Estímulos y Recompensas,tampoco 

constituye un arma efic¡¡z en el desplazamiento vertical del trabajador, en 

virtud de ofrecer soluciones su.mamente pobres y que no constituyen un 

beneficio concreto. 

Asimismo, se debe hacer mención que en los delitos cometidos por 

servidores públicos o empleados públicos en el transcurso de sus trabajos, 

no constituyen delitos de Cuello Blanco, en primer ténnino, por ser 

cometidos por personas de bajos ingresos, en segundo ténnino, porque en la 

mayoría de los casos el sistema laboral que facilita tales ilicitos, está 

vinculado directamente con una mecánica corrupta que proviene de las 

cúpulas más altas, asimismo el trabajador que fuése presunto responsable 

de las mencionadas conductas, no presenta privilegio alguno y generalmente 

son sacrificados a efecto de ocultar a los funcionarios que vician estos 

si~tcmas. Ahora bién, cuando un~ de estos sujetos son culpables de dicha 

delincuencia en el transcurso del trabajo, sólo estariamos hablando de una 

delincuencia de orden convencional. 
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Cabe resaltar que la clase baja burócrata lejos de estar directamente 

involucrada con la delincuencia de Cuello Blanco, se constituye en sí como 

victima de la misma. 
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6.3.2.- La clase media burócrata. 

"la clase media me.rica11a constituye 1111 sector complejo, sin 

cohesló11 interna, profundamente disperso y contradictorio y en el q11e se 

advierten las posiciones más distantes y encontradas entre sí, q11e en 

parte exhiben el natural deseo de escalar el nivel de la burguesía y en 

parte el temor de pro/etarizarse. Esta clase estáfommda por centenares 

de miles de peq11e11os productores, comerc/cmtes industriales, arlescmos, 

agricultores, etc., así como de un número mayor de estudla11/es, 

profesionistas e inte/ec/11a/es y sobre todo, empleados públicos y privados 

a nivel intemred/o. "111 

En la administración pública, ésla clase social desempeña una 

actividad igualmente intennedia, se coloca en lo que se denomina en la 

administración pública como mandos medios, estos sujetos se encuentran 

reguladas por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, de confonnidad como lo dispone el Artículo 80 de la Ley en 

comento y que a In letra dice: "tienen la obligación de presentar 

declaración anual de sil11ación patrimo11/a/ ante la Secretarla, bajo 

protesta de decir verdad: 

JI En el Poder Ejecutivo Federal: todos /osfi111cio11arios, desde el nivel de 

jefes de departamento Itas/a el Presidente de la República. 

11t Op. a. sandlN Cordtr0, p p. s~. 535 
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/// En la Administración Pública Paraestatal; directores generales, 

s11bdirectores y sen:/c/ores públicos eq11ivalentes a los orgcmismos 

descentrali::ados, empresas de participación estatal mayoritaria y 

sociedades y asociaciones asimiladas y fideicomisos. "112 

La Ley en éste sentido arranca desde el puesto de Jefe de 

Departamento, como sujetos de la Ley en cuanto a la aplicación de la 

declaración anual de situación patrimonial, así como los puestos análogos o 

similares, estos puestos llamados mandos medios constituyen sin lugar a 

dudas la clase media bur.ócrata, el espíritu del legislador es dejar planteado 

que desde ésta jerarquía, el funcionario puede hacer mal uso del cargo o que 

al menos se hace necesario el hecho de mantenerle vigilado con la citada 

declaración patrimonial, aquí vale la pena hacer notar que en cierta forma 

los funcionarios colocados en un mvel intermedio (Jefes de Departamento, 

Jefes de Unidad, Subdirectores de Arca, Directores de Arca, etc.) de alguna 

forma ya se encuentran involucrados dentro de esa élite que 

mencionabamos, aunque su jerarquía intermedia los coloca en una situación 

un tanto inestable pues al igual que la clase media, esta teme proletarizarse 

o mejor dicho, caer en situaciones laborales inferiores y sus objetivos 

apuntan a escalar en forma vertical puestos de mayor jerarquía, teniendo 

como modelo los puestos de mandos superiores que contiene una 

connotación política mucho más importante. 

Otro punto de vista interesante es que precisamente en éste rango se 

da la plataforma de despegue hacia la delincuencia de Cuello Blanco, 

'•;ley Fedenil de Responsab1bda:dn de los ServidOIH PUbllco1. Edit .. por la Secretarla de la Cortralorla Geneni/ dt la 

F~eión. p. 55 M6dco 1984. 



154 

aunque una conducta contraria a Derecho, en esta jerarquía no puede 

llamarse de Cuello Blanco en estricto sentido y por lo prescrito en la Ley de 

Responsabilidades, aunque estos sean sujetos de Ja Ley no son conductas 

cometidas por altos ti.mcionarios en sentido estricto. tomando en cuenta que 

sus ingresos no pueden ser considerados como tales. 

Otra nota <listinti,·a que encierran estos sujetos lo es sin duda que 

todos son considerados por la Ley Burocrática Laboral como de confianza, 

lo que desde el punto de vista de estabilidad dentro del cargo Jo hace 

sumamente inestable, y lo pone frente a los trabajadores de base en seria 

desventaja en cuanto a sus derechos laborales y sólo disfrutan de la 

seguridad social y las normas' protectoras del salario. 

Asimismo, estos sujetos son los más vulnerables en cuanto a las 

sanciones que la Ley sefiala para el caso de incumplimiento de la misma y 

es frecuente encontrar mandos medios sancionados por la Ley. Se presenta 

un fenómeno curioso al observar que éste tipo de servidores públicos son los 

más afectados por las sanciones que la Ley impone en su Articulo 53 que a 

letra dice: 

"Los sancione~ porfi1lta aJ111/11istrativa co11stitu/rá11 e11: 

1 Apercibim/e/llo prirado u ptiblico 

fl Anw11estació11 prime/a o pública 

111 Suspensión 
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IV Destitución del p11esto 

V Sm1ció11 eco11ómlca e l11habilitació11 temporal para desempeñar 

empleos, cargos o co111isio11es en el servicio públlco".JJJ 

Mas sin embargo es dificil encontrar mandos superiores sancionados, 

por lo que no es adecuada la función que la Ley está operando, ya que 

únicamente en casos remotos se san~iona mandos superiores, pero 

generalmente son maquillajes de situaciones políticas muy concretas. 

112 Op. CI. ley de Responsabildades, p. 43 
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6.3.3.- La clase alta burócrata. 

"La clase alta mexicana está fonuada por los grandes agriC11/tores 

y ganaderos, los industriales, los comerclm1tes, banqueros y fu11cio11arios 

públicos, civiles y aun militares y eclesiásticos, que a la vez que 

conce/lfran y exp/otim la mayor parte de la riqueza económica, i11jluye11 

e11 la estnicutra del poder y controlan los mecanismos no 

guhemamentales a traves de los cuales se toman las de mayor 

importancia. 

La clase alta burócrata está constituida más o me11os co;zo lo 

señala el artíC11lo 11 O co11stitucio11a/ y podrá11 ser si¡jetos de juicio los 

Senadores y Diputados al Congreso de la Unión, los Mi11/stros de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarlos de Despacho, los 

Jefes de Departamelllo Administrativo, el Jefe del Departamento del 

Distrito Federal, los Magistrados de Circuitos y Jueces de Distrito, los 

Magistrados Jueces del Fuero Connín del Distrito Federal, los Directores 

Generales o Sl/s equivalentes de los organismos descentra/Izados, 

empresas de participación eslalal mayoritarios, sociedades y 

asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos ... "114 

Aunque podríamos entender por funcionario público o alto 

funcionario al Servicio de la Administración Pública Centralizada o 

Paraestatal, como aquellas personas dotadas de un gran poder de dirección, 

decisión, mando, conciencia, vocación de servicio, conocimiento, capacidad 

114 Op. CI. Const. Poi. de M6xico p. f18 
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de resolución de problemas, templanza, etc., pero con una peculiar nota que 

los hace muy particulares: que estos individuos gozan de posiciones sociales 

sumamente altas, sueldos y estipendios elevados, así como los presupuestos 

que éstos mencionan. De lo anterior se puede· inferir que las mencionadas 

personas no pueden encuadrarse en estados de necesidad para adquirir en el 

campo patrimonial o económico, a menos que sean seducidos por un factor 

sumamente común entre los humanos: la avaricia. "El i11stinto de 

conseniación se manifiesta buscando los medios necesarios para sos1e11er 

la vida del individuo; alime111ació11 habitació11 y wstido, como todos los 

lnstinlos, fimcio11a por rm es/Ínnilo interior por el cuál, el ser vlvlel//e es 

detenninado a alguna acción espo11tánea que cuando crea algú11 conflicto 

con las leyes, /11nciona como pote11/e ca11sa criminógena. la avaricia, 

pasió11 degradan/e, corroe el se111imien/o de sociabilidad, el ávaro falta a 

sus obligaciones de asistencia familiar, se hace responsable de omisión 

de socorro a q11ien lo necesita y en defe11sa de sus bienes, es capaz de 

todo exceso" 115. 

Otro de los elementos que pueden condicionar las conductas 

desviadas a las que hacemos referencia, puede constituirlo el lucro como 

factor criminógeno: "L11cro es cualquier gm1mrcia o provecho que se saca 

de algo como móvil de las acciones h11111anas, coloca frecuentemente al 

individuo en el terreno del deliro y tiene de ese modo i111portm1te 

repercusiones penales, numerosas jig11ras delictivas consideran al l11cro 

elemenlo co11stillltivo de ellos. 

'tS Op. Cit. Gokfs!Hl Raü/ p. n 
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El propósito de lucro que suele ser móvil habitual de casi todos los 

delitos contra la propiedad, no es manifestado expresamente coma lo 

hacen ciertos Códigos en el hurto o el robo y ello ha dado lugar, a 

complejos problemas cuando la cosa hurtada dispone después el ladrón 

para obtener el provecho que tuvo en mira o cuando el objeto material 

de estos delitos, es una cosa sin valor en las relaciones de cambio. 

El cohecho, la malversación de caudales públicos, las exaclones 

Ilegales, el prevaricato, el encubrimiento, la falsificación, los fraudes al 

comerr:lo e industria, eje., son otras tantas conductas delictivas cuyo 

móvil frecuente nomUll es el luc.ro, aunque la Ley Penal no lo señale' coma 

elemento constitutivo ontológico y por ende, indispensable para su 

tipificación. "116 

Por otro lado cabe mencionar Ja siguiente cita, que nos permite tener 

un concepto aún más claro de lo que significan los factores criminógenos. 

"Lofimdamental en otros ténninos, no es la vinculación a tal o cuál 

actividad considerada aisladamente o Incluso la relación con otras, sino 

la estrecha Intercomunicación, mm la festón de lnteréses que e:<isten en 

los más altos estratos de la burguesla. A nivel local o regional resulta 

más fácil comprobar el fenómeno: en las zonas agrícolas mademas 

ab
0

undan los agricultores ricos; pero el que alguien explote 300, 500 ó 

1000 y mm más hectáreas de riego, no quiere decir que no se lige de 

cerca a la industria, al comercio, incluso a la banca y la política regional. 

111 &dtm. 
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Y lo que a manera de ejemplo decimos de los agricultores, va/drla para 

cualquier otro sector: ab1111d1111 los comerciantes que se co1Tvierte11 en 

Industriales y viceversa; los f1111cio11arios príblicos que se vuelven 

empresarios privados y los comerciallles 1¡11e se la11::a11 a fa polítim y 

triwifa11. "1 P 

111 Op. CI. Sjnchez Cordero 



160 

Capítulo IV 
Trascendencia e implicaciones cie la delincuencia de Cuello 
Blanco. 

1.- Pincipales implicaciones. 

El tránsito de h delincuencia de Cuellc> Blanc~ <Jentro de las 

sociedades por las que ha pasado la humanidad, ha sido constante en el 

transcurso de la historia y en los diferentes tiempos en que la humanidad la 

ha sufrido, ha tenido implicaciones diferentes con la modernización del 

mundo, sus cómplejas estructuras sociales, políticas y económicas, ha 

permitido que el problema actual se complique a un alto grado y hablar de 

las implicaciones, no ofrece una tarea sencilla pero si urgente de resolver tan 

grave problemática. 

En primer término es evidente resaltar su connotación de carácter 

social, sus orígenes se encuentran precisamente en el contexto de lo social, 

éste se ha configurado por la conjugación de varios procesos económicos y 

sociales paralelos, el desarrollo económico desigual y el Sistema 

Institucional viciado por prácticas ancestrales, ha provocado disconomías y 

costos sociales que han deteriorado la vida en su calidad humana. 

En el plano jurídico se demuestra una regulación poco adecuada y se 

circunscriben a purgas políticas e inadecuados tratamientos de sanción, así 

como incidencias concomitantes de tipo laboral, asimismo la legislación 
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actual carece de una aplicación ade<:uada, tomando en cuenta que en la 

maymia de los casos es inaplicable. 

En el plano económico, su connotación es sumamente trascendente. 

¿ En qué consiste el interés principal del poder económico cuya posesión y 

organización se disputan las clases '? indudablemente en la facultad de crear 

u orientar la vida económica en un sentido favorable a las clases poderosas 

a cualquier costo, incluso sacrificando el interés general por el particular. En 

Ja política se advierte una élite de poder que cierra las puertas a los cargos 

públicos elevados, constituyéndose como una élite favorecida por los erarios 

públicos, encaminando los mismos para satisfacer necesidades egol~tas y 

utilizando el poder político en beneficio de intereses particulares 

completamente ajenos al beneficio de Ja 'colectividad y en perjuicio de ella. 

También se deja entrever una complicidad manifiesta entre los grupos 

empresariales, que en muchos de los casos los ex-políticos o ex-funcionarios 

públicos más tarde llegan a convertirse en empresarios. 

Otra implicación importante lo constituye la reacción ante los 

gobernadores, que en muchos casos va desde la aprobación manifiesta de 

dichas conductas hasta la falta de credibilidad de determinados sectores en 

la actividad institucional del Gobierno. Otra modalidad de conductas 

reforidas Jo es la propuesta de estos en cuanto a su sunción que va desde In 

imposición de una multa hasta la pena de muerte. 
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1.2.- En el plano económico. 

En éste renglón es importante poner de manifiesto que dicha 

delincuencia se concentra en una clase social bien determinada, 

constituyéndose en clase preponderante: "Las personas se relacionall 

porque entre ellas existe 1111 mayor o menor sentido de identidad, r111 

mayor o menor comportamiento de illfereses; están conscientes de sus 

valores semejantes, de sus relaciones reciprocas y son capaces de 

diferenciarse a si mismos frente a los miembros de otros gropos 

sociales. "118 

En tal sentido, las clases poderosas más o menos siguen un patrón 

conductual definido encaminado a la obtención de riqueza o al poder 

mismo; Todos los que reclaman el acceso al poder pertenecen a una misma 

y detenninada categoria social, en el seno de la cuál, se asemejan a ciertos 

rasgos comunes típicos entre los que el grado de riqueza ocupa un primer 

lugar. Por su parte, los que defienden sus privilegios políticos, integran 

también una categoría determinada en el seno de la cuál, se asemejan a su 

vez en ciertos rasgos tlpicos opuestos a los de los primeros. Obviamente los 

rasgos típicos expuestos presuponen afinidad entre los grupos sociales que 

detentan el poder sobre el particular, sería importante al respecto apuntar lo 

siguiente: 

"Los miembros de la clase alta tienden a caracterizarse por: 

1.- La posesión de la ric¡ue:a, prestigio y ocio 

111 Azuara P•ru lun<to. Sociologla. Edit Porri1:1. Etl. ruan. p. tle U6doo 1077 
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2. - Un alto nivel de vida material y social 

3.- Generalmellle u11 sentimie11to de org11/lo de su linaje 

./.-Costumbres y co11ve11cio11es sociales 'refinadru'. "119 

El terreno económico en el que se desenvuelve ésta clase social. es un 

medio fuvorable para tener acceso a los vínculos del poder y constituye por 

sí mismo, una repercución social y económica que permite el desarrollo de 

la delincuencia en cuestión, la cuál, es una caracterlstica diferencial 

económica en cuanto al desarrollo del individuo en el medio social, es decir, 

la posición económica se: constituye como una nota distintiva en la que se 

encuentra inmerso el sujeto, el cµál, se desarrolla dentro del medio. 

En segundo término, la . repercución económica con una mayor 

significación en éste contexto, lo constituye el costo social que infieren éstas 

desviadas conductas. "Los estudios sobre el costo social de los delitos 

conve11clonales so11 escasos y 110 está11 actuali=ados, en el caso de los 

paises 11orteamerlca11os, pero tratándose de delitos de Cuello Bla11co son 

prácticamente 11ulos por 111S numerosas dificultades para lograrlo. En 

algu11os paises se brl11da11 infonnes sobre las pérdidllS oc11Sicmadas por 

fraudes fiscales, que e11 los Estados Unidos oscilaron algunos mios atrás 

(1967) entre los 25 y los -10 mil millones de dólares y por rn1tas ilegales 

de droga 500 millones de dólares. En Canadá, los especialistas de la 

p~licía en delitos eco11ó111icos iwsfigaron (/975) sobre 2 600 casos que 

habían ocasio11ado pérdidas por 111cís de 200 millones de dólares. la 

mi/ad de las quiebras en Quebec (/965) se considemron fmud11le11t11S y 

1111 Op. CI. p. 531 
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ocasionaron pérdidas por cerca de 77 millones. En Francia los fraudes 

fiscales se estimaban en el mio de 1972 en 25 351 350 000 francos, lo q11e 

slg11iflca entre 11n 20 a un 25% del presupuesto del país o el equivalente 

de Jos créditos a la ed11cació11 naclo11al. "llO Este costo constituye en fonna 

desproporcionada una ganancia i1fcita para aquéllos que cometen tales 

delitos, aunque este costo podría verse en otra óptica, como lo señala el 

Maestro Manuel López Rey: "Au11q11e el tém1i110 debe entenderse 

ampliamente, no Ira de ide111tficarse con el corrle11teme11te dado a los 

delitos contra la propiedad Cubre mayom1ente, pero 110 sólo las 

actividades /leYadas a cabo por empresas, entidades, organizaciones y 

grupos de muy diversa nat11raleza que persiguen un beneficio económico 

por lo general de derta importancia en diferentes áreas del desa"ollo 

J11d11strial, comercia/, allme111iclo, técnico, ele. Los más significativos son 

el soborno, cohecho. corrupción, co11cesiones t11d11striales, comercia/es, 

financieras, urbanista~. etc., prohibidas por fa ley; importacio11es y 

exportaciones ilegales de capital, mercancías, prod11ctos, etc.; Indebido 

uso de fondos plÍhlicos o p11mdos, prevaliéndose de 1111a condición 

financiera, oficial, politica etc.; lograr bajo falsos pretextos subsidios o 

prestaciones, pagos. ele. "121 

En México, cuantificar el costo social que significa la delincuencia de 

Cuello Blanco es dificil de establecerse. pero si bien es cierto que ésta es 

cuantificada en dinero, también cobra \ÍCtimas humanas al causar pobreza 

en detem1inados núcleos sociales. Esto agrava el cuestionamiento al 

reflexionar que en caso de dcs\'iación de cuada!cs públicos, estos 

110 Op. Cl. Del Pode p. 24 
m Clt'. op .. el. LOpct Reo¡ y Mojo, p p. 20, 21 
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constituyen o se logran por los impuestos, contribuciones y derechos que 

son pagados por el pueblo mismo. 

El aspecto económico de la delincuencia de Cuello Blanco constituye 

la piedra angular del problema, pues en sí, la delincuencia de referencia 

tiene como aspecto fundamental el económico, lo patrimonial y en el poder. 
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1.3 .- Desde el punto de vista jurídico. 

Las implicaciones jurídicas que llega a engendrar la delincuencia de 

Cuello Blanco en los funcionarios públicos mexicanos, significa una de las 

partes más complicadas en el desarrollo del planteamiento. Al respecto, en 

nuestro pa(s existen ciertas Leyes y Códigos que regulan, en cierto modo, 

las conductas puestas en análisis, sin embargo, uno de los aspectos más 

importantes lo es el hecho de aplicabilidad y eficacia de la morma "que 11na 

nom10 valga quiere decir algo dlsflnlo a afim1ar que ella es aplicada y 

obedecida en los hechos. mm C11m1do entre la validez y efectividad pueda 

constilulrse clerla te/ación. Una nom1a jurldica sólo es considerada ~orno 

una norma j11rldica válida C11m1do el comportamiento l111mm10 que ella 

regula se le adecúa en los hechos, por io menos hasta cier/o grado. Una 

nom10 que e11 ni11g11n /11gar mmca es aplicada y obedecida, es decir, una 

nom10 que, como se suele suceder, no alcanza cierlo grado de eficacia, 110 

es considerada como una nomraj11rldica válida. La eficacia es condición 

de validez en aquella medida en que la eficacia debe aparecer en la 

imposición de la nom10 jurldica, para que no pierda su validez. En ello 

co"esponde prestar ate11cló11 a que bajo la noción de la eficacia de una 

norma jurldica que en/a:a a una detem1inada conduc/a como co11dició11, 

una sanción como cousec11e11cia, 110 ha de entenderse 1í11ica111ente el hecho 

de que esa nonna sea aplicada por órganos j11ridicos y en especial, por 

los lribrmales -esto es, que la sanción sea ordenada y cumplida en 1111 

caso concrelo-, si no también el hecho de que esa nom1a sea acatada por 

los sujelos sometidos al orden1i1rídico. "122 

lnl(tlMnHant. Teorlapu'l:d.IDer.eho. Edl. IJNA.M. Ecl. ~-P· p. 28.55, México Js>82. 
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Esta serie de cuestionamientos son vertidos en la creciente deficiencia 

de los ordenamientos jurldicos que pretenden nonnar tales conductas, 

aunado a lo anterior, existe el problema de que ~stas conductas no son 

sancionadas. Marcó del Ponte afinna el elevado grado de impunidad, así 

como la falta de publicidad y ejercicio de la delincuencia. Asimismo es de 

reconocerse que la problemática en cuanto a la eficacia de las normas 

jurldicas no es un problema privativo de nuestro pals, sin embargo, la tarea 

que realiza nuestra legislación, deja entrever una teleología más política que 

jurídica: "La finalidad de la crlminalizac/ón es la de protección penal de 

la sociedad nacional e internacional cada vez más entrelazada. "123 

Es importante resaltar que la sociedad en si, como estructura humana 

con derechos inherentes a su condición como lo son la libertad, la dignidad, 

la vida, etc., sean jurídicamente tutelados en esa dirección,"que si bién la 

respetabilidad juega un papel importante en toda la sociedad, capilalls/a 

o no, existen hay elementos más que suficientes para concluir con la 

crlmi11alidad de respetables contra no respetables. Se estima nmcho más 

grave que la cometida entre éstos y prueba de ello es la indo/e oficial, 

semiofictal, eco11ómica, ele. "124 

En el plano laboral cabe señalar que la regulación que ofrece la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado al distinguir trabajadores 

de base y de confianza, repercute en una disparidad en cuanto a los 

derechos de algunos determinados funcionarios o supuestos funcionarios 

públicos, los cuáles, en forma invariable son considerados de confianza. 

"'Op. CI. López Rey. p. 12~ 

l'4 lbld. dem. p. t2l 
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''Artículo 5o. Son trabajadores de conjlon::a: 

l. Los que in1egra11 la planta de la Presidencia de la República y 

aquellos cuyo nombramiento y ejercicio req11ieran ele la aprobación 

expresa del Presidente ele la República. 

/l. En el Poder Ejecutil'O, los de las dependencias y los de las 

enlldades comprendidas dentro del régimen del Apartado "B" del 

artículo J 23 Co11stltuclo11al, que desempel1en funciones que confonne a 

los catálogos a que alud~ el articulo 20 de esta Ley semi de: 

a) Dirección, como consecuencia del ejercicio de sus atrib11clones 

legales, q11e de manera pem1anente y general le confieren la 

representatlvldad e implican el poder de la decisión en el ejercicio del 

mando a nivel de Directores Generales, Directores de Area Acfjrmtos, 

Sub-Directores y Jefes de Departm11e11to. 

b) lnspecció1~ vigilm1cia y fiscalización exc/11sivamente a nivel de 

jefaturas y subjefaturas, cuando estén considerados en el pres11p11esto de 

la dependencia o entidad de que se trate, as/ como el personal técnico 

que en fomia exc/11siva y pe111u111e11te esté desempe1ia11do tales fi111ci011es 

ocupm1do puestos que a la fecha son de co11jla11=a. 
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e) ,\/anejo de fondos o mi ores, Cllando se implique la facultad legal 

de disponer de éstos. detem1immdo sr1 aplicación o destino. El personal 

Je apoyo 1¡u11Ja e.rcluido. 

d) Auditoria: a nirel d11 Auditores y Sub-Auditoros Generales. as/ 

como el personal técnico que enfom1a exclusiva y pemwnente dese111pe1ie 

tales funciones, si11111pre que presupuesta/me11te depe11da de las 

Contmlorías o de las A reas de Auditoría. 

e) Control directo Je adquisiciones: cuando tenga11 la 

representación de la depenJe11cia o entidad de que se trate con facultades 

para tomar decisiones sobre las adquisiciones y compras, así como el 

perso11a/ encargado de apoyar co11 elementos técnicos estas decisiones y 

que ocupe puestos presupuesta/mente considerados en estas áreas de las 

dependencias y e1111dades con tales características. 

J) En almacenes e inventarios, el responsable de autorb1r el 

ingreso o salida de bienes o valores y sr1 destino o la baja y alta en 

lm•entarios. 

g) fm·estigación cielllíjica, siempre que implique facultades para 

deten11i11ar el se11tido y la fo mm de la lnvestlgadón 1¡11e se le l/el'e a cabo. 

hj Asesor/a o Crms11/toría, únicamente cuando se proporcione a los 

siguientes sen•ldorcs públicos superiores; Secretario, S11h-secre1<1rio, 
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Oficial Mayor, Coordinador General y Director General en las 

dependencias del Gobiemo Federal o sus equivalentes en las Entidades. 

i) El personal adscrito presup11estalmente a las Secretarias 

particulares o Ayudantías. 

j} Los Secretarios Particulares de: Secretario, Sub-Secretario, 

Oficial Mayor y Director General de las depe11de11cias del Ejecuth•o 

Federal o sus equiva/e11tes en las entidades, asi como los destinados 

presupuestalmente al servicio de los funcionarios a que se refiere la 

fracción I de éste Artículo. 

k) Los Agentes del Ministerio Público Federal y del Distrito 

Federal. 

1) Los Agentes de las Po/lelas Judiciales y los miembros de las 

Palie/as Preve11tivas. 

Han de considerarse de base todas las categorlas que con aquella 

clastflcaclón co11stg11e el Catálogo de Empleos de la Federación, para el 

personal doce/lle de la Secretarla de Educación Pública. 

La clasificació11 de los puestos de co11fla11za en cada 1111a de las 

dependencias o elllidades, fon11ará parte de su catálogo de puestos. 
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Ill. En el Poder Legislativo en la Cámara de Dlputadvs: el Oficial 

Mayor, el Director General de Departamentos y Oficinas, el Tesorero 

General. los Cajeros de la Tesorería, el Director General de 

Administración, el Oficial .\layar de la Gran Comisió11, el Director 

Industrial de la Imprenta y E11C11ademación y el Director de la Biblioteca 

del Congreso. 

E11 la Contaduría Mayor de la Hacienda: el Co11tador y el Sub­

Contador Mayor, los Directores y Subdirectores, los Jefes del 

Departamento, los Auditores, los Asesores y los Secretarios Particulares 

de losfu11clonarios·mencionados. 

E11 la Cámara de Senadores: Oficial Mayor, Tesorero y 

S11btesorero; 

n'. En el Poder Judicial: los Secretarios de los Ministros de la 

Suprema Corte de J11stlcia de la Nación y e11 el Trib1111a/ Superior de 

J11sllcia del Distrito Federal, los Secretarios del Tribunal Pleno y de las 

Salas."IZS 

En la descripción anterior dicha nonna establece quienes de los que 

prestan sus servicios dentro de la administración pública deben ser 

considerados trabajadores o personal de confianza, entre éstos se 

comprende a altos funcionarios, así como a empicados de niveles medios 

como Jefes de Departamento o Directores de Arca. Por otro lado, clasifica al 

m Ley Feder.al d11 lo1 Trabajadores ;il Servicio del Eslado Ed!t Oelma Edi Segunda, p p. 2, 55. 
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personal que no ocupa puestos de carácter medio ni superior pero que por 

su función, éstos son considerados de confianza. siendo éstos, empleados 

menores. 

En nuestro punto de \'ista, el ordenamiento anterior debería de tratar 

por separado a los altos funcionarios de los que no lo son, a efecto de no 

provocar confusión en cuanto al cargo de responsabilidad que los de mayor 

jerarquía tienen frente a los que sólo son empleados de confianza, en virtud 

que unos y otros se encuentran separados en forma abismal en cuanto al 

buen desempeño q~e deban aportar dentro del empleo, cargo o comisión y 

los salarios percibidos. Por otro lado, los empleados ·de confianza son 

perjudicados en el sentido de que se les priva de los derechos que la Ley 

otorga conforma a lo dispuesto por el Artículo 8 del citado Ordenamiento. 

"Articulo 80. Quedan excluidos del régimen de ésta Ley los 

trabajadores de conj/miza 11 que se refiere el Articulo 5o.; los miembr~s 

del Ejército y la An11ada Nacional con excepción del personal civil de las 

Secretarias de la Defensa Nacional y de Marina; el personal militarizado 

o que se militarice lega/111e11/e; los Miembros del Servicio Exterior 

Mexicano; el personal de vigilancia de los establecimientos 

penitenciarios, cárceles o galeras y 11<¡11ellos que présten sus sen•lcios 

med/1111/e contrato civil o que sean s1tjetos al pago de honorarios. "126 

Otra repercución jurídico laboral que se contempla, lo es el derecho 

que se hace nugatorio a traves de la costumbre, y que constituye la no 

12'DJdtm. 
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observancia I· aplicación el S.:rvicio Civil de Carrera de la Administración 

Pública Federal publicado en el Diario oficial de la Federación con focha 29 

de junio de 1983. 
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1.4.- Su trascendencia política. 

La delincuencia de Cuello Blanco de los servidores o funcionarios 

públicos es un fenómeno meramente político. por lo tanto, un fenómeno de 

poder, el cual tiene su campo de acción en el ejercicio de cargo o comisión 

en la mecánica estalill. Esta se desarrolla en el campo de la burocrácia 

",Herton Ira definido a la burocrácia como 1111a estnict11ra fom1al 

racionalmente orgm1i:ada, implica nomUIS y actividades definidas con 

claridad en las que idealmente cada serie de acción está funcionalmente 

relacionada con los propósitos de la organizaclón"l27. De lo anterior, se 

desprende claramente como organización el aparato estatal en el ejercicio de 

sus funciones públicas. "Todos est<m1os inmersos en las orgm1izaciones 

fomU1/es burocráticas o tenemos contacto con ellas. Desde que nacemos, 

la organización fomml l/amada Estado nos proporciona nuestra acta de 

nacimiento, estudiamos en organizaciones /lmnadas escuelas y 

universidades que finalmente nos otorgan el certificado o título con el q11e 

vayamos a trabajar dentro de 11na organización fomU1/, o bien, 

formaremos n11estra propia empresa o asociación, no sin tener también 

contacto con otras organizaciones fom1ales como la iglesia, con alguna 

junta de conci/tación o tribunal o con 1111 sindicato, es decir, nacemos, 

vivimos y morimos dentro las orga11i:acio11es fon11ales y finalmente el 

Estado n11e1'<mwnté nos expedirá 1111estro certificado de defi111ción. "128 El 

hombre en sí a tra\'es de la historia de las instituciones gubernamentales en 

su vida, se encuentra ligado al sistema estatal, razón por la cuál, aquellos 

que de alguna forma ocupan un cargo dentro de la esfera estatal, detentan 

,,, Cfr. Merton Roberto. Te«ia y ntrutt1.1111s sociales. Edil'. Fondo de Cult\.Q. Económica. Edi. Séplima, C1p. vi. M~id<:o 
1972. 

1'9 Op. ce. Sinc:heZ cordero. p.p. 5211, 529 
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una gran preminencia sobre el resto de los demás hombres. Con tal 

consideración podríamos incluso pensar que en el pasado, las sociedades 

primitivas feudales los gobernados, se encontraban controlados por sus 

instituciones gubernamentales hasta en sus propias vidas. "El hombre es 

ese11clal111e11te social y mmque la ajimU1cló11 aristotélica significa una 

atinada visión, el !10mbre es también esencialmente histónco. El hombre 

comienza su existencia partie11do de un nivel histórico diverso del que 

halló la ge11eració11 de sus padres"l29, La influencia política que infiere el 

poder de la burocrácia sobre los hombres es ancestral y sumamente 

arraigada, el problema en si no es el poder que ésta tenga, sino el mal uso 

que se dé de él, constituyendo un dilema de orden político estrictamente. 

Hablar de sus implicaciones cuestiona también planteamientos de orden 

antropológico y de la naturaleza intrínseca del hombre y su relación con el 

poder. 

Como se señaló anteriormente, el costo social de tan grave 

delincuencia asciende a niveles insospechados en el punto de vista 

económico, así mismo las repercusiones políticas sobre los gobernados 

engendra un estado de descrédito que gira en torno de lo institucional. El 

gobernado deja de creer en los planos y proyectos de parte de la 

administración pública, así como de sus ejecuciones de actos, situación que 

provoca en sí un etCcto antidemocrático. Sus implicasiones a nivel 

internacional tienen que ver con el terrorismo y el espionaje, hasta incluso 

con guerras ocasionadas por grandes consorcios trasnacionales, la coalición 

119 Reeasens SlchH lult. Soclologf.a. EcQ. POfnia. Edi. Dlcimo s.gund.a. p. 150. M•dco 1068. 
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de funcionarios públicos con empresas a efectos de lograr canonjías 

comerciales deshonestas. 

Otro problema que pro1·oca lo es sin duda la falta de un 

ordenamiento jurídico que permita una aplicación adecuada al delincuente 

de Cuello Blanco que goza de impunidad. 

En otra dirección, la repercusión o trascendencia política de esta 

delincuencia, presupone igualmente los llamados delitos políticos o 

ideológicos. "El distingo entre unos y otros no es fácil, ya que todo lo 

poli/leo implica una ideo/ogla y se ellliende también por tales delitos 

cometidos por organizaciones muy diwrsas con fines nacionalistas, 

independentistas revolucionarios.· e te. Los más se11alados son: liquidacló11 

po/ltica de oponentes, intimidación policial o por una organización por 

tiempo indefinido, persecución policial, privación de empleo o trabajo, de 

derechos adquiridos o de beneficios como co1J.Semencia de decisiones 

policiales o análogas, destnicctón de la propiedad con fines poli/leos o 

ideológicos, castigo de diversas fomuis por ser miembro de un par/Ido, 

grupo, asociación, movimiento, etc., prohibir la libre asoclació11 de 

obreros trabajadores o profesionales, sen•irse de las fuerzas armadas 

para me11ésteres que constituyen violaciones de los derechos humanos y 

prestarse a las mismas, etnocidio y otros. "llO 

'" Op. Ct. l6\>0l Rey p.p. 18, 19 
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2.- Trascendencia social. 

El hecho de analizar las conductas de quienes detentan el poder 

político de cualquier país del mundo, implica desde luego una connotación 

de orden social. En éste trabajo se plantea la relación que guarda el 

fonómeno del poder como un elemento criminógeno que engendra a la 

delincuencia de Cuello Blanco, frente a la sociedad en sus campos de 

interacción con los grupos políticos y empresariales como la cúspide de la 

escala social en ámbitos diversos pero al fin relacionados como grupos de 

"élite del 'poder" como los define Wrigth Mills, as! como la relación social 

que se da en los demás grupos que integran una sociedad delimitada y las 

actividades y conductas de los grupos de presión y partidos políticos en la 

lucha para obtener sus demandas. 

La trascendencia social de esta criminalidad en si, reviste aspectos 

jurídicos sumamente importantes, as! como los aspectos sociales que 

escapan a los alcances jurídicos del Derecho, el cual aún no ha podido 

colmar en toda su magnitud. 

El problema a la luz de la Sociología, muestra una acentuada 

tendencia hacia la solución de problemas colectivos mediante una lucha en 

ocasiones ,·iolenta y en otra a base de la concertación y conciliación de 

intereses al margen del Derecho, y constituyéndose tales negociaciones 

como decisiones políticas en las cuales, la ciencia del deber ser debe ser 
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reglamentada o bien acoger cuando de ellas se desprenda un ataque a los 

derechos elementales e intrínsecos del hombre. 
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2.1.- En los grupos políticos y empresariales. 

Es claro el desarrollo del concepto delictivo al que se refiere éste 

trabajo dentro de los senos de los grupos políticos, en !Unción que estos se 

encuentran intrínsecamente relacionados con los vínculos del poder. En 

primer plano, había que señalar cuales son Jos grupos políticos más 

sobresalientes. A éste respecto el destacado sociólogo norteamericano 

Wrigth Milis menciona: 

Principios fimdcm1entales de la teorfa de la élite del pryder. La teorfa de 

Id élite del poder postula lo siguiente: 

J. Hcry peq11el1os gmpos de élites .¡ue controlan la mayor parte de las 

decisiones gubemamenlales que influyen en /a politica nacional. 

2. Las élites principales son /as cabe=as de las grandes corporaciones, de 

los fimcionarios supremos del gobiemo y de los militares de los rangos 

superiores. 

3. Las tres clases de élites están estrec/111111e11te relacionadas, porque con 

nmcha frecuencia los ejecutivos de las corporaciones pasan a ser jefes 

militares, los jefes militares pasan a puestos g11bemamenta/es y los 

fimcionarios g11hema111entales se convierten en elementos de las 

corporaciones. 
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4. Aunque a veces hay Intrigas deliberadas entre esa gente que detenta el 

poder (como en el i11fame escándalo de Watergate a principios de los 

mios 70) tales mnqul11acio11es ge11eralme11te so11 i1111ecesarias porque lray 

suficientes i11tereses y trasfo11dos connmes que garmrtizan que las 

decisiones que se tomen sean en provecho de las élites. 

5. Los miembros de una élite en el poder manlienen su inj/11encla en 

virt11d de s11s puestos en las burocrácias prl11ctpales, las estatales, las 

corporativas y las militares no por su i11fluencia perso11al como 

indivld11os. 

6. Directamente bajo• la élite del poder hay un gmpo de gente, como los 

c011gresls1as, los funcionarios estatales y el perso11al militar inferior, que 

tiene11 un "poder de alcance medio". Estas élites de alcance medio 

ejeClltan las órde11es de las élites del poder. 

7. SI se loman en c01y'1111to todos esos factores, se ve que el gobiemo en 

modo alguno es denwcrállco; si110 que sirve a peque11os grupos de 

Intereses creados, y sistemáticamente procede11 en co11tra de la ge11te. 

Las repercusiones de la delincuencia de Cuello Blanco se dan 

precisamente en el trayecto por el que pasan sus partícipes, es por eso que 

las redes de contactos que ejercen sobre la vida de los demás conciudadanos 

se encuentran sumamente controladas. Es preciso manifestar el nexo causal 

que en muchas de las veces existe entre consorcios comerciales y altos 
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funcionarios que se desempeñan dentro de las instituciones 

gubernamentales v. r. g. "los jefes militares y los directores de las 

industrias corren de aq11I para allá entre el gobiemo y el sector privado, 

lleva11da co11sigo intereses co1111111es. Robert .\le. Namara por ejemplo, era 

Secretarlo de la Defensa bajo la presidencia de Jo/111so11 obtm•o ese 

puesto mientras era presidente de la compwila Ford. q11e tiene enonnes 

contratos sobre la Defe11Sa. David Packard. Secretario Dip11tado de la 

Defensa d11ra111e la gestión de Nlto11 era 11no de los coopropietarlos de la 

Hewlett-Packard Company, co11tract11al de primer orden en cuesl/011es de 

defensa. No es dificil encontrar nmchos otros ejemplos de gente que está 

en el poder y q11e pasa de 1111 sector de !ª sociedad a otro. Dean R11sk, 

Secretarlo de Estado bajo Ke1111edy, era jefe de la f1111dació11 Rockefeller, 

que llene fas principales acciones de la Stmulard Oil Co111pmry, de Nueva 

Jersey; Henry Klss/nger, 111/embro de la élite académica de Harvard, pasó 

directamente a la política exterior. "IJI 

Entre las repercuciones políticas que engendra la delincuencia de 

Cuello Blanco entre los servidores o funcionarios públicos, lo constituye sin 

duda la formulación y promulgación de Leyes que se han creado y que 

inciden directamente sobre la problemática. Al respecto cabe hacer notar la 

exposición de motirns que presenta el Ejccutil'o Federal, Lic. Migud de la 

Madrid Hurtado, la cual thé cm·iada al Congreso de la Unión con fecha 2 de 

diciembre de 1982: "En 1111 Estado de Derec/10, el úmbito de acción de los 

poderes plÍblicos estcí detenninado por la ley y los agentes estatales 

responden ante ésta por d 11so de las facultades q11e expresamente se le 

UI Baldrldge Vlcl:or J. Soclologra. Ellll LlnMa ECI Prtmera p p. 202, 203, M6JJco 1871 
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confiere. La l"espo11Sabi/idad del servidor público genera ilegalidad, 

lnnwralidad social y com1pclón; su i"espo11Sabilidad erosiona al Estado 

de Derecho y actría co/lfra la Democrácia, sistema político que nos hemos 

dado los mexicanos. El Estado de Derecho exige que los servidores 

públicas sean responsables. Su responsabilidad no se da en la realidad 

cum1do las obligacio11es son meramente declarativas, cum1do 110 son 

exigibles, cuando hay impunidad o cuando las sa11cio11es par su 

i11cu111pli111ie11ta san inadecuadas. tmnpoca hay responsabilidad cum1do el 

afectada 110 puede exigir fácil, práctica y eficazmente el cumplimiento de 

las abligac/anes de las servidores príb//cos. 

La renovación moral de la sociedad exige u11 esjiierzo ca11stante 

por abrir y crear todas las facilidades institucionales· para que los 

afectados par actos l/lcilas o arbitrarlas puedan hacer valer sus 

derechos. El régimen vigente de resposabilidades de las servidores 

pribllcos debe re11ovarse para cumplir sus objetivos en 1111 Estada de 

Derecha." 132 

Con tal determinación, el planteamiento anterior deja entrever un auto 

reconocimiento de Ja existencia de ciertas carencias de orden jurídico social 

creando la necesidad de legislar en materia de responsabilidad de servidores 

públicos, Jo cual constituye una forma de auto sacrificio de parte de Ja 

mecánica estatal, es decir, cosntituye una repercusión más de orden político 

que jurídico en el sentido de que Ja efoctividad de Ja Ley deja que desear y 

se convierte en un instrumento político creado por el Estado, a efecto de 

in lbid. dem 264 
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sacrificar a detenninados servidores públicos y que dicho sacrificio no 

constituya un acto arbitrario carente de fundamento legal, pues como es 

notorio, las sanciones que prescribe esta Ley, en rara ocasión es aplicada a 

funcionarios de alto nivel, y su uso es más administrativo, en razón del 

tránsito de plazas dentro de la adminstración fluctua continuamente, 

tratándose de personal de confianza. 
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2.2.- Reacción social. 

Dentro del fenómeno social al cual nos hemos venido refiriendo, 

existe sin duda una repercusión dentro del conglomerado y esa respuesta es 

la reacción social. 

La reacción social frente a las conductas expresadas en el presente 

trabajo, responde todas ante un común denominador presente: el poder, su 

uso y su abuso, determinan las reacciones de los grupos sociales más 

diversos, variando así 5U reacción en cuanto a una serie de factores que se 

encuadran en cada uno de ellos. 

En primer término,es necesario distinguir la reacción social en dos 

grupos, en primer término es importante saber la aceptación o rechazo de 

las conductas analizadas, así como los factores de edad, condición social y 

profesión y en otro rubro se analiza la reacción social, en cuanto a las 

actitudes manifestadas por grupos sociales diversos. Esta investigación fué 

llevada a cabo por el Maestro Marcó del Ponte en México y está orientada a 

analizar la reacción social del multicitado delito. 

"Se observan mriantes significativas en las edades 

fimdamen/a/mente enlrv el rechazo total y el rec/w;o. En algunos delitos 

de Cuello Blanco la~ diferencias son lajantemenle a favor del rechazo 

total en /odas las edades e11 relación a la reacción por l11gresos de los 

e11cuestados. Se concln)'e: en los de/iros de Cuello Blanco se perciben 
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l11gresos de hasta $4 000, una reaccló11ji111damental de ponerlo preso por 

cierto tiempo 26.5%, nnilta 23.5%. reprensión 21.4%. pe11a de nmerte y 

ponerlo preso por 11n1cho tiempo 11.2%, cierre de 11egocio 2.1% y 

asistencia ylr1 orientación psicológica 2. 0%. 

En los i11gresos de más de $8 000 ponerlo preso por cierto tiempo 

29. 0%, reprensión 26. 6%, po11erlo preso por 11mcho tiempo 16.1%, cierre 

de negocio 4.8%, asistencia ylr1 orie11tacló11 psicológica 0.8%. 

Es decir que mientras en los más bajos Ingresos se prefieren pe11as 

privativas de la libertad (37. 7%), en los i11gresos de $4 000 a $8 000, la 

reacción se Inclina « la represión, más que a las penas privativas de la 

libertad pero con mayor Inclinación hasta cierto tiempo. "133 

En estas cifras quizás se reflejen en la protección de clase de los 

sujetos encuestados. 

En el rubro de profesiones se encontró lo siguiente: 

"Los mayores porcentajes de rechazo total se observaron en el 

sector de profesionales (71. 7%) que inclusive so11 profesores 

rmiversltarios de la Universidad Autó11oma ,\fetropolila11a. en 

fu11cio11arios (69. 6%), maestros 11omralistas (68%) y fi111clo11arios 

judiciales (66. 7%), es decir, que se mostró una difere11cia mayoritaria e11 

sectores profesio11ales altame11te calificados y de 1111 11ive/ cultural alto. 

111 Op. a. Del Porte. p. 11 
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También se observó esta diferencia a favor del rechazo total en las 

poi/e/as (61.8%) y con un porcentaje más reducido de rechazo (38.2%). 

Pareciera es consecuente con su rol/ represivo. 

En el caso de los obreros, el rechazo total ji1é alto pero no tan 

pronunciado f5./.0%), 1111 simple rechazo más bajo (36.0%), una 

indiferencia baja pero a tener en cuenta (8. 0%) y rma aceptación más 

reducida (2. 0%;. No era esperable sino más bien un rechazo total más 

alto. 

Los campesinos l!lviero11 1111 rechazo total de 50. 0%, un rec!taio del 

Ú.4% y una indifere11cl11 de 5.6%. Aqul la suma de rechazo total más 

reclza::o es bastante alta. 

Entre los srljetos tomados al azar, el simple rechazo f11é casi igual 

al rechazo total pero con rma pequeña tendencia a favor del primero: 

50. 0% y 44. 0% respectivamente. La reacción de indiferencia tuvo un 2. 0% 

y la aceptación total un 4. 0%. Esta última se dió fundamentalmente en 

estudiantes de ca"era de Derecho (alumnos de la UNA,\{) con nh•eles 

socioeconómicos más bien altos. Los reclta::os totales operaron en fomia 

absoluta en los estudiantes de Sociologia y Arquitectura y no tan 

pro111111ciados pero también nmy altos en b1ge11ieria. 

La corrupción administrativa no fué rechazada totalmente en el 

grado que era de esperarse en algunos sectores profesio11ales como los 
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fundonarlos judiciales (93.3%), fanclonarlos (73.9",I[,) y profesionales 

(65.0%). E11 el resto fué descendiendo en policlas (58.8%), campest11os 

(55.6%), maestros (50.0%), obreros (././.0%) y tomados al azar." 

Caso de acaparamiento, adulteraci611 en alimentos y medicamentos, 

e11 otras la diferencia es sigriificattva hasta los 29 mlos para destacarse 

después prommcladamente a partir de los 30 aílos a favor del rechazo 

total, caso a11111e11to monopolista y evación de impuestos dentro del primer 

gn1po podrla incluirse támbien fa corrupción (indiferencia), aunque con 

la salvedad de qu7 el rechazo total se hace 11nty prommclado a favor del 

mismo entre los 45 y 49 mlos. En el otro caso de corrupcló11 

administrativa, la diferencia a favor del rechazo total so11 nmcJw mas 

elevadas en todas fas edades y fandamentm11e11te en fa misma edad 

apuntada de los 45 a 49. 

De lo anterior conviene resaltar que el caso de corrupción y 

corrupción administrativa, significa la cifra más elevada del rechazo total, lo 

que fortalece los criterios vertidos en el transcurso del trabajo. 

En relación a la sanción se aprecia lo siguiente; En ponerlo preso por 

nmcho tiempo se observa estas edades a los ./5 a 49 m1os (25%) y de 35 a 

39 mios (20.9%). Luego es constante con fas salvedades de 20 a 2./ m1os y 

de más de 50 años en donde decrece sencillm11ente. 
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En otro sentido, la reacción social en cuanto a las estrategias 

propuestas por los grupos sociales para hacer cambiar las decisiones de las 

autoridades las cuales consideran que les afectan. En tal sentido se puede 

hablar de que en éste caso, los grupos diferentes a los dirigentes gobiernan, 

o bien, personas distintas a las que se consideran que detentan el poder, 

pueden participar en las decisiones. las autoridades son la gente que denta el 

poder y tiene el derecho de tomar decisiones en pro de la sociedad. 

Generalmente se trata de füncionarios gubernamentales, pero la teoría vale 

para los funcionarios de cualquier organización. Los participantes, por otra 

parte, son gente que no tjelle derecho a decidir, pero que no obstante, desea 

influir en las decisiones, con el f!n de quedar protegidas en sus intereses. 

En estos términos es de considerarse que tanto el individuo como 

determinadas organizaciones distintas a las que toman las decisiones se 

enfrentan. Desde luego, dichas organizaciones representan mayor presión 

sobre las autoridades, las cuáles se clasifican en: 

"1.-Parttclpantes l11dlvtd11a/es. Personas que tratan de recalar decisiones 

asufavor. 

2.- Grnpos Je interés. Cm¡junto de individuos que comparten un deseo 

comt'm, en pro de 1m tipo p<1rlic11/ar de decisión. 

3.- Movinúentos sociales grcmdes. Masa de gente q11e presionan para el 

cambio, y q11e de ordinario se componen de diversos gnipos de interés. 
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4.- Partidos poli/feos. Un c01¡ju11to cada vez mayor de grupos de interés y 

de movimientos sociales que intentan hacerse del poder para tomar 

decisiones. controlm1do al gobiemo."134 

Cabe al respecto comentar que las reacciones que se presentan, están 

desprovistas de un procedimiento de orden jurídico, y estas constituyen un 

fonómeno político que se presenta como consecuencia del ejercicio del 

poder. Su fin que va desde provocar cambios en el proceso de toma de 

decisiones, a cambios en la estructura social que para tal efecto llevan a 

cabo determinadas tácticas de influencia. 

Estos se pudiesen describir en la forma siguiente: 

"La persuació11.- es 1111 procedimielllo no violento que se sin'e de la lógica 

de los llamados intelectuales y de preoet1pacio11es morales para 

convencer a los que loman decisiones. De no resultar la táctica de 

persuacló11, los participantes disponen de otra fomm de influencia: la 

l11duccló11, que es una especie de 1·entaja que brindan los participantes a 

las autoridades, por lo general son perfectamente legales como auxilio en 

una campmia política (en estos se puede considerar de trasmano o 

sobomo). La de rercer tipo, le1 coacción: es/a ~s una 1áclfca violenta que 

emplean los gnipos alienados y fmslrados y que. ordinario, lwn agotado 

las demás a/tematims. la coacción puede ser violencia directa, ataque, 

incendio y bomba:os, o puede ser una coerción indirecta, "bra:os 

134 1dem.pp. 85y 11. 
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caldos~ resistencia pasiva, protestas no violentas, huelgas. La coercló11 

no violenta es también prátlca coTllÚll de Gandhi, Marttn Luther Klng, 

Susa11 B. Anlhony, ele. E11 detem1/11ados mome11/os hmi llevado luchas 

violen/as. "135 

En cuanto al éxito de estas no quiere decir que las tácticas violentas 

tengan más posibilidades de lograr sus metas, sin embargo, las autoridades 

igualmente reaccionan y éstas contienen venmjas sobre estos grupos. 

Asimismo es dificil ganar tal disputa en razón de que si ésta es violenta, el 

grupo es objeto de represión militar o policiaca. 

Por último, el medio jurídico de hacer cambiar las decisiones de las 

autoridades, lo constituyen el Derecho de Sufragio y los Partidos Polítcos, 

aunque la reacción ante el fracaso de la petición frente a las autoridades 

genera la apatía,. por lo tanto, se da el abstencionismo o el hecho de omitir el 

voto. 

Asimismo el hecho de encontrar oídos sordos de parte de las 

autoridades en cuanto a las peticiones de los ciudadanos, genera descrédito 

en las mismas, el sujeto pierde su confianza en las instituciones y por lo 

tllnto sobreviene la apatía, rebeldía y frustración, razón por la que el nivel 

de rechazo en cuanto a los delitos de Cuello Blanco es tan elevado, sobre 

todo cuando son del dominio público las ancestrales conductas de cohecho, 

prevaricato, tráfico de influencia, peculado, etc. 

IH Op, ct. S.lctidge p. 2n 
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El problema en si desde esta óptica, ya no sólo reviste las 

implicaciones jurídicas, sino meramente politicas, lo cual complica el 

desarrollo de una codificación. Por otro lado es importante señalar que el 

hecho de gobernar
1 

es una tarea sumamente dificil por el hecho de que 

las decisiones tomadas encumben a una gran extención de personas y 

estratos sociales, que en muchas de las veces, algunos resultan perjudiciales 

con tal o cual decisión, sin que exista ánimo de inferir daño alguno. 
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3.- Conclusiones. 

l. Del análisis en relación con la denotación Je! delito convencional y de 

Cuello Blanco, es importante que este distingo, sea empleado de alguna 

manera en las legislaciones penales, a efecto de ind;\idua!izar la nonna en 

función de las características particulares de los sujetos activos,con el fin de 

que la norma sea más descriptiva. En ese sentido y por tal motivo no se 

prest.e a confusiones y asimismo, las características personales del sujeto 

activo deberían tomarse como agravantes. 

11. Con relación a las dispocisiones laborales, éstas igualmente deberían ser 

más descriptivas y no confundirse en lo relativo a la designación de 

"servidores públicos", sino anotar las características reales de altos 

funcionarios y empleados, a efecto de dejar a salvo los derechos en el 

sentido de los que no revisten las características de altos funcionarios. 

III. Se hace necesario el hecho de que los Trabajadores al Servicio del 

Estado, tengan acceso a los puestos c~nsiderados mandos superiores por 

escalafón en términos de un Reglamento de Servicio Civil de Carrera, 

provisto de efectividad jurídica, con el fin de que las funciones públicas 

estén a cargo de personas versadas en las materias y tareas propias de la 

administración pública, lo cual permitiría un tránsito menos frecuente en 

cada cambio de sexenio. 
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IV. En los términos propuestos por la Ley Federal de Resposabilidades de 

los Servidores Públicos, con relación al "juicio político, estas disposiciones 

deberían estar en el Código Penal, a fin de instruir un único proceso al 

servidor o funcionario público, para estar en congruencia con lo 

establecido con el Art!culo 23 Constitucional, en relación con lo propuesto 

en el 119, fracción 111, porque en los términos actuales se pueden presentar 

hasta tres sanciones por una misma conducta, comprendiendo éste la 

sanción administrativa 1 propuesta por la Ley de Responsabilidades la 

separación del cargo en términos de la Ley Federal lalioral., y la sanción 

penal establecida por el <;:ódigo Penal. 

V. Se hace necesaria una legislación penal, la cual contemple el nexo 

existente entre grupos de pode~ vinculados a la administración pública, a fin 

de reducir el canipo de acción de funcionarios públicos que aprovechan el 

puesto para negocios personnl~s. 

VI. El abuso de poder constituye un problema de orden antropológico, en 

virtud de que dicho fenómeno se ha observado en todas las culturas, etnias, 

espacios temporales, regímenes politicos, modalides económicas, 

ideológicas, etc., y que ésta sea combatida al igual que lo fué la ley del 

desquite equivalente, la ley del talión y la ley impuesta por el más fuerte, 

que también revestían prácticas ancestrales del hombre, las cuales a la focha 

scin consideradas barbáricas y cuya práctica ha disminuido notablemente a 

la medida que la civilización ha venido avanzando dentro del complejo 

mundo social. 
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vrJ. En la problemática participan una serie de factores en los cuales 

interactuan otras ciencias sociales como lo son la Sociología, la Economía, 

la Política, etc. por lo que es importante el desgloce y desarrollo de cada una 

de las ciencias en sus diversos campos del conocimiento, orientadas a lograr 

un combate efectivo a tan dañosas conductas. 

VIII. Con la puesta en vigor del Tratado de Libre Comercio, con sus 

implicaciones directas sobre la economía, la política y la sociedad mexicana, 

se hace necesaiio revisar las leyes en las cuales se puedan regular conductas 

desviadas de servidores o füncionarios públicos ante nuevas perspectivas de 

orden fundamentalmente económico, condiciones que ofrecen cambios 

drásticos dentro do nuestro país, tomando en cuenta que los consorcios 

internacionales, al igual que se encuentran involucrados dentro del problema 

de la criminalidad de Cuello Blanco, la cuál reviste enonnes perjuicios a la 

sociedad intcrnacionul. 

IX. Parte fundamental del problema de la criminalidad de cuello blanco lo 

constituye la inequitativa repartición de la riqueza, pennitiendo en tal 

sentido que quienes toman las decisiones como grupos de notables, 

perjudican a aquellos que no lo son, en tal sentido la finalidad de toda 

democrácia es que las decisiones con relación a los aparatos jurídicos, sean 

orientados por las necesidades de la población a fin que esto procure su 

felicidad y rechazar categóricamente que la legislación esté orientada a una 

fonna de mantener en el poder a una minoría, es decir que la Ley debe ser 

elaborada por la sociedad y no por grupos de poder con intereses mezquinos 
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de avaricia, los cuáles, en el intento de acervo de poder, se pasan sobre los 

derechos humanos de la sociedad. 

X. CI concepto positivista del delito debe actualizarse en razón de la 

concepción clásica del delincuente y atender a factores ideológicos que 

sugieran a los personajes que detentan el poder, sucumbir a la seducción del 

abuso del mismo, diseñando todo un contexto renovador de las causas 

criminógenas que traen por consecuencia daños inimaginables a la 

comunidad y cambiar las espectativas causales de la delincuencia 

económica, con el fin de proporcionar una teoría del delincuente, con mayor 

apertura a nuevas conductas antisociales que dentro del ámbito político 

niegan el concepto de·democrácia. 
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